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SIGLAS Y ACRÓNIMOS

ACOGIPRI Asociación Cooperativa de Grupo Indepen-
diente Pro Rehabilitación Integral

AGEM: Agenda Económica de las Mujeres
AMSS: Área Metropolitana de San Salvador
AMT Asociación Mujeres Transformando
APS: Atención Primaria en Salud
ARENA: Alianza Republicana Nacionalista 
ASPARLEXSAL: Asociación de Parlamentarias y Ex Parlamenta-

rias Salvadoreñas
ATNMS Articulación Territorial Nacional de Mujeres 

Salvadoreñas
CD: Cambio Democrático 
CEDAW: Convención sobre la Eliminación de todas las 

formas de Discriminación contra la Mujer (por 
sus siglas en inglés)

CELADE: Centro Latinoamericano y Caribeño de Demo-
grafía 

CFPA: Concertación Feminista “Prudencia Ayala”
CIE: Consejo por la Igualdad y la Equidad
CLADEM: Comité de América Latina y El Caribe para la 

Defensa de los Derechos Humanos de la Mujer
COENA: Consejo Ejecutivo Nacional del Partido ARENA
COMMCA-SICA: Consejo de Ministras de la Mujer de Centroamé-

rica del Sistema de Integración Centroamericana
COMURES: Corporación de Municipalidades de la Repúbli-

ca de El Salvador
CONACYT: Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología
CSJ: Corte Suprema de Justicia
DD: Documento Directriz (de la PNM 2011-2014)
DESC: Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
DIGESTYC: Dirección General de Estadística y Censos
EHPM: Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples
FESAL: Encuesta Nacional de Salud Familiar
FGR: Fiscalía General de la República 
FLACSO: Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales
FMI: Fondo Monetario Internacional
FMLN: Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional
FMP: Federación de Mujeres Progresistas
FUNDE: Fundación Nacional para el Desarrollo
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ILO: Organización Internacional del Trabajo (por 
sus siglas en inglés)

IML: Instituto de Medicina Legal
INAM: Instituto Nacional de la Mujer de Honduras
INAMU: Instituto Nacional de las Mujeres de Costa Rica
INEGI: Instituto Nacional de Estadísticas y Geografía 

(México)
INMUJERES: Instituto Nacional de las Mujeres (México)
INSAFORP: Instituto Salvadoreño de Formación Profesional 
IPPF: International Planned Parenthood Federation 
IRMG: Índice de Remuneración Media de Género
ISDEMU: Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la 

Mujer
ISSS: Instituto Salvadoreño del Seguro Social 
its: Infecciones de Transmisión Sexual (en minús-

cula por acuerdo de OPS, 2006)
LEIV: Ley Especial Integral para una Vida Libre de 

Violencia para las Mujeres
LEPINA: Ley de Protección de la Niñez y Adolescencia
LIE: Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la 

Discriminación
MCVP: Mujeres Creadoras de  Vida y Paz
MED: Mujer en Desarrollo
MINEC: Ministerio de Economía
MINED: Ministerio de Educación
MINSAL: Ministerio de Salud Pública 
MTPS: Ministerio de Trabajo y Previsión Social
OIT: Organización Internacional del Trabajo
OMS: Organización Mundial de la Salud
ONG: Organización No Gubernamental
OPS: Organización Panamericana de la Salud
ORMUSA: Organización de Mujeres Salvadoreñas por la Paz
PAM: Plataforma de Acción de Beijing
PAO: Planes Anuales Operativos 
PCN: Partido de Conciliación Nacional
PDC: Partido Demócrata Cristiano 
PDDH: Procuraduría para la Defensa de los Derechos 

Humanos
PEA: Población Económicamente Activa 
PEI: Plan Estratégico Institucional
PFTI: Peores Formas de Trabajo Infantil 
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PGR: Procuraduría General de la República
PIB: Producto Interno Bruto
PNC: Policía Nacional Civil
PNM: Política Nacional de la Mujer
PNUD: Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo
PQD: Plan Quinquenal de Desarrollo
RMPC: Red de Mujeres Protagonistas de Cambios
SEC: Secretaría de Cultura de la Presidencia
SERNAM: Servicio Nacional de la Mujer (Chile)
SG-SICA: Secretaría Jurídica del Sistema de Integración 

Centroamericana
SICA: Sistema de Integración Centroamericana
sida: Síndrome de inmunodeficiencia adquirida (en 

minúscula por acuerdo de OPS, 2006)
SSR Salud Sexual y Reproductiva
STP: Secretaría Técnica de la Presidencia 
TDNR: Trabajo Doméstico No Remunerado
UES: Universidad de El Salvador
UNESCO: Organización de las Naciones Unidas para la 

Educación, la Ciencia y la Cultura (por sus si-
glas en inglés)

UNFPA: Fondo de Población de las Naciones Unidas 
(por sus siglas en inglés)

UNIFEM: Fondo de las Naciones Unidas para la Mujer 
(por sus siglas en inglés)

VIF: Violencia Intrafamiliar
vih: Virus de la inmunodeficiencia humana (en mi-

núscula por acuerdo de OPS, 2006)
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PRESENTACIÓN 

El Gobierno de El Salvador, fiel a los compromisos adquiridos en la 
legislación nacional e internacional, y consciente de la necesidad 
de responder a las necesidades más sentidas por las mujeres, hace 
un esfuerzo por definir un instrumento de política pública que ge-
nere un trabajo más acertado para garantizar los derechos de las 
mujeres salvadoreñas.

En tal sentido, desde ISDEMU como mecanismo para el avance 
de la mujer en El Salvador, se ha realizado una labor intensa de 
análisis, síntesis, estructuración y definición de la nueva política 
a favor de las mujeres, que obedece a la directriz señalada desde 
el Plan Quinquenal de Desarrollo 2010 – 2014, de garantizar que 
las diferentes estrategias y políticas sectoriales (…) contribuyan a 
la creación de una sociedad con equidad de género mediante la 
reducción de las brechas de género y el combate a todas las formas 
de violencia contra la mujer.

Bajo este mandato, esta política se fundamenta en una serie de prin-
cipios rectores, que son: la igualdad sustantiva, la progresividad, 
la no discriminación por cualquier causa vinculada al género, la 
inclusión, la gestión basada en resultados y la sostenibilidad; que 
deberán estar presentes en la elaboración y ejecución de las medi-
das planteadas.

Es así que, tengo el agrado de introducir la Política Nacional de las 
Mujeres (PNM) con sus apuestas para 2011 – 2014, construida en 
consulta con el movimiento de mujeres y con las instituciones pú-
blicas llamadas a implementarla. Esta nueva PNM responde a seis 
ejes prioritarios: autonomía económica;   vida libre de violencia;  
educación incluyente; salud integral; cuidado y protección social; 
y  participación ciudadana y política.

Esta política, fortalecida con los vínculos implícitamente estable-
cidos en la Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia 
para las Mujeres y en la Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación 
de la Discriminación Contra las Mujeres, busca de manera trans-
versal el logro de la deconstrucción de los patrones culturales que 
fomentan la desigualdad a y la gestión del conocimiento a favor de 
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intervenciones transformadoras que impacten de manera positiva la 
vida de las mujeres.

Unir, Crecer e Incluir, es el reto que como Gobierno de El Salvador 
hemos asumido y que incluye grandes metas, entre ellas garantizar 
que las mujeres accedan a una vida de calidad en un ambiente 
de paz y seguridad; por tanto, desde este instrumento político nos 
orientamos a caminar hacia la igualdad sustantiva.

Yanira Argueta
Directora Ejecutiva

ISDEMU
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INTRODUCCIÓN 

El presente documento contiene la Política Nacional de las Mujeres 
actualizada en 2010 y que la Junta Directiva del Instituto Salvadore-
ño para el Desarrollo de la Mujer aprobó el 15 de abril de 20111. El 
documento ha sido estructurado en torno a ocho apartados. 

En el primer apartado se presentan las características y productos de 
las 5 fases o etapas relevantes del “Proceso Seguido para la Actuali-
zación de la Política Nacional de las Mujeres”, el cual partió desde 
la revisión de las lecciones aprendidas del Plan de Acción inme-
diatamente anterior, hasta la elaboración de un nuevo Documento 
Directriz y el establecimiento de un Marco de Resultados con las 
instancias ejecutoras para 2011-2014. La Fase 1 correspondió a la 
Evaluación del Plan de Acción 2004-2009 de la PNM; seguida de 
Identificación del “Estado del Arte”. La Fase 3 correspondió al Dise-
ño del Documento Directriz; seguida de la Validación y Planifica-
ción. El proceso cierra con la Fase 5 de Aprobación y Divulgación.  

El segundo apartado recoge los resultados del “Análisis Crítico del 
Plan de Acción 2004-2009 de la PNM” basado en las reflexiones 
sobre el más reciente de ellos, y no está sustentando en una base 
estadística objetiva, sino cualitativa, en tanto que la primera PNM 
no tuvo un sistema de evaluación. Este análisis crítico permite con-
cluir que si bien la PNM tuvo la virtud de ser el resultado de un 
proceso participativo, estuvo acompañada de debilidades institu-
cionales tuvieron que ver con: a) las esferas de preocupación de la 
Plataforma de Acción de Beijing, b) el enfoque, c) el diseño mismo 
que priorizó el consenso sobre la calidad de la intervención, d) la li-
mitada concepción y alcance de las acciones, e) el tipo de acciones 
realizadas, f) el bajo nivel de ejecución, g) la falta de compromisos 
técnicos y políticos, y h) la ausencia de mecanismos de ejecución, 
seguimiento y evaluación. 

1	 Si bien a lo largo del proceso de actualización que se describe adelante se habló de la “Segunda 
PNM”, lo correcto es hablar de la “PNM”, ahora que ya fue aprobada por la Junta Directiva en la 
reunión del 15 de abril de 2011. Para evitar confusiones se sugiere no utilizar “PNM actualizada” 
ni “PNM 2011-2014”. Para distinguir la versión actualizada de la versión previa, en el texto se 
hace referencia a la “PNM 1997” o a la “primera PNM”. Para distinguir la versión actualizada de la 
versión previa no se utiliza “PNM 2011-2014”, ya que la segunda PNM está en vigencia hasta su 
tercera actualización. Son el Marco de Resultado y el Plan de Acción los que tienen una vigencia 
que corresponde al período 2011-2014. 
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Es por ello que el reto del proceso de actualización de la PNM 
surgida en 1997 fue construir una PNM que lograra equilibrar la 
representatividad y pertinencia de sus apuestas, la coherencia con 
el marco legal y los compromisos internacionales, y la viabilidad 
política y técnica de intervención con posibilidades de impactos 
en los nudos críticos de la desigualdad de género, pero al mismo 
tiempo una PNM que fuera susceptible de ser sujeta a seguimiento, 
ejecución y evaluación.

En el tercer apartado se realiza un balance de los “Avances y Retro-
cesos en materia de Igualdad de Género y Adelanto de las Mujeres 
en El Salvador”, el cual presenta información estadística ordenada 
en 6 sub-apartados: 1) una descripción de la dinámica demográfica 
del país y sus implicaciones en materia de las políticas públicas, 
2) Economía, trabajo y activos, 3) Violencias contra las mujeres, 4) 
Educación, 5) Salud, 6) Participación ciudadana y política.

En el cuarto apartado aparece una síntesis de las “Demandas Na-
cionales y Compromisos Internacionales en materia de Igualdad 
de Género y Adelanto de las Mujeres en El Salvador”, luego de 
una revisión de 8 plataformas de organizaciones de mujeres, de los 
compromisos internacionales y de las principales recomendaciones 
de los mecanismos internacionales de seguimiento. Confrontando 
este conjunto de demandas nacionales de las organizaciones de 
mujeres y de compromisos y recomendaciones internacionales, 
con el diagnóstico de brechas de género que aparece en el aparta-
do anterior, se identificaron los siguientes temas o nudos críticos:

1.	 Discriminación explícita e implícita en el acceso a recursos 
para la integración justa al ámbito productivo: empleo, activos, 
desarrollo productivo, presupuesto público.

2.	 Alta incidencia de la violencia contra las mujeres en todas sus 
manifestaciones, en los ámbitos público y privado.

3.	 Persistencia del sexismo en la educación en todos los niveles, 
el cual se expresa en el analfabetismo, la deserción escolar, 
y la segregación en carreras técnicas y universitarias entre las 
mujeres. 
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4.	 Déficit en la prevención y atención en salud sexual y salud re-
productiva, el cual tiene como efectos el embarazo adolescente 
y la morbilidad y mortalidad femenina por causas prevenibles. 

5.	 Tensiones entre el trabajo productivo y el reproductivo.

6.	 Persistencia de las dificultades para el pleno ejercicio de los 
derechos políticos y ciudadanos de las mujeres.

El documento continúa con el “Marco Conceptual y Referencial 
de la PNM” en el quinto apartado, se presentan sus principales ca-
racterísticas y principios rectores, en respuesta al mandato del Plan 
Quinquenal de Desarrollo 2010-2014. El sexto apartado presenta 
las “Apuestas Prioritarias de la PNM…” para cada uno de los seis 
ejes temáticos de la PNM: 1) Autonomía Económica, 2) Vida Libre 
de Violencia, 3) Educación Incluyente, 4) Salud Integral, 5) Cuidado 
y Protección Social, y 6) Participación Ciudadana y Política. Los 
ejes temáticos contienen las apuestas, los objetivos y las medidas 
de política pública. 

Las Apuestas Prioritarias están formuladas como situaciones desea-
das de largo plazo; mientras que los Objetivos Específicos de cada 
una de las apuestas están enunciados como fines alcanzables entre 
el mediano y largo plazo, y las Medidas se refieren a las interven-
ciones priorizadas que tienen una perspectiva de poder iniciarse 
y alcanzar cierto desarrollo en el presente quinquenio. De hecho, 
las Medidas son entendidas como grandes acciones con impactos 
potenciales directos en la vida de las mujeres, que tienen una co-
rrespondencia con marcos normativos e instrumentos de política 
sectorial y, por lo tanto, una entidad ejecutora identificable. 

El séptimo apartado corresponde a los ejes o “Estrategias para la 
Transversalidad de la PNM y de la Igualdad” correspondientes a: 1) 
la gestión del conocimiento para apoyar la instrumentación de los 
ejes temáticos, y 2) la deconstrucción de patrones culturales que 
fomentan la desigualdad. Cada una de estas estrategias contiene 
las acciones orientadas a la creación de condiciones sociales e ins-
titucionales para la igualdad –como principio y como práctica–, y 
para la instrumentación de la PNM. Al ISDEMU le corresponde la 
conducción, revisión y evaluación de estas estrategias y acciones, 
ya que no se trata de medidas ni instrumentos de política pública. 
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Lo importante es que, a través de estas estrategias, se busca garan-
tizar perspectivas de sostenibilidad a los ejes temáticos de la PNM. 

El documento cierra con el apartado relativo a las “Condiciones 
de Instrumentación y Seguimiento de la PNM”, en el que se abor-
dan los temas relacionados con la gestión basada en resultados, los 
presupuestos públicos para la igualdad de género, el sistema de 
seguimiento y evaluación, el mecanismo de contraloría ciudadana 
y rendición de cuentas, y la articulación entre el ISDEMU y las 
instancias ejecutoras. Esto porque las condiciones de instrumenta-
ción se refieren al conjunto de factores que deben generarse desde 
el ISDEMU, y al interior de las instituciones públicas contrapartes, 
para que la PNM sea realmente ejecutada y sujeta de monitoreo, 
seguimiento, y evaluación. 
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I. PROCESO SEGUIDO PARA LA ACTUALIZACIÓN DE LA 
POLÍTICA NACIONAL DE LAS MUJERES 

La construcción de esta versión actualizada de la Política Nacional 
de las Mujeres (PNM) ha sido un proceso que partió desde la revi-
sión de las lecciones aprendidas del Plan de Acción inmediatamen-
te anterior, hasta la elaboración de un nuevo Documento Directriz 
y el establecimiento de un Marco de Resultados con las instancias 
ejecutoras para 2011-2014 (Ver figura 1). A continuación se descri-
ben las 5 fases o etapas relevantes de este proceso de actualización, 
sus características y productos. 

Figura 1: Marco metodológico del proceso de actualización  
de la PNM
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La figura 1 sintetiza la secuencia de 5 Fases del proceso de actua-
lización que se detallan a continuación. Sobre todo, permite de-
jar constancia de otros procesos paralelos a la  actualización de la 
PNM, como el proceso de cambio institucional orientado a la re-
cuperación y resignificación del rol rector de políticas de igualdad 
del Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer (ISDEMU). 
Este cambio está expresado en la revisión del  Plan Estratégico Insti-
tucional (PEI) y la reorganización institucional. Enmarca esta Figura 
dos grandes grupos de condiciones que influirán en la sostenibili-
dad de la intervención de la PNM: las relativas a factores sociales y 
políticos de contexto y las relativas a aspectos institucionales. 
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FASE 1:	 EVALUACIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN 2004-2009 DE LA 
PNM 

En esta etapa, entre tanto no había sido publicado el Plan Quinque-
nal de Desarrollo 2010-2014 (PQD) -punto de partida y marcador 
del rumbo de todas las políticas gubernamentales salvadoreñas-, el 
ISDEMU encargó la evaluación del Plan de Acción 2004-2009 de 
la PNM formulada y aprobada en 1997 (Ver apartado II). La evalua-
ción fue realizada en un proceso que se caracterizó por la interac-
ción con las personas que estuvieron vinculadas con la ejecución 
y el seguimiento de la PNM en los últimos años, así como por la 
consulta con personas externas que proporcionaron un criterio crí-
tico sobre los avances y retrocesos de la PNM como instrumento de 
política pública y sobre el desempeño del ISDEMU como ente rec-
tor de ésta. Dado que esta primera PNM no contó con un sistema de 
evaluación y seguimiento, la labor evaluativa fue eminentemente 
cualitativa, basada en las percepciones de los grupos y personas 
consultadas.

FASE 2:	IDENTIFICACIÓN DEL “ESTADO DEL ARTE”

En esta etapa se indagó sobre el marco referencial actualizado del 
tipo de políticas públicas para promover la igualdad de género y el 
empoderamiento de las mujeres en los países de la región. Asimis-
mo, se realizó un diagnóstico situacional de género del país, para 
hacer un balance de los avances y retrocesos en materia de igual-
dad de género y adelanto de las mujeres en el país (Ver apartado III). 
También se identificaron las demandas estructuradas y presentadas 
por parte del movimiento de mujeres salvadoreñas en el marco del 
proceso electoral que dio paso al actual Gobierno, en contraste con 
las observaciones y recomendaciones hechas en cuanto al cumpli-
miento de los compromisos internacionales del Estado salvadoreño 
(Ver apartado IV).

El análisis de la información permitió obtener los siguientes insumos:

•	 Elementos para el diagnóstico situacional de género sobre los 
problemas prevalecientes, persistentes y apremiantes que cons-
tituyen obstáculos para el avance de los derechos humanos de 
las mujeres en diferentes áreas sectoriales. Estos elementos fue-
ron obtenidos de fuentes primarias y secundarias.
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•	 Tendencias y vacíos en el cumplimiento de los compromisos 
internacionales y regionales relativos al adelanto de las mujeres 
y la igualdad de género. Esto fue posible mediante la elabora-
ción de matrices relacionales entre los instrumentos internacio-
nales y regionales y las diferentes áreas sectoriales de política 
pública. Entre los instrumentos de referencia más importantes 
consultados para este fin estuvieron los informes de relatoría de 
la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Dis-
criminación contra la Mujer (CEDAW), la Plataforma de Acción 
de Beijing y los consensos regionales.

•	 Inventario de las necesidades y demandas de las mujeres sal-
vadoreñas como el insumo básico de esta Fase. Consistió en 
realizar un análisis comparativo y una síntesis de las principales 
demandas de las mujeres salvadoreñas expresadas entre 2008 y 
2010. Se seleccionaron aquellas demandas que contaban con 
un documento estructurado con recomendaciones susceptibles 
de ser traducidas en retos de política pública, y dentro de estas 
demandas, se prestó especial atención a aquellos enunciados 
que tuvieran claro como objetivo institucional de incidencia al 
Órgano Ejecutivo, sus instituciones o sus instrumentos de polí-
tica pública. Los 8 documentos de demanda consultados para 
esta finalidad fueron (en orden alfabético):

a.	 “Agenda Económica: desde las mujeres para el desarrollo 
nacional”, del Comité Ampliado de la Agenda Económica 
de las Mujeres (AGEM) (UNIFEM, 2009.

b.	 “Agenda feminista y de mujeres, y de la formulación de 
propuestas de políticas públicas” de las Mujeres Creadoras 
de Vida y Paz (MCVP) (MCVP, 2010).

c.	 “Plataforma de Derechos Humanos de las Mujeres” promo-
vida por la Procuraduría para la Defensa de los Derechos 
Humanos (PDDH), con el auspicio del Fondo de Población 
de las Naciones Unidas (UNFPA) (PDDH, 2010).

d.	 “Plataforma feminista 2009-2014” de la Concertación Fe-
minista Prudencia Ayala (CFPA) (CFPA, 2009).
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e.	 “Plataforma de las mujeres rurales” de la Red de Mujeres 
Protagonistas de Cambios (RMPC) (RMPC, 2010).

f.	 “Plataforma Reivindicativa de las Mujeres de Santo Tomás” 
de Asociación Mujeres Transformando (AMT) (AMT, 2008).

g.	 Propuestas del movimiento de mujeres para el gobierno de 
Mauricio Funes” de la Articulación Territorial Nacional de 
Mujeres Salvadoreñas (ATNMS) (ATNMS, 2010). 

h.	 “Propuesta política para promover el derecho al trabajo de 
mujeres y hombres con discapacidad en El Salvador” (Red 
Iberoamericana de Entidades de Personas con Discapaci-
dad Física/RL/ Asociación Cooperativa de Grupo Indepen-
diente Pro Rehabilitación Integral –ACOGIPRI) (ACOGI-
PRI, 2010).

Mediante un ejercicio de análisis, agregación y síntesis se logró es-
tablecer, por una parte, los temas más frecuentes entre las organi-
zaciones proponentes, y, por otra parte, las demandas emergentes 
que, si bien no eran las más comunes, se constituían en deudas 
históricas cuya resolución es clave en términos del avance hacia la 
igualdad entre los géneros. Particularmente este es el caso del acce-
so de las mujeres a activos y del trabajo de cuidado. Las demandas 
ofrecieron un mapa de los problemas de desigualdad, las necesida-
des sentidas y las medidas deseables.

Luego, como criterio de pre-viabilidad institucional, fue necesa-
rio establecer la relación entre las apuestas del PQD 2010-2014 y 
las demandas internacionales y nacionales más sentidas. Con este 
paso, se buscaba tamizar el inventario de demandas con el cedazo 
de las apuestas y áreas prioritarias del PQD. Esto permitió obtener 
la primera versión de la estrategia de intervención expresada en 
ejes temáticos prioritarios y ejes transversales.

Toda esta fase en su conjunto ofreció una guía para la toma de 
decisiones sobre tres asuntos trascendentales de esta PNM: 1) el 
ámbito institucional, 2) los nudos críticos que posteriormente serían 
convertidos en temas o en ejes transversales (y luego en “estrategias 
para la transversalización”), y 3) el tipo de acciones que pasarían al 
PEI del ISDEMU para fortalecer sus funciones de rectoría.
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FASE 3: DISEÑO DEL DOCUMENTO DIRECTRIZ

En esta etapa se procedió a elaborar un documento que contuviera 
los principales desafíos, las apuestas estratégicas, las áreas priorita-
rias y las medidas de política pública para avanzar hacia la igual-
dad de género y la autonomía de las mujeres en el presente quin-
quenio, con base en la información y los insumos obtenidos en la 
etapa anterior. A este documento se le ha denominado Documento 
Directriz (DD), el cual se convierte en el producto principal del 
proceso de actualización de la PNM, pero que su vez es el insumo 
básico para la elaboración del Plan de Acción 2011-2014. En este 
sentido, es a la vez un documento marco, un documento rector y 
un punto de partida para las futuras actualizaciones en materia de 
acciones hacia la igualdad de género en El Salvador.

En línea con su ley de creación, la elaboración del DD estuvo a 
cargo del ISDEMU. La labor requirió analizar, sintetizar, y rees-
tructurar ejes temáticos; así como traducir los nuevos y viejos de-
safíos en propuestas de objetivos estratégicos y perfilar medidas 
de política pública a partir del diagnóstico de género del país y 
las demandas estructuradas desde el movimiento de mujeres. Un 
primer documento borrador fue sometido a validación por parte de 
un grupo focal de expertas, hasta finalmente contar con un docu-
mento base para ser sometido a validación y aprobación por parte 
de las instancias competentes en tanto las principales ejecutoras 
de las medidas.

FASE 4:	VALIDACIÓN Y PLANIFICACIÓN

En esta etapa se tuvo el reto de asegurar criterios de pertinencia de 
la estrategia de intervención de la PNM, viabilidad política de las 
apuestas, viabilidad técnica e institucional de las medidas, y cohe-
rencia de los conceptos y las apuestas con la normativa de reciente 
aprobación. Para ello se realizaron 4 diferentes grupos de actividad 
que incluyeron: i) la validación de las apuestas estratégicas y pro-
puestas de medidas en talleres y grupos focales con mujeres exper-
tas; ii) la revisión del documento por parte de las instituciones que 
integran la Junta Directiva del ISDEMU; iii) la elaboración del pri-
mer Marco de Resultados 2011-2014 en talleres con los equipos ge-
renciales y técnicos delegados por las instancias ejecutoras; y iv) la 
confrontación del documento con los enunciados del nuevo marco 
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legal sobre igualdad y equidad, erradicación de la discriminación y 
garantía del derecho a una vida libre de violencia para las mujeres. 

•	 Validación de las apuestas estratégicas y propuestas de medi-
das en talleres y grupos focales con mujeres expertas. Para ello 
se convocó a representantes de las organizaciones del movi-
miento de mujeres y a mujeres académicas vinculadas con los 
procesos de construcción colectiva de las demandas estructura-
das presentadas entre 2008 y 2009 al Ejecutivo, en general, y al 
ISDEMU, en particular. En esta validación se priorizó el criterio 
de pertinencia de la estrategia de intervención, es decir, su 
capacidad resolutiva de los nudos críticos de la desigualdad 
de género. 

•	 Revisión del documento por parte de las instituciones de la Jun-
ta Directiva del ISDEMU. Una vez incorporadas las observacio-
nes de los talleres de validación, el DD fue sometido a revisión 
pormenorizada por parte de todas las instituciones de la Junta 
Directiva del ISDEMU. En estas consultas se privilegió el crite-
rio de viabilidad política de las apuestas contenidas en el DD. 

•	 Elaboración del primer Marco de Resultados 2011-2014 en ta-
lleres con los equipos gerenciales y técnicos delegados por las 
instancias ejecutoras, teniendo como insumo el documento ya 
revisado por la Junta Directiva del ISDEMU. El ejercicio con-
sistió en una primera formulación de indicadores con los que 
se medirán los logros aportados por las ejecutoras al final del 
presente período presidencial. En esta validación prevaleció el 
criterio de viabilidad técnica e institucional de las medidas. El 
Marco de Resultados formulado constituye el paso intermedio 
hacia la planificación operativa de la PNM en cada una de las 
instancias responsables de su instrumentación. 

•	 Confrontación del documento con los enunciados del nuevo 
marco legal sobre igualdad y equidad, erradicación de la discri-
minación y garantía del derecho a una vida libre de violencia 
para las mujeres2. En esta validación la finalidad fue asegurar 
el criterio de coherencia entre los conceptos y las apuestas de 

2	  La “Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación de las Mujeres” (LIE) aprobada el 
17 de marzo de 2011 y la “Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres” 
(LEIV) el 25 de noviembre de 2010. 
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la PNM y esta nueva normativa. Sin embargo se sabe que estas 
nuevas leyes demandarán la elaboración de sus propias polí-
ticas, planes y programas, así como sus propios mecanismos 
inter-institucionales e inter-organizativos para su instrumenta-
ción, para los cuales la PNM ofrece un punto de partida.

FASE 5:	APROBACIÓN Y DIVULGACIÓN 

En esta etapa, la versión final del DD surgida de los pasos anteriores 
fue sometida a un acto formal de aprobación por parte de la Junta 
Directiva del ISDEMU, en tanto máxima autoridad de la institución. 
Finalmente, por tratarse de una política pública de carácter trans-
versal que debe estar en línea con el PQE, el documento actuali-
zado de la Política Nacional de la Mujer 2011-2014 fue sometido 
a la consideración y Visto Bueno de la Secretaría Técnica de la 
Presidencia (STP).
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II. ANÁLISIS CRÍTICO DEL PLAN DE ACCIÓN 2004-2009 
DE LA PNM 

El 29 de febrero de 1996 se emitió el Decreto Legislativo No. 644 
por medio del cual se creó el ISDEMU con el objetivo de “Diseñar, 
dirigir, ejecutar, asesorar y velar por el cumplimiento de la Políti-
ca Nacional de la Mujer, promoviendo en tal sentido el desarrollo 
integral de la mujer salvadoreña”. Esta tarea debe ser realizada me-
diante la promoción de la participación de las instancias guber-
namentales, las Municipalidades, las Organizaciones No Guberna-
mentales (ONG), la empresa privada, las personas naturales, otras 
entidades de la sociedad civil, y los organismos internacionales.

A partir de ese hecho, y como resultado de un proceso ampliamen-
te participativo, se formuló la primera PNM como un instrumento 
de política pública, el cual fue aprobado por el Órgano Ejecutivo en 
abril de 1997. La PNM 1997 se operacionalizó en un primer Plan 
de Acción 1997-1999. Luego, en un proceso de gabinete, fueron 
elaborados los subsiguientes Plan de Acción 2000-2004 y Plan de 
Acción 2004-2009. Este análisis crítico se basa en las reflexiones 
sobre el más reciente de ellos, y no está sustentando en una base 
estadística objetiva, sino cualitativa, en tanto que la primera PNM 
no tuvo un sistema de evaluación. 

El análisis crítico realizado del Plan de Acción 2004-2009 de la 
PNM 1997 permite concluir que si bien la PNM tuvo la virtud de 
haber nacido de un proceso participativo, estuvo acompañada de 
debilidades que impidieron que se utilizara como un instrumento 
efectivo para reducir las desigualdades de género o para cambiar 
las políticas públicas macro y sectoriales a favor de la reducción de 
las brechas de género.

En relación al ámbito de intervención, la PNM 1997 fue demasiado 
ambiciosa respecto de las posibilidades institucionales y políticas 
de las instancias llamadas a ejecutarla. Algunas de las debilidades 
institucionales tuvieron que ver con: a) las esferas de preocupación 
de la Plataforma de Acción de Beijing (PAM), b) el enfoque, c) el 
diseño mismo que priorizó el consenso sobre la calidad de la inter-
vención, d) la limitada concepción y alcance de las acciones, e) el 
tipo de acciones realizadas, f) el bajo nivel de ejecución, g) la falta 
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de compromisos técnicos y políticos, y h) la ausencia de mecanis-
mos de ejecución, seguimiento y evaluación (Ver Cuadro 1). 

Cuadro 1: Principales Tipos de Vacíos del Plan de Acción  
2004-2009

TIPOS DE VACÍOS DESCRIPCIÓN
ESFERAS DE 

PREOCUPACIÓN
Dejó de lado dos esferas de preocupación de la PAM: a) 
mujer y conflictos armados; y b) mujer y economía.

ENFOQUE Tuvo predominancia del enfoque MED.
CONCEPCIÓN Y 
ALCANCE DE LAS 

ACCIONES

Se trató de acciones limitadas en cuanto a su concepción 
y alcance. 

TIPO DE ACCIONES

Incluyó acciones afirmativas hacia las mujeres, y acciones 
específicas para lograr la equidad e igualdad entre 
hombres y mujeres. Sin embargo, se trató de acciones 
puntuales, de carácter más bien asistencialista, que se 
quedaron en “actividades” y sin elementos técnicos 
que habilitaran a las instancias responsables para la 
instrumentación.

EJECUCIÓN
Si bien no tuvo un sistema de monitoreo, seguimiento y 
evaluación, se estima que tuvo una ejecución deficitaria. 

2.1 ESFERAS DE PREOCUPACIÓN

El Plan de Acción 2004-2009 fue estructurado en 4 ejes de acción: 
desarrollo social, desarrollo económico sostenible, protección y 
promoción ciudadana, y fortalecimiento institucional. De manera 
con los 3 primeros ejes de acción, el Plan de Acción incluyó par-
cialmente el contenido de la PAM. Sin embargo, dejó de lado dos 
esferas de preocupación de la PAM: a) mujer y conflictos armados; 
y b) mujer y economía.

Las consecuencias del conflicto armado para las mujeres salvado-
reñas --y en general para toda la población--, está pendiente de 
resarcirse para superar situaciones traumáticas vividas durante la 
guerra civil, asimismo es un tema pendiente en la recuperación de 
la memoria histórica. El impacto de la apertura económica y las 
medidas del ajuste estructural entre las mujeres, como uno de los 
grupos más afectados en sus posibilidades de autonomía económi-
ca y de los más excluidos a causa de las políticas macroeconómicas 
neoliberales, constituye otro tema pendiente. 
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2.2 ENFOQUE 

Para el abordaje, el Plan de Acción 2004-2009 tuvo predominan-
cia del enfoque Mujeres en el Desarrollo (MED), según el cual hay 
que “incorporar” a “la mujer” dentro de un modelo económico 
aceptado como dado. En esta lógica, las acciones fueron más bien 
de corte asistencialista que no llegaron a cuestionar las roles tradi-
cionales impuestos a las mujeres incluso en los mismos programas 
presidenciales.

2.3 CONCEPCIÓN Y ALCANCE DE LAS ACCIONES 

El Plan de Acción 2004-2009 incluyó acciones que resultaron limi-
tadas tanto en su concepción como en su alcance, debido a que se 
limitó a la búsqueda del bienestar a través de acciones puntuales. 
Por ejemplo, con relación al tema de economía --consecuentemen-
te con el enfoque MED predominante--, se realizaron capacitacio-
nes para la inserción laboral de las mujeres en actividades conside-
radas tradicionalmente femeninas que reproducen la segregación 
ocupacional por sexo, la cuales difícilmente apuntaban a la auto-
nomía económica de las mujeres.

En el tema de acceso a una vida libre de violencia, solamente se 
contemplaron acciones relativas a la violencia “intrafamiliar”, de-
jando fuera las demás formas de violencia hacia las mujeres. En el 
tema de educación el énfasis fue en aumentar el número de ingre-
sos de niñas en los centros escolares, al parecer el tema “niña” se 
agotó ahí; mientras que se incluyeron temas como el de “prácticas 
deportivas” de manera aislada.

En el tema de salud las acciones estuvieron concentradas en la sa-
lud reproductiva. Los derechos sexuales y reproductivos no fueron 
abordados directamente con claridad ni en la PNM 1997 ni en el 
Plan de Acción 2004-2009. Las limitaciones aparecieron con en el 
tipo de objetivos y acciones planteadas, así como el nivel de ejecu-
ción y cobertura de los mismos.

En cuanto a deconstrucción de patrones culturales que fomentan 
la desigualdad, el tema de medios de comunicación y cultura, fue 
abordado de manera tal que las acciones se orientaron a activida-
des lúdicas, recreativas o de sensibilización, y no contribuyeron 
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a romper estereotipos o patrones culturales. En el caso de los me-
dios de comunicación, los objetivos planteados no correspondían a 
las necesidades de cambio en el quehacer de la comunicación en 
materia de relaciones entre los géneros. Con relación a la cultura 
apenas se planteó un objetivo específico dentro del Plan de Acción, 
lo cual refleja una visión corta sobre el tema, bajo el concepto de 
cultura como sinónimo de arte y con pocas acciones que cuestio-
naran la cultura patriarcal.

2.4 TIPO DE ACCIONES 

El Plan de Acción 2004-2009 contenía dos tipos de acciones: a) 
acciones afirmativas hacia las mujeres (56.1% de un total de 285 
acciones), y b) acciones específicas para lograr la equidad e igual-
dad entre hombres y mujeres (34.7%). El resto de las acciones no se 
clasifican en ninguna de estas dos categorías. 

Sin embargo, se trató de acciones puntuales de carácter más bien 
asistencialista, dirigidas a dar respuesta a las necesidades prácticas 
de género sin lograr llegar a las causas que generan la discrimina-
ción, que se quedaron en meras “actividades” sin objetivos más allá 
de la “sensibilización”, y, sobre todo, sin elementos técnicos que 
posibilitaran la implementación de políticas con enfoque de género 
dentro de las instituciones ni en los marcos de política sectorial.

A excepción de mujeres y conflictos armados y mujeres y autono-
mía económica, el resto de las esferas de la PAM fue retomado en 
la primera PNM con diferente intensidad. Sin embargo, en la reali-
dad, las acciones fueron dirigidas a dar respuesta a las necesidades 
prácticas de género, sin lograr llegar a las causas que generan la 
discriminación. Es así que temas centrales como la salud sexual y la 
autonomía económica no fueron considerados.

Por otra parte, las intervenciones para generar condiciones institu-
cionales para la igualdad entre las instancias ejecutoras se queda-
ron en actividades, sin objetivos más allá de la “sensibilización” 
y sin elementos técnicos que posibilitaran la implementación de 
políticas con enfoque de género dentro de dichas instancias, pero 
tampoco en los marcos de política pública sectorial.
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2.5 EJECUCIÓN 

En cuanto a la ejecución, hubo un déficit en lo alcanzado por el 
Plan de Acción 2004-2009. Aún sin haber contado con un sistema 
de seguimiento y de evaluación, y sólo con base en el juicio de las 
personas consultadas durante la evaluación de dicho Plan, se esti-
mó una ejecución de apenas un 58.6% de las acciones planteadas. 

Si bien las áreas de salud y violencia parecen haber realizado ma-
yor porcentaje de las acciones propuestas en el plan (entre el 90% 
y 96%), esto se debe a que la mayoría de las acciones de salud 
estuvieron encaminadas a la salud reproductiva y por tanto, muy 
ligadas al quehacer cotidiano del Ministerio de Salud (MINSAL) 
como instancia ejecutora; y el área de violencia era sinónimo de la 
intervención del Programa Saneamiento de las Relaciones Familia-
res, iniciativa en la que el ISDEMU asumió el rol ejecutor.

De cara a la ejecución, la coordinación entre el ISDEMU y las per-
sonas enlaces, responsables de seguir la ejecución de la PNM en 
las diferentes instancias del Gobierno, fue poco efectiva. Entre otras 
causas debido a la falta del compromiso político mostrado desde 
cada instancia de gobierno frente al ISDEMU. Además, no todas las 
instancias ejecutoras responsables del Plan de Acción 2004-2009 
asumieron sus responsabilidades, lo cual fue un factor debilitante 
de la viabilidad política del mismo. En tal sentido, puede decirse 
que la PNM 1997 fue demasiado ambiciosa respecto de las posibi-
lidades institucionales y políticas de las instancias ejecutoras, como 
ya se indicó arriba.

Es por ello que el reto del proceso de actualización de la PNM 1997 
fue construir una PNM que lograra equilibrar la representatividad y 
pertinencia de sus apuestas, la coherencia con el marco legal y los 
compromisos internacionales, y la viabilidad política y técnica de 
intervención con posibilidades de impactos en los nudos críticos de 
la desigualdad de género, pero al mismo tiempo una PNM que fue-
ra susceptible de ser sujeta a seguimiento, ejecución y evaluación.
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III. AVANCES Y RETROCESOS EN MATERIA DE IGUALDAD 
DE GÉNERO Y ADELANTO DE LAS MUJERES EN EL SALVADOR 

En este apartado se presenta información estadística ordenada en 
6 sub-apartados. La exposición parte de una descripción de la di-
námica demográfica del país y sus implicaciones en materia de las 
políticas públicas, para luego dar lugar a la presentación de los 
datos estadísticos correspondientes a 5 de los 6 ejes temáticos de la 
PNM (en orden de exposición) (Ver apartado VI).

3.1	  DINÁMICA DEMOGRÁFICA Y SUS IMPLICACIONES PARA 
LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 3

Según la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples (EHPM) de 
2008, la población total de El Salvador era de 6, 122,413 habitan-
tes. Distribuidos en los 21,040.79 Km2 con los que cuenta el terri-
torio nacional, este tamaño de población se tradujo en un aumento 
de la densidad poblacional que pasó de 104 habitantes por kilóme-
tro cuadrado en 1950, a 294 habitantes por kilómetro cuadrado en 
2010. 

La dinámica demográfica de nacimientos, defunciones y emigra-
ción en El Salvador –en tanto que los tres factores principales del 
crecimiento poblacional--, refleja, entre los cambios generales, una 
reducción de las tasas de fecundidad y un incremento de los flujos 
migratorios.

La caída de la fecundidad explica el hecho que El Salvador vive una 
transición demográfica con características semejantes al conjunto 
de América Latina. La tasa global de fecundidad fue de 6 hijas e hi-
jos por mujer en edad fértil a principios de los años 50s; mientras en 
la actualidad esta cifra es de 2.2 hijas e hijos por mujer (ISDEMU, 
2009) (Ver Gráfica 1). Se estima que en los próximos años, la fe-
cundidad será casi la del nivel de reemplazo. Es decir, 2.1 hijas e 
hijos por mujer.

3	 Salvo indicación contraria, los datos estadísticos para la preparación de este sub-apartado han sido 
tomados de la serie de EHPM de 1999 a 2008 (DIGESTYC, s.f.).
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Gráfica 1: Tasa global de fecundidad, 1960 – 2020
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Fuente: Elaboración propia a partir de la proyecciones de la Dirección General de 

Estadística y Censos (DIGESTYC) que aparecen en ISDEMU, 2009.

El aumento de los flujos migratorios se da sobre todo en cuanto a 
la migración internacional. Sin embargo, al analizar las tendencias 
de la migración interna, las mujeres presentan un comportamiento 
diferenciado: ellas han emigrado más hacia las ciudades. En 1996 
el 55.7% de las mujeres habitaban en las ciudades, cifra que au-
mentó al 65.8% en 2008 (mientras que en los hombres, esas cifras 
eran del 53.6% y 63.8% para los mismos años) (PNUD, 2011). Esto 
significa que la mayoría de la población urbana está constituida 
por mujeres. Para 2008, las mujeres eran el 53.5%º de la población 
urbana, y en el área rural representaban el 51.3% de la población 
(PNUD, 2011).

Como resultado de la reducción de las tasas de fecundidad y el in-
cremento de los flujos migratorios se registra: a) una reducción de la 
tasa de crecimiento que hace que cada vez sea menor crecimiento 
de la población; b) un cambio en la distribución territorial de la po-
blación según área de residencia; y c) un cambio en la composición 
de la población por sexo y edad. 
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En cuanto al cambio en el área de residencia de la población sal-
vadoreña, El Salvador se suma a las tendencias de la región hacia 
la urbanización. De manera que ya no puede ser catalogado como 
un país con población eminentemente rural. “En 1970 la pobla-
ción urbana representaba cerca del 40% de la población total, las 
estimaciones para 2010 indican que sucede lo contrario: más del 
60% vive en las ciudades y cerca del 40% restante lo hace en zonas 
rurales” (PNUD, 2011: 45).

En cuanto al cambio en la composición por sexo se tiene que la 
proporción de mujeres pasó del 50.0% en 1950, a 52.9%º en 2010 
(UNPFA, 2010). En 2008, las mujeres constituían el 52.6% de la 
población total del país y los hombres el 47.4%. A partir de estos 
datos se obtuvo un índice de masculinidad de 0.90, lo que signifi-
ca que existen en el país 90 hombres por cada 100 mujeres. En la 
zona urbana este índice era de 0.87; en la rural, 0.95; y en el Área 
Metropolitana de San Salvador (AMSS), 0.89.

En cuanto al cambio en la composición por edad se tiene que la 
edad media para 2001 fue de 24 años, pero en 2050 será de 37 
años, lo que representa un bono demográfico que se deriva de la 
oportunidad de contar con más población en edad “productiva” 
(PNUD, 2011).

De manera que El Salvador aún tiene una población mayoritaria-
mente joven. La EHPM de 2008 reporta que el 59.8% de la pobla-
ción es menor de 30 años y la población de 60 años y más, repre-
senta el 10.1%. Al igual que el resto de la población, las mujeres 
salvadoreñas son jóvenes, el 60% de las mujeres son menores de 30 
años, de la cuales el 44% es menor de 16 años. 

Por una parte, la juventud de la población actual facilita la renova-
ción generacional en los ámbitos productivos y de la sociedad en 
general. Sin embargo este “bono demográfico” también plantea un 
reto en materia de atención a la juventud y de apertura de oportu-
nidades, sobre todo para las mujeres jóvenes, quienes son ahora el 
mayor grupo poblacional.

Por otra parte, es importante tomar en cuenta que se registra una 
progresiva tendencia al envejecimiento, la cual producirá efectos 
en materia de la salud y la seguridad social; ya que se reducirán las 
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necesidades de atención en los menores de edad y se incrementarán 
las que se refieren a las edades avanzadas (PNUD, 2011: 40, 43).

Desde la perspectiva de la reproducción, el creciente envejeci-
miento de la población se traduce en un riesgo de aumento de la 
carga de trabajo global de las mujeres, si éste no va acompañado 
de medidas para la atención de las personas adultas mayores. La 
mayoría de la población mayor de 65 años serán mujeres. ¿Quién 
cuidará a quién?, parece ser la pregunta obligada. Por lo que se 
vuelve necesaria la creación de un sistema de protección universal 
de calidad para la creciente población adulta mayor.

3.2 ECONOMÍA, TRABAJO Y ACTIVOS

La actividad económica fuera del hogar ha sido históricamente 
asignada a los hombres; mientras que el trabajo dentro del hogar 
se asignó y se entendió como una responsabilidad exclusiva de las 
mujeres. Sin embargo, desde comienzos del siglo XX, esa división 
estereotipada y rígida del trabajo basada en el sexo fue contrastan-
do con la realidad. Sobre todo después de la Segunda Guerra Mun-
dial, cuando las mujeres irrumpieron masivamente en el mercado 
de trabajo extra doméstico. 

Actualmente, aumenta la comprensión que se tiene sobre lo que 
significa la dicotomía “producción”/ “reproducción” y cómo ésta 
es se determina mutuamente. Por lo que se comienza a plantear la 
necesidad de admitir la idea de “trabajo global” como la suma del 
trabajo necesario para la producción y la reproducción de la eco-
nomía y la sociedad (UNIFEM/ PNUD, 2009: 23-30) (Ver Gráfica 2).
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Grafica 2: Uso del tiempo de mujeres y hombres en distintos ti-
pos de trabajo, 2005

Fuente: PNUD, 2011: 59.

Con base en la Sección sobre “Uso del tiempo” de la EHPM de 
2005, se estimó que el Trabajo Doméstico No Remunerado (TDNR) 
representa un 32% del Producto Interno Bruto (PIB) total, si se va-
loran las tareas domésticas a precios de mercado. Esto significa que 
la participación del TDNR es 11 puntos porcentuales superior al de 
la industria manufacturera; 12 puntos superior al sector comercio, 
restaurantes y hoteles; y 22 puntos porcentuales más que el sector 
agropecuario. 

Pese a esta mayor carga de trabajo global por el peso que tiene el 
TDNR, las mujeres han tenido una creciente participación laboral. 
Según lo reportan las EHPM, las mujeres pasaron de una represen-
tación del 38.0% de la Población Económicamente Activa (PEA) en 
1995; al 41.3% en 2008. Esta tendencia creciente se ha mantenido 
aún cuando el rango de edad para trabajar haya sido modificado de 
“10 años o más” a “16 años o más”. 

Sin embargo, los niveles de desempleo y subempleo de mujeres si-
guen siendo comparativamente mayores que en los hombres, aun-
que la tendencia se ha acortado por la precariedad del empleo en 
general. En 1996, la tasa de sub-empleo era 35.9 para los hombres 
y 53.1 para las mujeres; pero en 2008 llegó al 44.7 y al 49.1, res-
pectivamente. 
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Con relación a la participación de las mujeres por rama de activi-
dad económica, se tiene que éstas presentan diferencias respecto 
de los hombres. Así, las mujeres se ocupan más dentro del sector 
terciario y del sector no estructurado de la economía; en contraste 
con los hombres que se ocupan más dentro del sector formal de la 
industria y la agricultura.

La distribución de grupos ocupacionales en la PEA de mujeres y 
hombres guarda relación con las diferencias educativas existentes 
entre ambos sexos. De modo que en los segmentos laborales con 
mayores niveles educativos, la proporción de PEA femenina es 
mayor que la proporción de PEA masculina; mientras que en los 
segmentos laborales menos cualificados, no parece existir diferen-
cias. En otras palabras, en los sectores laborales más cualificados, 
las mujeres superan ya en cantidad de años de estudio a sus co-
legas hombres.

Sin embargo, no siempre el mayor nivel de estudio se traduce en 
mejores condiciones laborales para las mujeres. Por ejemplo, el Ín-
dice de Remuneración Media de Género (IRMG) con corrección 
educacional, presenta una tendencia a la baja en la medida en que 
se incrementan los años de estudio. Esto significa que las muje-
res que tienen mayor educación perciben salarios que representan 
cerca de 2 tercios (69.82%) del percibido por los hombres con el 
mismo nivel educativo. 

Esta participación desigual de mujeres y hombres en el sector pro-
ductivo de la economía, ha estado determinada en buena medida 
por condicionantes de género, concretamente por la división sexual 
del trabajo que ha definido roles y funciones socialmente aceptados 
como propios de hombres y mujeres. Esto repercute en diferencias 
en la igualdad de trato para el acceso a las oportunidades y los 
espacios de trabajo. Esta condición de género se ve reflejada en 
alguna medida al analizar los ingresos y salarios de las mujeres (Ver 
Gráfica 3).
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Gráfica 3: Proporción de la remuneración media de mujeres  
respecto a la media de hombres, 1996-2008 
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Fuente: PNUD, 2011: 67.

Las desigualdades entre mujeres y hombres en términos de ingreso 
y salario constituyen indicadores de la discriminación fundada en 
el sexo. Tanto a nivel de salarios como de ingresos, las mujeres 
perciben todavía un porcentaje inferior al 100%. Es decir que al 
comparar los salarios e ingresos promedios totales entre mujeres y 
hombres, las mujeres reciben menor remuneración por el mismo 
tipo de trabajo. 

Por otra parte, las desigualdades de género también se expresan en 
el acceso y control de activos por parte de las mujeres. Así, la pro-
piedad de la vivienda por parte de las mujeres pasó de del 37.7% 
(frente al 62.3% de los hombres) en 2000; a 40.6% (y 59.4%) en 
2008 (PNUD, 2011). Esta brecha era aún más acentuada en la zona 
rural, ya que, para 2008, la propiedad de la vivienda por parte de 
las mujeres representaba el 37.3% (y el 62.7% para los hombres). 

Otro de los activos que presenta brechas de género profundas, so-
bre todo en el área rural, es la propiedad de la tierra. Las mujeres 
eran sólo el 11.9% de las personas propietarias de tierras con vo-
cación agrícola en 2004, sin atención a la calidad de las mismas; y 
pasaron a representar un 18.3% en 2008 (PNUD, 2011). 
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Respecto de los servicios financieros, a pesar de que las mujeres 
son el 53.3% de titulares de las cuentas de ahorro, el monto de 
ahorro el promedio de las cuentas de las mujeres es de $1,767.38; 
en tanto que para los hombres es de $ 2,175.05 (PNUD, 2011). 

3.3 VIOLENCIAS CONTRA LAS MUJERES 4

Si bien el número de homicidios es mayor entre los hombres jóve-
nes, las mujeres sufren variados y cada vez más sofisticados tipos de 
violencia entre los que es posible mencionar: la inseguridad en la 
calles, la violencia de género en las relaciones familiares, el acoso 
sexual en la escuela y en el trabajo, la violencia sexual, la trata, la 
muerte violenta de mujeres y el feminicidio. De tal manera que las 
mujeres se ven expuestas tanto a la violencia social como a la vio-
lencia en razón de género.

La violencia de género contra las mujeres en las relaciones familia-
res puede tener diferentes manifestaciones: violencia física, psico-
lógica, sexual, o patrimonial. El registro realizado por distintas ins-
tituciones --según cifras promedio en los últimos 5 años--, muestra 
que las mujeres son las víctimas en una proporción que supera el 
90% de los casos. 

Como aún no existe Sistema Unificado de Registro, resulta difícil 
conocer su verdadera dimensión. Esto implica que para identificar 
con algún rigor las tendencias que la información estadística mues-
tra, es necesario elegir una determinada fuente, que regularmente 
es el ISDEMU (137-138).

Es importante señalar que la disminución de procesos iniciados por 
causa de la Violencia Intrafamiliar (VIF), tipificada como delito, en 
los Juzgados de Familia, contrasta con el incremento de casos re-
gistrados por el ISDEMU. Los procesos pasaron de 4,890 casos re-
gistrados en 2003 a 1,240 casos en 2007. Al interior de la Corte Su-
prema de Justicia (CSJ) se señalan como causas de ésta diferencia: 
el debilitamiento de una cultura de denuncia, la falta de manejo y 
capacitación en los Juzgados de Paz y la sobrecarga de trabajo en 
los Juzgados de Familia (138).

4	 Salvo indicación contraria, la información y las citas para la preparación de este sub-apartado 
han sido tomadas de PNUD, 2011. Entre paréntesis se indica el número de página o páginas 
consultadas. 
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Según cifras del ISDEMU, se ha producido un aumento sostenido 
de casos de VIF entre niñas y adolescentes, las cuales representan 
un poco más de la mitad de los casos. Así, de un total de 3,804 
casos en 2002, se pasó a 6,235 casos en 2008. La proporción de 
mujeres ha oscilado entre un 91.6% en 2002 a un 97.4% en 2008. 
Del total de casos de menores violentados, un 55% eran del sexo 
femenino y el restante, del sexo masculino (45%). 

La mujer víctima de VIF es predominantemente ama de casa, em-
pleada y comerciante (ISDEMU, 2011: 23). Al analizar el tipo de 
violencia denunciado ante la Procuraduría General de la República 
(PGR), predominan los casos de violencia psicológica, patrimonial 
y física, en orden de importancia (ISDEMU, 2011: 24).

Con relación a los agresores en este tipo de violencia, la mayoría 
son hombres. Según el Observatorio de la Violencia de Género 
contra la Mujer de la Organización de Mujeres Salvadoreñas por 
la Paz (ORMUSA), entre enero y septiembre 2009, el 87% de las 
personas agresoras eran hombres; mientras que el 13% eran mu-
jeres (138). 

En cuanto al acoso sexual en el ámbito educativo, la Junta de la Ca-
rrera Docente que pertenece al Ministerio de Educación (MINED), 
reporta 24 casos de acoso sexual de enero a octubre de 2010 (IS-
DEMU, 2011: 29). 

En el caso del acoso sexual laboral, un sondeo realizado por la 
PDDH en 2008, estableció que el 42% de las mujeres encuestadas 
conocía de casos de acoso sexual en las instituciones gubernamen-
tales en las que trabajaban. Dentro de las instituciones guberna-
mentales de mayor incidencia se encontraban: la Policía Nacional 
Civil (PNC) (68%), el Instituto Salvadoreño del Seguro Social (ISSS) 
(54%), el MINSAL (53%), y el MINED (52%). 

Por su parte, la Fiscalía General de la República (FGR) registró para 
ese mismo año, 663 casos de acoso sexual sufrido por mujeres (en 
contraste con 73 casos de hombres); mientras de enero a octubre de 
2009 registró 503 casos de mujeres acosadas y 69 hombres.

Otro tipo de violencia ejercido contra las mujeres es la violencia 
sexual, el cual incluye los casos de estupro, violación, “otras agre-
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siones sexuales” y “violencia sexual sin evidencia”. En tal sentido, 
en 2008, el Instituto de Medicina Legal (IML), registró 378 casos 
de estupro, 2131 casos de violación, 895 casos tipificados como 
“otras agresiones sexuales”, y 716 casos “sin evidencia”; todos 
sufridos por mujeres. Con relación a agresiones a hombres, se re-
portaron 133 casos de “otras agresiones”, 191 casos de violación, 
y 145 casos “sin evidencia”. Sin embargo, del total de 3,634 casos 
de violencia sexual reportados por el IML en 2009, el 90.18% 
fueron cometidos contra mujeres de diversas edades (3,277 casos) 
(ISDEMU, 2011: 31).

En El Salvador, resulta preocupante que se registren casos de vio-
lación de mujeres a toda edad, desde 1 hasta 60 años o más (IS-
DEMU, 2011: 33). Sin embargo, se registra un pico entre las niñas 
de 10 a 14 años, seguido de los casos entre 15 y 19 años y entre 20 
y 24 años en tendencia decreciente.

En el caso de “otras agresiones sexuales”, la mayor parte de los 
casos se concentra en niñas de 1 a 19 años. El pico se presenta en-
tre las niñas de 5 a 9 años y de 10 a 14 años, seguido de los casos 
entre 15 y 19 años y entre 20 y 24 años en tendencia decreciente 
(ISDEMU, 2011: 36). 

De hecho, según las denuncias registradas, las violaciones ocurren 
en mayor proporción entre mujeres menores de edad, con mayor 
incidencia entre las niñas. Entre 2004 y 2009, el ISDEMU registró 
que el 90.7% de los casos de violación ocurrió en las edades de 0 
a 17 años. Las víctimas de “otras agresiones sexuales” también son 
en su mayoría menores: el 71.28% entre los 5 y 14 años.

Según sexo, en el rango de edad de los 0 a 13 años, las muje-
res representaron el 74.9%o de los casos de violación (y el 25.1% 
hombres). En el siguiente rango de edad -entre los 14 y 17 años-, 
la proporción de violaciones también resulta mayor para las mu-
jeres, quienes representaron el 97% de los casos reportados. “La 
estructura de esta información estadística se confirma en términos 
generales, con la que registran tanto el IML como la FGR” (140).

Entre 2004 y 2009, el ISDEMU registró un total de 5,169 denuncias 
de agresiones sexuales; de las cuales el 89% fueron mujeres (y el 
11% hombres, en su mayoría niños menores de edad). El número 
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de casos registrados ha tenido una tendencia creciente desde 2004, 
con un total de 494 (mujeres y hombres), hasta alcanzar en 2009 
un total de 1,166 casos. 

Según grupos ocupacionales, los datos de 2008 sobre violaciones 
de mujeres muestran que las principales víctimas de este tipo de 
violencia son mujeres jóvenes estudiantes y mujeres dedicadas a 
oficios domésticos, con 959 y 726 casos respectivamente. Este he-
cho contrasta con la creencia de que se viola a las mujeres “públi-
cas” o “de la calle” (ISDEMU, 2009: 14). 

Las principales víctimas de “otras agresiones sexuales” son mujeres 
jóvenes estudiantes, mujeres sin “ninguna ocupación” –es decir, mu-
jeres jóvenes sin opciones de desarrollo profesional que correspon-
den a la clasificación de “no estudian, no trabajan ni buscan traba-
jo”--, y mujeres dedicadas a oficios domésticos (ISDEMU, 2011: 37).

La violencia sexual puede ocurrir en una diversidad de escenarios, 
tanto públicos como privados. Sin embargo, aquí interesa destacar 
el hecho de que la mayoría de los casos de violación de mujeres y 
de “otras agresiones sexuales” ocurren en un espacio tradicional-
mente considerado “seguro” como la propia vivienda o una vivien-
da conocida. 

“Esta coincidencia también tiene lugar en cuanto al lugar de ocu-
rrencia de la agresión sexual, donde la mayor cantidad de abusos 
sexuales se cometen en el hogar de las niñas y adolescentes, donde 
se supone tendrían que estar siendo protegidas. Del total de denun-
cias de 2008 y 2009, aproximadamente la mitad reportaron la casa 
de conocidos de las víctimas (familiares, vecinos, conocidos, etc.), 
y casi un cuarto reportaron la casa de la víctima”.

La violencia sexual puede ocurrir entre miembros de una misma 
familia y personas de confianza; así como entre conocidos y extra-
ños. En 2008, los casos de violación de mujeres fueron cometidos 
principalmente por hombres parientes (padre, hermano, tío, abuelo 
o esposo), por personas conocidas (compañero de trabajo, com-
pañero de estudio o jefe), y por personas desconocidas (ISDEMU, 
2011: 35). Sin embargo, en 2009 se registró un aumento de los ca-
sos cometidos por personas desconocidas y una ligera disminución 
de los cometidos por personas conocidas. 
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Tanto en 2008 como en 2009, los casos de violación de mujeres 
fueron cometidos principalmente por hombres parientes (padre, 
hermano, tío, abuelo o esposo), por personas conocidas (compa-
ñero de trabajo, compañero de estudio o jefe), y por personas des-
conocidas (ISDEMU, 2011: 38). Sin embargo, en 2009 se registró 
una disminución de los casos cometidos por hombres parientes, un 
importante aumento de los cometidos por personas conocidas, y un 
ligero aumento de los cometidos por personas desconocidas.

La violencia de género contra las mujeres encuentra también otras 
expresiones, como la trata y dentro de ésta, la explotación sexual, 
con frecuencia estrechamente relacionadas. Se estima que en El 
Salvador, la trata de personas es un problema grave. Por ejemplo, 
de 381 casos reportados por la PNC, desde 2004 hasta octubre de 
2010, 341 casos correspondieron a mujeres y 40 a hombres (IS-
DEMU, 2011: 27). Por lo que el riesgo de ser víctima del delito 
de trata es mayor para la población femenina --que representa el 
89.5% de los casos--, que para la población masculina (10.5%).

Sin embargo, la falta de estadísticas unificadas no permite revelar 
con claridad la trata externa que involucra la movilidad de un país 
a otro, ni la interna (141). De los datos disponibles se establece que 
la trata de personas tiene rostro de mujer, de joven entre los 14 y los 
17 años y de nacionalidad nicaragüense, hondureña y guatemalte-
ca, además de la salvadoreña (ISDEMU, 2009: 7).

Como ya se dijo antes, si bien la tasa de homicidios es mayor entre 
los hombres jóvenes (134), en los últimos años, el crecimiento de 
homicidios o muertes violentas de mujeres ha tenido una lógica 
exponencial (Ver Gráfica 4). De hecho, más allá de los datos ab-
solutos, al calcular la tasa de crecimiento simple de muertes, se 
tiene un incremento en las muertes de mujeres y un decremento de 
muertes de hombres. 
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Gráfica 4: Incremento porcentual de las tasas de homicidio por 
cada 100,000 habitantes (año base=1999), 1999-2009
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Fuente: PNUD, 2011:133.

En el período de enero a octubre 2008 – 2010, la diferencia de la 
tasa incremental simple para las mujeres --tomando como base el 
año 2008 para cada uno de los sexos--, fue del 83.79% en 2009, 
elevándose a un 88.54% en 2010 (Ver Tabla 1). En cambio, la tasa 
incremental simple para los hombres fue del 35.77% en 2009 y del 
27.84% 2010. 

Tabla 1: Tasa de Crecimiento Simple de Muertes Violentas según 
Sexo, registradas por la PNC, 2008-2010

Sexo
Año 
2008

Año 
2009

Año 
2010

Diferencia 
de número 
absolutos 
del 2009 
respecto 
del 2008

Tasa 
Incremental 

simple

Diferencia 
de número 
absolutos 
del 2010 
respecto 
del 2008

Tasa 
Incremental 

simple

Hombre 2,259 3,067 2,888 808 35.77% 629 27.84%

Mujer 253 465 477 212 83.79% 224 88.54%

Fuente: ISDEMU, 2011: 40.

Según la edad de las víctimas, el mayor número de muertes violen-
tas de mujeres ocurridas de 2007 a octubre de 2010, se presenta 
entre los 10 y los 39 años (ISDEMU, 2011: 41). Se nota un pico 
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entre las niñas de 10 a 19 años, que crece aún más entre las mujeres 
jóvenes de 20 a 29 años, para luego decrecer entre las mujeres del 
rango de edad de 30 a 39 años.

Además, se sabe que los asesinatos o muertes violentas de mujeres 
se combinan con los otros tipos de violencia. De hecho, la realidad 
muestra que una parte importante de estas muertes violentas de mu-
jeres constituyen feminicidios en tanto que ocurren por razones de 
género, como se demuestra al analizar los lugares de las agresiones 
y las personas responsables (ISDEMU, 2009: 22).

Cuando se estudia el lugar donde suceden los homicidios, se nota 
un crecimiento de la proporción de mujeres en algunas áreas especí-
ficas, como las de entretenimiento y restaurante donde generalmen-
te laboran mujeres (26.1% de los casos), la propia casa (23%), fincas 
y haciendas (19.6%), y terrenos baldíos o quebradas (20%) (135). 

No resulta entonces casual que, para 2006, El Salvador ocupaba 
el ranking No 1 a nivel mundial en cuanto a feminicidios, con una 
tasa de 129.43 feminicidios por millón, distante de Guatemala que 
tenía el segundo lugar con 92.74 feminicidios por millón.

3.4 EDUCACIÓN

La educación ha sido considerada como una de las precondicio-
nes más importantes para poder superar la pobreza, así como para 
enfrentar situaciones de discriminación y exclusión. De hecho, la 
educación tiene formalmente un carácter universal desde que apa-
rece en los textos de las Constituciones de los países y en los ins-
trumentos internacionales; y forma parte importante de la acción 
pública.

En El Salvador --según el último Censo de Población y Vivienda--, 
las condiciones de educación registraron un mejoramiento en tér-
minos generales, el cual se hizo especialmente notorio a partir de 
los años 60s (ISDEMU, 2009). Así, para los años 50s, el total de 
mujeres “sin instrucción” alcanzaba el 63.0% de las mujeres (y el 
60% de los hombres). Siguiendo la misma tendencia, en 1971 las 
mujeres sin instrucción eran el 49.9% (cuando los hombres eran el 
46.7%), y en 2007, el 23% de las mujeres se encontraban en esa 
situación (frente al 20.3% de los hombres) (PNUD, 2011: 95). 
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Sin embargo, a pesar del acceso aparentemente igualitario a la edu-
cación, las mujeres continúan teniendo un menor nivel de acceso 
a la educación, a juzgar por los menores niveles de asistencia a la 
escuela. Con lo que, de 2006 a 2008, la brecha de género en la 
asistencia escolar se ha mantenido en alrededor de 5 puntos por-
centuales menos entre las mujeres que entre los hombres. 

Cuando se analizan las causas diferenciadas de la inasistencia 
escolar por sexo, se confirma que en el caso de las mujeres está 
vinculada a motivos en los que los hombres tienen una mínima 
representación. Estos motivos de inasistencia para las mujeres 
son, principalmente, los quehaceres domésticos (13.36% mujeres, 
y 0.16% hombres) y las responsabilidades familiares registradas 
como ‘causas del hogar’ (13.61% mujeres, y 1.31% hombres) (DI-
GESTYC, 2009).

Con el mejoramiento de las condiciones de educación, la tasa de 
analfabetismo entre la población mayor de 15 años ha tendido a 
la disminución, al pasar de 60.6% en 1950, a 42.9% en 1971 y el 
14.1% en 2008 (PNUD, 2011: 88).

Sin embargo, persisten los mayores índices de analfabetismo entre 
las mujeres y en la población rural del país. De hecho, compara-
tivamente, las mujeres continúan teniendo las tasas más altas de 
analfabetismo, como expresión de una tendencia que se ha mante-
nido en los últimos años (Ver Gráfica 5). En 1992, las mujeres eran 
el 58.9% de la población analfabeta, y para 2007 representaban el 
61.7% (PNUD, 2011: 89). 
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Gráfica 5: Analfabetismo nacional desagregado por sexo,  
2006-2008
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Fuente: Elaboración propia a partir de la serie de EHPM 2006 – 2008.

3.5 SALUD5

Si bien actualmente, con 74 años, las mujeres presentan mayor pro-
medio de vida respecto de los hombres (68 años), esto no siempre 
se traduce en mejor calidad de vida para las mujeres. 

Así, en 2010, las principales causas de enfermedad entre mujeres 
de 10 a 59 años seguían relacionadas con la salud reproductiva, 
ya que de las primeras 10 causas de morbilidad, 5 se referían a 
problemas en parto y puerperio (Ver Tabla 2). En su orden, estas 
causas fueron: “parto único y espontáneo”, “Otras complicaciones 
del embarazo y parto”, y “Otra atención materna relacionada con 
el feto la cavidad amniótica y otras posibles complicaciones del 
parto”. También aparecían traumatismos y fracturas, posiblemente 
relacionados con situaciones de violencia. 

5	 Salvo indicación contraria, los datos estadísticos para la preparación de este sub-apartado han sido 
tomados de MINSAL, 2010.
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Tabla 2: Perfil Epidemiológico de mujeres de 10-59 años, 2010

Diez primeras causas de morbilidad Diez primeras causas de mortalidad

Parto único y espontáneo Diabetes Mellitus 

Otras complicaciones del embarazo y 
parto

Enfermedad por el virus de la 
inmunodeficiencia humana

Otra atención materna relacionada con 
el feto la cavidad amniótica y otras 
posibles complicaciones del parto

Resto de enfermedades del sistema 
genito-urinario

Otros embarazos terminados en aborto Septicemia

Colecistitis y colelitiasis
Efectos tóxicos de sustancias de 
procedencia principalmente no 
medicinal 

Complicaciones relacionadas al 
puerperio y otras afecciones obstrétricas 
no clasificadas en otra parte

Enfermedades del hígado

Enfermedades del apéndice Enfermedades cerebro vasculares

Diabetes Mellitus Traumatismos de la cabeza

Otros tramautismos de regiones 
específicas, regiones no especificadas y 
de múltiples regiones del cuerpo

Resto de enfermedades del sistema 
digestivo

Fractura de los huesos de los miembros
Traumatismos que afectan múltiples 
partes del cuerpo

Fuente: MINSAL, 2010.

Las principales causas de muertes hospitalarias entre mujeres de 10 
a 59 años en 2010 fueron las relacionadas con salud sexual, como 
el virus de la inmunodeficiencia humana (vih) y el “Resto de en-
fermedades del sistema genito-urinario”, y aquellas enfermedades 
relacionadas con la edad y el estilo de vida, tales como la diabetes 
mellitus, las enfermedades cardiovasculares, enfermedades del hí-
gado y del resto del sistema digestivo y la neumonía). Estas últimas 
causas dieron cuenta de entre 55% y 60% del total de muertes.

Las mujeres tienen un riesgo epidemiológico particular cuando se 
trata de la salud reproductiva, pues están expuestas a la mortali-
dad materna y a complicaciones del embarazo, parto y puerperio. 
Con relación a la mortalidad materna, la línea de base para 2005-
2006 señalaba que la razón de mortalidad materna era de 71.2 
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por 100,000 personas nacidas vivas; la cual descendió a 56.0 por 
100,000 personas nacidas vivas en 2009 6. 

Durante el período de 2006 a 2009, las principales causas de muerte 
materna fueron los trastornos hipertensivos y las hemorragias asocia-
das al embarazo y la sepsis; más de la mitad de éstas prevenibles. 

Con relación al riesgo de mortalidad materna según edad de las ma-
dres, persiste la mortalidad materna entre adolescentes de 10 a 19 
años, pese a los avances en los últimos años. Para 2007, el MINSAL 
registró 10 muertes de adolescentes; mientras que en 2008 habían 
sido 6. Estas muertes representaron el 27.8% y el 20.7% del total de 
muertes maternas registradas ese año, respectivamente. 

Es importante señalar que el embarazo en adolescentes implica ma-
yores riesgos, los cuales son aún mayores si a esta situación se aña-
de que la cobertura del sistema nacional de salud no es completa. 
Según reporta el MINSAL, en 2009 sólo el 87.9% de las embaraza-
das entre 10-19 años recibieron atención prenatal.

Asimismo, la alta incidencia del embarazo entre adolescentes de-
muestra que el sistema ha sido ineficaz en materia de prevención 
y educación sexual y reproductiva. En el país, la tasa de embarazo 
en adolescentes es de 89 por 1,000 embarazos, lo que sobrepasa la 
tasa promedio de Latinoamérica que es de 77 por 1,000 embarazos 
y coloca al país en el tercer lugar en la región Centroamericana. 

Si bien la tasa de embarazo entre adolescentes se redujo en las 
últimas dos décadas, la proporción de partos atendidos en adoles-
centes de 10 a 19 años sigue siendo alta, incluso con una leve 
tendencia al incremento. Así, en 2002 los partos de adolescentes 
representaron el 29% y en 2008 alcanzó el 31% 7. 

En este análisis de la situación de la salud reproductiva de las mu-
jeres no puede obviarse el tema del aborto, pese a que presenta 
dificultades relativas al registro de la cantidad de casos. Esto debi-
do, entre otras razones, al hecho que, desde abril de 1998, se refor-

6	  Sin embargo, esta razón de mortalidad materna sigue siendo alta si se compara con otros países de 
la región, como por ejemplo, Costa Rica, que presentaba para ese mismo año una razón del 33.1 
por 100,000.

7	 En cambio, las mujeres entre los 20-34 años constituyen con el 61.35% de los partos y la mayores 
de 35 años con el 7.62%.
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mó el Código Penal, eliminando las causales excepcionales para el 
aborto, penando incluso el aborto terapéutico cuando la vida de la 
madre corre peligro, el aborto ético cuando es resultado de una vio-
lación, y el aborto eugenésico cuando el feto tiene malformaciones. 

De modo que la información disponible sobre aborto se refiere úni-
camente a los egresos hospitalarios registrados por el MINSAL, los 
cuales pueden ser sólo un segmento reducido del número real de 
abortos que se presentan en el país. Según estos datos, en el período 
comprendido entre 2002 y 2009, la cantidad de abortos anuales se 
sitúa en torno a 7,000 casos. A partir de 2005, que es cuando inició 
el registro de los abortos por intervalo de edad, los casos de ado-
lescentes de 10 a 19 años presentan una tendencia al incremento, 
llegando casi a los 2,000 abortos en 2009.

Con relación al avance de los servicios públicos en el campo del 
control reproductivo, éste todavía es lento. En 2002, el MINSAL su-
ministró el 55.9% de los métodos anticonceptivos, llegando a una 
cobertura del 56.6% en 2008. Con relación al uso de anticoncep-
ción, el 67.5% de las mujeres entre 15 y 44 años utilizaban algún 
método anticonceptivo en 2002, llegando al 73.4% en 2008. En el 
área rural, en donde el uso de los anticonceptivos ha sido menor, 
ha habido un avance, ya que de 60.1% pasó al 66.7% para el mis-
mo período (en área urbana también hubo incremento del 73.4% al 
77.5% en los años señalados (PNUD, 2011: 163).

En materia de salud sexual, preocupa la incidencia de cáncer y 
vih entre las mujeres. De hecho el cáncer en el aparato reproduc-
tivo presenta una alta incidencia entre las mujeres salvadoreñas. 
En la actualidad, la prevalencia del cáncer de cérvix es de 23.5 
por 100,000 mujeres y la de la de cáncer de mama es de 10.6 por 
100,000 mujeres. Datos que han permanecido sin variación en los 
últimos 20 años.

Según informa el MINSAL, la primera causa de muerte por cáncer 
en las mujeres es el cáncer de cuello uterino; el cual puede ser 
prevenible si existiera entre las mujeres la práctica de y el pronto 
acceso a la toma de citología. Respecto a la detección de cáncer de 
cérvix en mujeres entre 15 y 49 años con experiencia sexual, hay 
que decir que en la última década se dió un incremento del uso 
de citologías cérvico-vaginales. Así, en 2002 la cobertura fue del 
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67.6% de las mujeres en edad reproductiva; llegando al 87.2% en 
2008. Sin embargo, en las mujeres entre los 25 y 35 años, la toma 
de citología aún resulta insuficiente, pues sólo un 53% de las muje-
res en este grupo etario se la realizaron (PNUD, 2011: 164). 

Con relación al cáncer de mama, a nivel mundial ésta es la primera 
causa de muerte por cáncer en las mujeres; mientras que en El Sal-
vador era la cuarta causa de muerte en las mujeres en 2009.

En cuanto a la feminización de la pandemia del vih y el síndrome 
de inmunodeficiencia adquirida (sida), la pandemia que empezó 
en 1984 con una relación de 16 hombres por 1 mujer; mientras 
que en la actualidad está prácticamente equiparada entre los sexos, 
sobre todo entre la población joven. No es casual que en 2009, la 
primera causa de muerte hospitalaria de mujeres entre 10 y 59 años 
fuera el vih.

En El Salvador el vih-sida presenta alzas en los grupos de edad 
sexualmente activos, con predominio en el sexo masculino, pero 
hay una tendencia a la reducción de la ‘razón de masculinidad’. Se 
registraron l14, 890 casos de hombres que constituyen el 63.0% y 
8,841 casos de mujeres que representan el 37.0%. Es innegable la 
feminización de la epidemia que ya casi llega al 40% de los casos 
registrados desde 1984 al 2009.  

Para 2005, el índice de positividad en mujeres embarazadas se re-
dujo de 0.22% a 0.14% (equivalente a 1.4 mujeres vih positivas 
embarazadas por cada 1,000 mujeres embarazadas); mientras que 
para 2006 fue de 0.17%, como resultado de un mejor sistema de 
vigilancia y/o mayor disponibilidad de la prueba de vih gratuita en 
todo el país.

Sin embargo, la transmisión vertical de la madre al producto del 
embarazo no se encuentra entre las principales causas de transmi-
sión (6.2%). De acuerdo a datos del MINSAL, la transmisión sexual 
(homo, hetero y bisexual) es la principal forma de exposición, al-
canzando un 86.3% del total de las formas de transmisión. Resulta 
más preocupante aún que, entre 1984 y 2008, el MINSAL reportara 
que la mayor incidencia de vih-sida se presentó en personas hete-
rosexuales (91.5%). Esto porque las mujeres amas de casa, hetero-
sexuales y con una sola pareja, especialmente si son jóvenes, se en-
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cuentran en una situación particularmente vulnerable. Eso porque 
muchas veces no depende de las mujeres determinar la prevención, 
porque no siempre les es posible negociar el uso del preservativo 
con su compañero sexual.

3.6 PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y POLÍTICA8

Uno de los ámbitos en donde el avance de las mujeres ha sido me-
nor es la participación política en espacios donde se toman decisio-
nes en los diferentes órganos del Estado, instituciones de gobierno y 
partidos políticos, tanto a nivel nacional como municipal.

En primer lugar, esta situación de la participación política de las 
mujeres discrepa con el aumento de experiencias de asociatividad 
entre mujeres para la participación ciudadana, a nivel departamen-
tal y municipal. De hecho, aunque hay un vacío de representativi-
dad de mujeres en las organizaciones políticas y sociales, está sur-
giendo un importante número de organizaciones de mujeres, sobre 
todo en lo local. 

Un reciente estudio muestra que hay 526 organizaciones de muje-
res de distinta naturaleza en todos los departamentos, con algunas 
diferencias entre ellos (151). San Vicente presenta una tasa elevada 
de 137.1 por 100,000 mujeres mayores de 16 años; mientras San 
Salvador presenta una tasa baja del 9.4; y Chalatenango y Cuscat-
lán tienen tasas por encima de 80 por cien mil habitantes. 

En segundo lugar, esta situación de la participación política de las 
mujeres discrepa con la presencia creciente de las mujeres salva-
doreñas como técnicas y profesionales en actividades públicas, así 
como su participación en la historia política del país (Candelaria 
Navas, 2002). 

La limitada presencia de mujeres en política refleja además, un dé-
bil ejercicio de los derechos políticos del sufragio de las mujeres 
y del derecho a ser elegidas. Entre los referentes más usados de la 
participación política y la representación de las mujeres en cargos 
de elección popular está su presencia en el Órgano Legislativo. El 

8	 Salvo indicación contraria, la información y las citas para la preparación de este sub-apartado 
han sido tomadas de PNUD, 2011. Entre paréntesis se indica el número de página o páginas 
consultadas. 
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Salvador presentaba en el 2009 niveles inferiores a los de otros paí-
ses de la América Latina, con apenas el 21.4% de mujeres diputa-
das (144) 9. 

En cuanto al Poder Ejecutivo, la participación de las mujeres sigue 
siendo reducida, con incluso una disminución proporcional en el 
actual gabinete 2009-2014. La presencia de mujeres en el Ejecutivo 
no ha alcanzado más de la cuarta parte de los cargos de titulares 
de los Ministerios en los últimos 3 períodos presidenciales. En el 
período actual, de los 81 cargos del Gabinete de Gobierno e ins-
tituciones autónomas, sólo 14 son ocupados por mujeres, lo que 
constituye el 17.3%. 

Sin embargo, la tendencia es diferente según el peso de la relevan-
cia política o técnica. Así, la tendencia es más bien a la reducción 
en el nivel de los Ministerios, pero sucede lo contrario en el rango 
de los Vice-Ministerios. No obstante, también en este nivel la pro-
porción decreció con la formación del actual gobierno, pasando 
del 33% en el período 2204-2009, al 15% para el actual período.

Con relación al Poder Judicial, el crecimiento de la participación de 
las mujeres es más consistente. De hecho, la proporción de mujeres 
era ya del 35% del total de jueces y juezas en 1999; pasando al 
45% para 2007. En la CSJ la situación es distinta porque su com-
posición depende del debate político en la Asamblea Legislativa, 
quien nombra a las y los magistrados. Como resultado de ese “te-
cho de cristal”, la CSJ está formada por 15 Magistrados y Magistra-
das, de los cuales solamente 5 son mujeres (33%) (Ver Gráfica 6). 
A más rango, por tanto, menos mujeres como proporción del total.

9	 Como comparación, Cuba tiene un 43.2% de mujeres en el Legislativo; Argentina, un 40%; y Costa 
Rica, un 36.8%. 
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Gráfica 6: Distribución porcentual de magistraturas según sexo, 
2003--2010
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la CSJ.

A nivel local, la participación de las mujeres en el cargo de Alcal-
desas ha mostrado casi la misma tendencia, pese a que las mujeres 
han obtenido reconocimiento en el ambiente partidario, político, 
y gubernamental. De hecho en los últimos períodos electorales de 
2003 y 2006, se registró una ligera tendencia al crecimiento, pero 
con oscilaciones. De tal manera que en la actualidad el número 
de alcaldesas apenas sobrepasa el 10% (29 alcaldesas de un total  
de 262). 

Con relación a los Concejos Municipales, en los dos períodos com-
prendidos entre 2003 y 2009, la presencia de mujeres no alcanzó 
la cuarta parte de los asientos con mayoría, ni siquiera en los cargos 
de menor poder. En los dos períodos comprendidos entre 2003 y 
2006, la presencia de mujeres se situó arriba del 20%, para caer li-
geramente en el período 2006-2009 a 19.4% y volver a crecer hasta 
23.7% para el período 2009-2012 (149). 

Respecto a la participación de las mujeres en espacios de toma de 
decisión de organizaciones partidarias, sindicales y profesionales, 
ésta es reducida. Dentro de los partidos políticos las mujeres tienen 
mayor presencia en las direcciones con presencia parlamentaria, 
en donde representan un cuarto de los 68 cargos existentes (150).
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Por lo que esta limitada presencia de mujeres en política confirma 
la hipótesis de que el ámbito de la participación política no está 
correlacionado con el adelanto educativo, laboral o jurídico de las 
mujeres (144). Por lo que necesita, de manera insoslayable, de ac-
ciones positivas.
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IV. DEMANDAS NACIONALES Y COMPROMISOS 
INTERNACIONALES EN MATERIA DE IGUALDAD DE GÉNERO 

Y ADELANTO DE LAS MUJERES EN EL SALVADOR 

En este apartado aparece una síntesis de los resultados luego de 
una revisión de 8 plataformas de organizaciones de mujeres, de los 
compromisos internacionales y de las principales recomendaciones 
de los mecanismos internacionales de seguimiento. Esta síntesis ha 
sido agrupada en dos sub-apartados según correspondan al nivel 
nacional e internacional, para cada una de los 6 ejes temáticos de 
la PNM (en orden de exposición) (Ver apartado VI).

4.1	 DEMANDAS NACIONALES EN MATERIA DE ADELANTO DE 
LAS MUJERES

Las demandas estructuradas de las organizaciones de mujeres que 
fueron incorporadas como insumo para la definición de los alcan-
ces temáticos de esta PNM son coincidentes entre ellas en el plano 
estratégico, con diferencias observadas sólo en los enunciados de 
acciones puntuales o sectoriales. 

Como resultado del proceso de actualización de la PNM 1997, se 
determinó que la mayoría de demandas formuladas por las organi-
zaciones de mujeres eran susceptibles de ser traducidas en medidas 
de política pública a implementar desde el Ejecutivo. 

En primer lugar esto se debe a que --en general--, las demandas 
planteadas han girado alrededor de los problemas persistentes de la 
desigualdad de género que afectan la vida cotidiana de las mujeres, 
con especial énfasis en desarrollo productivo, salud, y seguridad; 
todos temas coincidentes con las apuestas estratégicas nacionales 
expresadas en el PQD 2010-2014, y con los ejes temáticos priori-
tarias del Gobierno.

En segundo lugar, las demandas formuladas por las organizaciones 
de mujeres también resultaron coincidentes con el diagnóstico de 
género de la situación de las mujeres realidad salvadoreñas que se 
presentó en el apartado anterior. 
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Las principales áreas de demanda se ubicaron en seis grandes ejes 
temáticos: 1) desarrollo productivo, 2) acceso a una vida libre de 
todo tipo de violencias, 3) educación, formación y expansión de ca-
pacidades, 4) salud preventiva y atención en salud sexual y reproduc-
tiva, 5) reconocimiento del trabajo reproductivo, y la participación 
política y ciudadana (en menor medida). A continuación se presenta 
una reseña de los principales planteamientos en los temas señalados.

Economía, trabajo y activos

Este tema concentra muchas de las demandas, las cuales están en-
caminadas a la generación de empleo, la igualdad de oportunida-
des en materia de ingresos, la inserción laboral, las condiciones no 
sexistas de trabajo, y el acceso a activos (como un valor agregado 
de la Plataforma de Mujeres Rurales; RMPC, 2010).

Con relación a la generación de empleo, las demandas se focalizan 
en las mujeres jóvenes, y hacen un llamado a la creación de fuentes 
de trabajo dignas; especialmente empleo para mujeres que se insertan 
por primera vez al mercado laboral. En lo relativo a las condiciones 
de empleo, proponen fortalecer la tutela y crear mecanismos especí-
ficos para el cumplimiento de los derechos laborales de las trabaja-
doras domésticas, de maquila, del sector informal, y de las mujeres 
con discapacidad; así como generalizar la seguridad social y el pago 
por licencia de maternidad. Las demandas también urgen a cerrar las 
brechas salariales y la regulación y protección del salario mínimo.

Las demandas específicas de las mujeres rurales enfatizan en el 
acceso a activos y la participación dentro de las medidas prefe-
renciales orientadas hacia el sector. Con relación a los activos, se 
plantea la necesidad de una banca con facilidades crediticias para 
las mujeres, la propiedad de la vivienda, y la tenencia de tierra. Por 
lo que algunas demandas específicas son: la creación de una Banca 
Estatal para el Fomento Productivo que incluya tecnología financie-
ra específicamente diseñada para las mujeres, el fortalecimiento un 
programa de tierras, y la promoción de emprendimientos solidarios.

Acceso a una vida libre de violencias

En esta área, las demandas van dirigidas a combatir todos los tipos 
de violencia hacia las mujeres, la búsqueda de su seguridad dentro 



55

Política Nacional de las Mujeres

de la casa y en su comunidad. Enfatizan la prevención y la erradi-
cación a través de la educación, tanto dentro de los centros educati-
vos, como a través de programas y campañas. Se hacen propuestas 
concretas para la creación de un modelo eficaz de atención y me-
canismos institucionales nacionales y locales para la prevención y 
atención de todo tipo de violencia contra las mujeres.

Educación y expansión de capacidades

Las demandas plantean la atención a las brechas de género no sólo 
en materia del acceso, sino en el tipo de educación, la cual deber 
ser no sexista, responder a la demanda laboral, y ser capaz de com-
batir la división sexista del trabajo y la exclusión. Algunas acciones 
concretas que se proponen son: becas para disminuir la deserción 
y garantizar la permanencia de las niñas en los centros educativos, 
ampliación de la cobertura de programas de alfabetización, elimi-
nación de brechas de acceso y accesibilidad para mujeres con dis-
capacidad, la formación de las mujeres en áreas no tradicionales, y 
la educación integral de la sexualidad.

Salud

Como tema general, se demanda mejoras en la atención a la salud 
en general para todos los grupos etarios de mujeres. El énfasis está 
en la salud sexual y reproductiva, dentro de la cual se ve con mayor 
interés el alto índice de embarazo entre adolescentes, la creación 
de un sistema de salud sexual y reproductiva, y una buena infraes-
tructura para la atención hospitalaria de primer y segundo nivel.

Trabajo reproductivo

En esta área aparece como un tema emergente la necesidad de re-
conocimiento y responsabilidad por el trabajo de cuidado. Aquí se 
presenta como demanda el compromiso de la sociedad en cuanto al 
trabajo reproductivo. Algunas medidas propuestas son: proporcio-
nar facilidades para que algunas de las actividades de cuido sean 
apoyadas por el Estado; facilitar el acceso de las mujeres discapaci-
tadas a las actividades y sitios recreativos; remunerar el trabajo del 
cuidado durante la vida denominada productiva y la adultez ma-
yor; proyectos orientados a aliviar la carga doméstica; y promover 
la universalidad del sistema de protección social, entre otras.
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Participación ciudadana 

En esta área, se reitera una vez más, la necesidad de una mayor or-
ganización de las mujeres para la participación ciudadana, con én-
fasis en el nivel municipal. Algunas organizaciones de mujeres tam-
bién llaman la atención sobre la importancia de establecer cuotas, 
aprovechando la reforma del Código Electoral, para aumentar la 
participación política de las mujeres en cargos de elección popular. 

4.2 DEMANDAS INTERNACIONALES 

En el ámbito internacional, se revisaron la CEDAW, la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, y la Convención sobre los Derechos de las perso-
nas con Discapacidad 10; junto con las recomendaciones del Co-
mité de Expertas; y el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (DESC). 

Todos estos instrumentos internacionales han planteado recomen-
daciones que hacen un llamado al fortalecimiento de los mecanis-
mos nacionales para la igualdad y el adelanto de las mujeres. 

Economía, trabajo y activos

En cuanto a empleo, las instancias de seguimiento de los compro-
misos internacionales expresan su preocupación por las desventajas 
de las mujeres en el mercado de trabajo, la segregación ocupacio-
nal, y la dificultad de las mujeres para acceder a puestos de toma de 
decisiones. Así también les preocupa la situación de los derechos 
laborales de las mujeres en las industrias maquiladoras; la situación 
de las trabajadoras domésticas; la situación de las mujeres migran-
tes en los sectores no estructurados y rurales; y el trabajo infantil, en 
particular las peores formas de trabajo infantil (PFTI) entre las niñas.

10	 La Convención sobre los Derechos de las personas con Discapacidad, aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en 2006, tiene como objetivo promover, proteger y asegurar el 
goce plen2o, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades para todas 
las personas con discapacidad. En su Art. 6 plantea que los Estados parte deben reconocer la 
discriminación que sufren las mujeres y niñas con discapacidad y adoptar medidas para que ellas 
puedan disfrutar de todos los derechos humanos de manera plena y en condiciones de igualdad. 

	 Este reciente instrumento internacional insta a los Estados a tomar medidas pertinentes para 
asegurar el pleno desarrollo, adelanto y potenciación de las mujeres con discapacidad, con el 
propósito de garantizar el ejercicio y goce de sus derechos humanos y libertades fundamentales.
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La CEDAW recomienda la inclusión de medidas especiales de ca-
rácter temporal y de fortalecimiento de los mecanismos de promo-
ción de la igualdad en el área laboral, para eliminar la segregación 
ocupacional y la disparidad en las remuneraciones entre mujeres y 
hombres. Así mismo recomienda la adopción de medidas legisla-
tivas, administrativas y de otro tipo para garantizar el acceso a la 
seguridad social y otras prestaciones laborales.

Al Comité de DESC, por su parte, le preocupa la discriminación de 
las niñas y adolescentes en la educación y en el acceso al empleo, 
la igualdad de salario por trabajo igual, y las condiciones laborales. 

Persiste la preocupación sobre los altos niveles de pobreza y exclu-
sión social entre las mujeres, especialmente en las zonas rurales, 
así como la dificultad de acceso a los derechos sociales básicos. 
Siendo necesario el refuerzo de iniciativas para el empoderamiento 
económico de las mujeres y el establecimiento de mecanismos para 
vigilar periódicamente el efecto de las políticas sociales y económi-
cas sobre las mujeres. 

Violencias contra las mujeres

Persiste la preocupación de la elevada incidencia de la violencia 
contra las mujeres en el país, sobre todo la VIF, la violencia sexual y 
los maltratos, violaciones y acosos sexuales en los centros escolares 
y en el lugar de trabajo, así como, los asesinatos de mujeres por ra-
zones de género, la insuficiencia de las investigaciones de los casos 
denunciados y la impunidad que gozan los autores de tales actos. 

Algunas de las acciones que se recomiendan son: la adopción de 
un enfoque global para hacer frente a la violencia contra las muje-
res y las niñas, además de la aplicabilidad de la legislación vigente, 
capacitaciones sobre cuestiones de género a funcionarios y funcio-
narias públicos para que tomen conciencia de todas las formas de 
violencia contra las mujeres.

Al Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales también 
le preocupa que el Estado encamine sus esfuerzos en la lucha con-
tra la violencia, adoptando medidas de integración y desarrollo 
para la niñez, la adolescencia y la juventud en situación de riesgo e 
identificándoles desde temprana edad. 
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Educación

El llamado internacional es a disminuir el nivel de analfabetismo de 
las mujeres, principalmente en las zonas rurales, así como a com-
batir las altas tasas de abandono y repetición en los niveles de esco-
larización. Entre las acciones que recomiendan están la adopción 
de medidas proactivas, mediante el diseño de programas, para re-
ducir la tasa de analfabetismo de las mujeres, prevenir el abandono 
de las escuelas por las niñas en la educación primaria y secundaria, 
y reducir las tasas de abandono de adolescentes.

Salud

Persiste la preocupación sobre la dificultad para acceder a los servi-
cios de salud, en particular en las zonas rurales; las contradicciones 
estadísticas sobre la mortalidad materna; la alta incidencia de em-
barazos y abortos ilegales entre las adolescentes; y la limitada efi-
cacia de los programas de educación sexual destinados a las niñas 
y los niños en los planes de estudios de la escuelas. 

Por todo lo anterior, el Comité de la CEDAW recomienda que se 
investigue ampliamente las necesidades completas de salud de las 
mujeres, incluidas las de salud sexual y reproductiva; el fortaleci-
miento de los programas de planificación familiar; y el diseño e 
implementación de programas de educación sexual para niñas y 
niños que fomenten un comportamiento sexual responsable. 

Participación en la vida política y pública

Si bien reconocen la presencia de mujeres en puestos públicos de 
alto nivel, los instrumentos internacionales y regionales hacen un 
llamado a estimular la representación de las mujeres en los diferen-
tes órganos y niveles del Estado. Así como a abordar la aparente 
falta de conciencia e interés de los partidos políticos y sus órganos 
rectores en relación con la participación plena de las mujeres en la 
vida política y pública, en igualdad de condiciones. 

En este tema, el Comité de la CEDAW recomienda la inclusión de 
medidas en las leyes electorales para que las mujeres participen en 
condiciones de igualdad, mediante el establecimiento de cuotas. 
Recomiendan la capacitación sobre liderazgo e importancia de la 
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participación de las mujeres en la adopción de decisiones en los 
procesos democráticos.

Patrones culturales que fomentan la desigualdad

La CEDAW hace un llamado a eliminar la predominancia de acti-
tudes patriarcales y de los estereotipos respecto de las funciones y 
responsabilidades de las mujeres y los hombres en la familia, en el 
trabajo y en la sociedad, los cuales son un obstáculo para que las 
mujeres gocen de sus derechos humanos. Se hace hincapié en la 
necesidad de contar con una estrategia general para la eliminación 
de los estereotipos sexistas, para el cumplimiento de compromisos 
por parte del Estado. 

Confrontando este conjunto de demandas nacionales de las orga-
nizaciones de mujeres y de compromisos y recomendaciones inter-
nacionales, con el diagnóstico de brechas de género que aparece 
en el apartado anterior, pueden identificarse los siguientes temas o 
nudos críticos:

1.	 Discriminación explícita e implícita en el acceso a recursos 
para la integración justa al ámbito productivo: empleo, activos, 
desarrollo productivo, presupuesto público.

2.	 Alta incidencia de la violencia contra las mujeres en todas sus 
manifestaciones, en los ámbitos público y privado.

3.	 Persistencia del sexismo en la educación en todos los niveles, el 
cual se expresa en el analfabetismo, la deserción escolar, y la se-
gregación en carreras técnicas y universitarias entre las mujeres. 

4.	 Déficit en la prevención y atención en salud sexual y salud re-
productiva, el cual tiene como efectos el embarazo adolescente 
y la morbilidad y mortalidad femenina por causas prevenibles. 

5.	 Tensiones entre el trabajo productivo y el reproductivo.

6.	 Persistencia de las dificultades para el pleno ejercicio de los 
derechos políticos y ciudadanos de las mujeres.
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V. MARCO CONCEPTUAL Y REFERENCIAL DE LA PNM

En este apartado sobre el marco conceptual y referencial de la PNM 
--entendida como un documento político que contiene un conjunto 
coherente de medidas pertinentes y viables que constituyen un va-
lor adicional para la igualdad de género en El Salvador--, se presen-
tan sus principales características y principios rectores, en respuesta 
al mandato del PQD 2010-2014. 

Entre sus principales características se señala que se trata de una 
política pública razonablemente participativa, progresiva, flexi-
ble, histórica, que se orienta a la igualdad real o sustantiva, con 
intervenciones temáticas y transversales orientadas a la solución de 
nudos críticos, que requieren arreglos propios para ser implementa-
das, que deben ser ejecutadas por las instancias competentes bajo 
la rectoría del ISDEMU, y que tendrán una vigencia entre el media-
no y el largo plazo. 

5.1 CARACTERÍSTICAS DE LA PNM

Una política social es un conjunto articulado y temporalizado de 
acciones, mecanismos e instrumentos, conducidos por un agente 
público, explícitamente destinados a mejorar la distribución de 
oportunidades o corregir la distribución de activos a favor de ciertos 
grupos o categorías sociales (Atria, 2005). Con este concepto gene-
ral como punto de partida, definiremos a continuación las principa-
les características de la PNM en su versión actualizada.

Se trata de una política pública progresiva que no parte “de cero” 

La progresividad aquí es entendida en tres sentidos: institucional, 
temática y temporal. En el plano institucional, la PNM asume como 
criterio de viabilidad preferente el alineamiento con las apuestas, 
estrategias y políticas públicas del PQD 2010-2014. Esto es así en 
tanto que el gobierno representa el principal –aunque no exclusi-
vo- factor instrumental para la ejecución o implementación de los 
mandatos contenidos en las políticas públicas (Evangelina García 
Prince, 2008). 



61

Política Nacional de las Mujeres

En el más alto nivel de la planificación, el punto de partida está 
marcado en el actual PQD, como se plantea más adelante. Por lo 
que la PNM podría trascender –correlación favorable y recursos de 
por medio- a un Plan de Igualdad a través de las addenda progra-
máticas e institucionales necesarias. Por tanto, la PNM es también 
una política pública flexible e histórica.

En el plano temático, la PNM focalizará su intervención en la solu-
ción de aquellos nudos críticos resultantes de la convergencia entre 
las brechas de desigualdad de género en detrimento de las mujeres 
que han persistido a lo largo de los últimos años, las demandas más 
sentidas de las mujeres salvadoreñas, y la deuda pendiente en ma-
teria de alineamiento con los compromisos internacionales. 

En tal sentido, el DD que regirá el Marco de Resultados 2011-2014 
intenta condensar la intervención en menos áreas temáticas que los 
Planes de Acción precedentes. En consecuencia, entenderemos el 
impacto como la capacidad de deshacer los nudos críticos de la 
desigualdad, antes que ampliar el alcance de la PNM de manera 
desarticulada o inviable.

La PNM contendrá dos tipos de intervenciones: temáticas y trans-
versales. En los ejes temáticos se agruparán las medidas de política 
pública en sentido estricto, definidas como aquellas macroacciones 
con impactos potenciales directos en la vida de las mujeres, pero 
que al mismo tiempo tienen una correspondencia con instrumentos 
de política pública y normativa sectorial y, por tanto, una entidad 
ejecutora responsable de su implementación.

En los ejes transversales se concentrarán las estrategias y acciones 
orientadas a la creación de condiciones sociales e instituciona-
les que garanticen la apropiación de la igualdad de género como 
principio y práctica, y que, de este modo, aporten perspectivas de 
sostenibilidad a las medidas temáticas de la PNM. En estos ejes 
encontraremos acciones orientadas a la deconstrucción de las cau-
sas estructurales y los mitos que alimentan las prácticas discrimi-
natorias por razón de género; al fortalecimiento de la contraloría 
territorial de las acciones de la PNM; a la gestión del conocimiento 
para la retroalimentación de las decisiones de política pública; y a 
la aplicación de instrumentos para la transversalización del género 
en las instituciones ejecutoras en los niveles nacionales y locales.
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En consecuencia, la PNM no es un agrupamiento de las acciones de 
género o a favor de las mujeres que ya desarrollan o deben desarro-
llar las instituciones públicas como parte de sus políticas institucio-
nales,  ni pretende ser un inventario de todas las acciones deseables 
en materia de igualdad de género en El Salvador. 

Por el contrario, esta segunda versión de la PNM se define como 
el conjunto coherente de medidas pertinentes y viables que cons-
tituyen un valor adicional para la igualdad de género en El Sal-
vador, que requieren arreglos propios para ser implementadas, y 
que deben ser ejecutadas por las instituciones competentes bajo el 
seguimiento y la rectoría del ISDEMU.

En el plano temporal, se prevé la vigencia del DD de la PNM entre 
el mediano y el largo plazo. No obstante, la estrategia de interven-
ción estará sujeta a revisiones intermedias para verificar la obten-
ción de los objetivos y apuestas contenidas en el mismo. El Marco 
de Resultados formulado a partir de este DD coincide en horizonte 
temporal con el período de la administración gubernamental ac-
tual, en tal sentido va de 2011 a 2014.

Se orienta hacia la igualdad sustantiva 

La PNM asume como preocupación principal la igualdad real o de 
hecho, y, por tanto, enfatiza en medidas orientadas al alcance de la 
igualdad substantiva o de resultado. Se sabe que “…la igualdad de 
resultados es un concepto que hay que entender en el contexto de 
la justicia distributiva que busca a través de las políticas públicas, 
que en la sociedad las personas logren niveles equivalentes en el 
goce de ciertos bienes y situaciones claves para la supervivencia y 
el desarrollo humano: salud, esperanza de vida, educación, bien-
estar material y espiritual y otras variables de este tipo, sin restringir 
la responsabilidad, la iniciativa y libertad individuales. El único re-
sultado uniforme que busca la igualdad de resultados es que todas 
y todos puedan ejercer sus derechos sin discriminaciones y con 
oportunidades y trato que favorezca tal ejercicio” (Evangelina Gar-
cía Prince, 2008).

De acuerdo con la “Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la 
Discriminación de las Mujeres” (LIE), se entiende la igualdad como:



63

Política Nacional de las Mujeres

a.	 Un derecho individual y colectivo, cuya protección deberá 
ser exigida cuando su incumplimiento o violación afecte 
significativa y negativamente el ejercicio de los derechos 
ciudadanos, en ambas circunstancias. 

b.	 El derecho de las y los ciudadanos a recibir, por parte de 
las instituciones del Estado, igual respeto, trato y protección 
de los derechos y garantías consagrados en la Constitución 
y en las leyes secundarias; así como, en las disposiciones 
incluidas en las Convenciones y Tratados Internacionales 
ratificados por El Salvador.

c.	 La plena realización de la igualdad real a través de la pro-
tección, aplicación y cumplimiento de las obligaciones de-
rivadas de los derechos establecidos en el ordenamiento 
jurídico; así como en las normas, decisiones, procedimien-
tos, prácticas y acciones administrativas de las institucio-
nes públicas del Estado.

d.	 Igualdad de oportunidades entendida como la igualdad y 
equiparación de las condiciones para la exigencia de y el 
acceso a los recursos y los beneficios que permiten a cada 
persona acceder por sí misma, a la garantía de los derechos 
que establecen las leyes en todos los ámbitos.

e.	 Igualdad de trato entendida como el establecimiento de 
beneficios justos y equivalentes, en los grupos discrimina-
dos, marginados o vulnerados a causa de alguna diferencia 
(LIE, 2011: Lit. 1, Art. 6).

Es una política pública razonablemente participativa

La actualización de la PNM  no fue un proceso de participación 
masiva, pero tomó en cuenta las agendas expresadas en documen-
tos estructurados que las organizaciones de mujeres habían presen-
tado públicamente a la fecha de su actualización, y que, a juicio del 
ISDEMU debían ser incorporadas en la PNM. Se trata de demandas 
que cumplieron la condición de haber surgido de procesos partici-
pativos con las mujeres de “carne y hueso”. El principio presente en 
esta característica de la PNM es que una agenda constituye el paso 
inicial del proceso de construcción de las políticas públicas.
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Distingue entre la rectoría y la ejecución 

La ejecución de la PNM no es responsabilidad directa ni exclusi-
va del ISDEMU. La ejecución está bajo la responsabilidad de las 
instancias ejecutoras de las políticas públicas nacionales y locales. 
Como parte de la rectoría, al ISDEMU le corresponde: a) el diseño, 
la convocatoria y la facilitación del funcionamiento de mecanis-
mos de coordinación inter-institucional; b) la formulación, asesoría 
técnica y monitoreo no sólo de políticas, planes y programas, sino 
también de los compromisos internacionales adquiridos por el Esta-
do salvadoreño; c) la asesoría técnica y monitoreo de los mecanis-
mos de instrumentación establecidos en las instancias ejecutoras; 
d) la generación de conocimiento; e) la deconstrucción de patrones 
culturales que fomentan la desigualdad; y f) la rendición de cuentas 
en su doble aspecto de dar y recibir cuentas.

El Documento Directriz de la PNM es, ante todo, un documento 
político

En la escala de planificación, este DD se ubica en el nivel estratégi-
co de las políticas públicas, y, en ese sentido, reúne los consensos 
políticos y las apuestas prioritarias para desatar los nudos críticos de 
la desigualdad de género y para orientar las intervenciones políticas 
e institucionales que resultan pertinentes y viables para el logro de 
dicho fin. El DD no define la estrategia operativa, pues ésta partirá 
del Marco de Resultados elaborado con las instancias ejecutoras.

5.2 PRINCIPIOS ORIENTADORES DE LA PNM

Como principios orientadores se plantean: la igualdad sustantiva, 
la progresividad, la no discriminación por cualquier causa vincu-
lada al género, la inclusión, la gestión basada en resultados, y la 
sostenibilidad. 

a.	 Igualdad sustantiva. Se orienta a la corrección de las des-
igualdades, para lo cual privilegia las acciones positivas a 
favor de las mujeres.

b.	 Progresividad. Toma como punto de partida los avances y 
los rezagos pendientes del país en materia de igualdad y 
equidad, y está sujeta a futuras actualizaciones.
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c.	 No discriminación por ninguna causa vinculada al género.

d.	 Inclusión. Reconoce la diversidad y las características par-
ticulares que asume la discriminación en distintos grupos 
de mujeres.

e.	 Gestión basada en resultados. Reflejada en el diseño de 
indicadores para la medición de los avances que se tengan 
en cuanto a objetivos y medidas.

f.	 Sostenibilidad. El ISDEMU y las instancias ejecutoras pro-
moverán las condiciones para el seguimiento y continui-
dad de las medidas de política pública.

5.3 MANDATO DEL PQD 2010-2014 

El primer eslabón de la lógica de intervención de la PNM es el PQD 
2010-2014, que define que el objetivo de ésta es “potenciar el de-
sarrollo integral de las mujeres salvadoreñas en todos los espacios 
de la sociedad en condiciones de equidad y de igualdad con los 
hombres” (GOES, 2010: párrafo 57).

Asimismo, el PQD menciona dos objetivos más para la PNM, que 
relacionadas directamente las competencias del ISDEMU:

a.	 Promoción de políticas públicas con enfoque de género; y

b.	 Promoción del cumplimiento de los compromisos interna-
cionales del Estado salvadoreño en materia de derechos 
humanos de las mujeres, no discriminación de género y de 
prevención, atención, sanción y erradicación de todas las 
formas de violencia contra las mujeres.

una primera implicación de estos mandatos es que el objetivo de 
la PNM mencionado en el PQD, pasa al siguiente nivel de la plani-
ficación, al ser asumido como objetivo general del DD de la PNM.

Una implicación derivada de estos planteamientos es que serán re-
tomadas como pautas de actuación para alimentar el PEI, y, desde 
ahí, los Planes Anuales Operativos (PAO) del ISDEMU. 
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VI. APUESTAS PRIORITARIAS DE LA PNM: EJES TEMÁTICOS, 
OBJETIVOS Y MEDIDAS

Como fue definido en el apartado anterior sobre el marco concep-
tual y referencial de la PNM, los ejes temáticos contienen las apues-
tas, objetivos y medidas de política pública, entendidas éstas últi-
mas como grandes acciones con impactos potenciales directos en 
la vida de las mujeres, que tienen una correspondencia con marcos 
normativos e instrumentos de política sectorial y, por lo tanto, una 
entidad ejecutora identificable. 

A continuación se presentan los seis ejes temáticos de la PNM: 1) 
Autonomía Económica, 2) Vida Libre de Violencia, 3) Educación 
Incluyente, 4) Salud Integral, 5) Cuidado y Protección Social, y 6) 
Participación Ciudadana y Política. 

Cada uno de estos ejes temáticos está precedido de una serie de 
justificaciones razonables del por qué han sido considerados, ar-
gumentos que resumen los problemas que fueron identificados en 
el diagnóstico situaciones de brechas de género, las demandas na-
cionales, y los compromisos internacionales adquiridos por el Es-
tado salvadoreño. Seguidamente, se define la apuesta prioritaria y, 
finalmente, se describen los objetivos y las medidas que deberán 
realizar las instancias ejecutoras de la PNM.  

Las Apuestas Prioritarias están formuladas como situaciones desea-
das de largo plazo; mientras que los Objetivos Específicos de cada 
una de las apuestas están enunciados como fines alcanzables entre 
el mediano y largo plazo, y las Medidas se refieren a las interven-
ciones priorizadas que tienen una perspectiva de poder iniciarse y 
alcanzar cierto desarrollo en el presente quinquenio.

EJE TEMÁTICO 1: 
AUTONOMÍA ECONÓMICA: EMPLEO, INGRESOS Y ACTIVOS

¿Por qué este tema?

Porque, a pesar de la tendencia general a la disminución de las 
brechas de ingresos y de empleo por razón de sexo, en el mercado 
de trabajo salvadoreño persiste el incumplimiento del principio de 
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igual salario por igual trabajo, la alta segregación ocupacional en 
detrimento de las mujeres, y la omisión de derechos en algunas 
ocupaciones con predominancia femenina.

Porque, dada la magnitud del sector no estructurado de la econo-
mía salvadoreña, el subempleo --más que el desempleo--, represen-
ta el mayor problema estructural del mercado de trabajo en El Sal-
vador. La informalidad –donde la mayoría son mujeres-, se traduce 
en limitaciones para acceder a prestaciones sociales. De hecho, 
las categorías de “servicio doméstico” y “trabajadores familiares”, 
en las que predominan las mujeres, no tienen acceso a cobertura 
del sistema de seguridad social (UNIFEM/PNUD, 2009). Entre las 
mujeres, la cobertura mayor está dada por su condición de “benefi-
ciarias” del sistema de seguridad social y no de “cotizantes”.

Porque las mujeres son minoría como propietarias de activos tangi-
bles e intangibles, exclusión que se traduce en una mayor propen-
sión a la pobreza para ellas y sus familias. Con relación al acceso 
a recursos para actividades productivas, las mujeres sólo acceden 
marginalmente a la oferta de créditos y de servicios de desarrollo 
empresarial, ya que “difícilmente logran pasar la frontera de pro-
ductividad que les permita lograr el nivel de acumulación exigido” 
(UNIFEM, 2009).

¿Cuál es la apuesta prioritaria en materia de autonomía económica?

Que se avance visiblemente en la superación de la discriminación 
explícita e implícita presentes en los instrumentos de política laboral 
y económica y que obstaculizan que las mujeres participen, acce-
dan y decidan sobre los recursos tangibles e intangibles y los bene-
ficios del desarrollo nacional.

Objetivos específicos y medidas

OE 1.1 Reducir de forma significativa la segmentación ocupacional 
y las prácticas discriminatorias en el ámbito laboral público y 
privado.

1.1.1	 Fomentar la transformación del sistema de formación pro-
fesional en un instrumento capaz de garantizar la igualdad 
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de oportunidades entre mujeres y hombres para acceder a 
la formación profesional (Ver 3.1.3, 3.3.1, y 3.3.2).

1.1.2	 Ejercer una tutela efectiva de los derechos laborales de las 
mujeres, con énfasis en las ramas de trabajo doméstico, 
maquila, pesca y recolección de moluscos, acuicultura, y 
sector no estructurado de la economía.

1.1.3	 Fortalecer los mecanismos de intermediación laboral (in-
cluyendo proyectos de inversión pública), para promover 
la contratación de mujeres trabajadoras en oficios y em-
pleos no tradicionales y para que estos mecanismos ga-
ranticen el acceso y la accesibilidad del empleo a mujeres 
con discapacidad.

1.1.4	 Establecer mecanismos para reducir la segregación vertical 
por razones de sexo en todos los niveles jerárquicos del 
empleo público.

1.1.5	 Promover la transversalización de la igualdad de género 
y de los derechos de las mujeres con discapacidad en los 
procesos y políticas institucionales laborales del sector pú-
blico.

OE 1.2 Facilitar el acceso y el control por parte de las mujeres, de 
los activos tangibles e intangibles que permitan crear condiciones 
sostenibles para la reducción de la pobreza y la exclusión.

1.2.1	 Impulsar acciones positivas o afirmativas que aseguren la 
igualdad de oportunidades en el acceso a información so-
bre mercados de insumos y de productos, servicios de de-
sarrollo empresarial, extensión agropecuaria, innovación 
tecnológica y programas de la estrategia nacional de la 
micro y pequeña empresa. 

1.2.2	 Fomentar la asociatividad de los emprendimientos femeni-
nos de las zonas rurales, con miras a aumentar su produc-
tividad, la apropiación de valor agregado en las cadenas 
productivas, y el poder de negociación de precios de insu-
mos y productos.
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1.2.3	 Diseñar y poner en marcha un sistema de créditos y garantías 
para respaldar los emprendimientos desarrollados por muje-
res en áreas rurales y urbanas, dentro del Sistema Financiero 
de Fomento para el Desarrollo, con carácter preferencial para 
aquellas actividades productivas de baja capitalización que 
no tienen acceso a servicios financieros de la banca privada.

1.2.4	 Asegurar el acceso de manera equitativa por parte de las mu-
jeres emprendedoras a los programas y servicios derivados 
de las políticas, planes y programas gubernamentales orien-
tados a la promoción del desarrollo económico, tales como 
la Estrategia Nacional de Desarrollo Productivo, el Fondo 
de Inversión para el Desarrollo Productivo, el Programa de 
Asentamientos Productivos en pequeña escala, los programas 
de agricultura familiar y los proyectos de inversión pública. 

1.2.5	 Asegurar la participación prioritaria de las madres titulares de 
los programas de Comunidades Solidarias Rurales y Urbanas 
en las estrategias y programas que desarrolle el Eje 3 de Em-
pleo y Desarrollo Productivo. 

1.2.6	 Garantizar la participación activa y la toma de decisiones de 
organizaciones de mujeres emprendedoras en el mecanismo 
institucional de toma de decisiones de la Estrategia Nacional 
de Desarrollo Productivo. 

1.2.7	 Promover la eliminación de barreras que impidan la titula-
rización de tierras de vocación agrícola o productiva y de 
vivienda, con énfasis en las mujeres rurales.

1.2.8	 Institucionalizar la titularización a nombre de las mujeres, y 
en régimen legal de bien de familia, de la propiedad de la 
tierras o viviendas entregados por el Gobierno en el marco de 
los programas sociales.

1.2.9	 Diseñar una estrategia nacional para atender la vulnerabili-
dad y la adaptación al cambio climático, que garantice la 
incorporación del enfoque de género y la participación activa 
de las mujeres en la gestión, manejo y aprovechamiento de 
los recursos naturales.
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OE 1.3 Asegurar la equidad salarial y la protección del poder 
adquisitivo de los ingresos de las familias trabajadoras y las jefas 
de hogar.

1.3.1	 Garantizar la aplicación del principio de igual salario por 
igual trabajo en todas las ramas de ocupación de los dis-
tintos sectores productivos.

1.3.2	 Orientar que la política de protección al consumidor ga-
rantice el acceso equitativo a la canasta básica de mercado 
(canasta de alimentos, medicamentos, servicios de salud, 
transporte público y servicios domiciliares básicos). 

1.3.3	 Promover que la Superintendencia del Sistema Financiero 
incorpore mecanismos de regulación orientados a minimi-
zar los abusos y cobros excesivos de los productos finan-
cieros, con atención a los casos de mujeres trabajadoras 
jefas de hogar.

1.3.4	 Aportar mecanismos de progresividad al sistema de tribu-
tación mediante la revisión constante de la tabla de im-
puesto sobre la renta a efectos de que las escalas salariales 
menores vayan quedando fuera de la renta imponible.

1.3.5	 Democratizar el Consejo Nacional del Salario Mínimo, in-
cluyendo la participación de asociaciones e instituciones 
agrícolas y del movimiento de mujeres.

EJE TEMÁTICO 2: VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

¿Por qué este tema?

Porque una vida libre de violencia comprende ser libres de toda 
forma de discriminación, ser valoradas, y ser educadas libres de 
patrones estereotipados de comportamiento, prácticas sociales y 
culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación 
(LEIV, 2010: Art. 2).

Porque la violencia contra las mujeres, a razón de ser un hecho mul-
tidimensional, amerita una respuesta inter-institucional concertada.
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Porque en todas las formas de violencia por razones de género, las 
mujeres representan la mayoría de los casos. Una de las formas más 
reconocidas es la intrafamiliar, pero también hay violencias que, a 
pesar de que están reguladas, no son fácilmente reconocidas ni por 
la sociedad ni por las instituciones. Este es el caso del acoso sexual, 
la violación, el estupro, la trata y el feminicidio.

Porque los asesinatos violentos de mujeres se han incrementado 
considerablemente en los últimos años. Solamente entre 2008 y 
2009, se reportó una tasa de crecimiento interanual de más del 80%.

Porque la seguridad pública vista desde una perspectiva de dere-
chos humanos y género, permite visibilizar las formas diferenciadas 
de violencia contra las mujeres y contra los hombres; al tiempo que 
permite visibilizar a las mujeres como agentes participantes activas 
en las soluciones de represión, en la prevención social de todos los 
tipos de violencia, y en los procesos de construcción de la paz.

¿Cuál es la apuesta prioritaria? 

Que el aparato estatal salvadoreño cuente con mecanismos de pre-
vención, atención, protección y restitución que permitan que las 
mujeres ejerzan el derecho a una vida libre de todo tipo de violen-
cias en los espacios públicos y privados 

Objetivos específicos y medidas

OE 2.1 Fortalecer la institucionalidad para erradicar la violencia 
de género contra las mujeres, y para acercar los servicios públicos 
de prevención, atención integral, y protección.

2.1.1	 Implementar un sistema de protección integral para la pre-
vención, atención, sanción y restitución a mujeres que han 
visto vulnerado su derecho a una vida libre de violencia 
(que no “víctimas de violencia”).

2.1.2	 Garantizar la creación de las unidades de atención espe-
cializadas para las mujeres en cada una de las institucio-
nes, acorde con el cumplimiento del Art. 25 de la “Ley 
Especial Integral para una vida libre de violencia para las 
mujeres” (LEIV, 2010).
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2.1.3	 Institucionalizar mecanismos para erradicar el acoso se-
xual en los diferentes ámbitos laborales y educativos, pú-
blicos y privados.

2.1.4	 Promover la responsabilidad comunitaria y la solidaridad 
entre mujeres para establecer redes de apoyo que faciliten 
a las mujeres el acceso a información, protección y servi-
cios de atención.

2.1.5	 Incorporar el enfoque de derechos y la igualdad de género 
en las políticas institucionales de las instancias encargadas 
de la seguridad pública y la justicia.

OE 2.2 Promover espacios públicos seguros que garanticen la 
armónica convivencia ciudadana, libre de violencia contra las 
mujeres.

2.2.1	 Impulsar proyectos para la iluminación de puntos consi-
derados inseguros por las mujeres en las zonas rurales y 
urbanas.

2.2.2	 Crear soluciones para que las mujeres con discapacidad 
accedan a los espacios públicos sin restricciones debidas a 
la inseguridad o la inaccesibilidad física. 

2.2.3	 Incentivar que las mujeres participen en el diagnóstico, di-
seño, planeación y ejecución de la obra pública comunal 
y municipal.

2.2.4	 Promover, a través de los gabinetes departamentales, ac-
ciones afirmativas que incentiven a los gobiernos locales 
a impulsar espacios seguros con enfoque de género y de 
derechos.

2.2.5	 Desarrollar soluciones de reordenamiento y planificación 
de espacios que tomen en cuenta aspectos físicos y socia-
les para prevenir la violencia hacia las mujeres.

2.2.6	 Promover un nuevo marco normativo de urbanismo y 
construcción de carreteras, que contenga criterios de in-
clusión, derechos y género. 
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2.2.7	 Regular la publicidad y los eventos públicos para que no 
se utilicen imágenes o mensajes que inciten a la violencia 
contra las mujeres.

OE 2.3 Promover políticas públicas de construcción de paz y segu-
ridad que contribuyan a la igualdad de género y el cumplimiento 
de derechos.

2.3.1	 Promover la participación de mujeres en todos los niveles 
de la estructura de las fuerzas de seguridad pública y de las 
fuerzas armadas.

2.3.2	 Incorporar la perspectiva de igualdad de género en el pro-
ceso de formación de los y las agentes de la seguridad pú-
blica y de las fuerzas armadas.

2.3.3	 Incorporar la perspectiva de igualdad de género en la nor-
mativa institucional de las fuerzas de seguridad pública y 
de las fuerzas armadas.

2.3.4	 Impulsar la incorporación de la perspectiva de género en 
la agenda, las culturas organizacionales de las institucio-
nes del Sector Justicia y en las políticas nacionales y loca-
les de seguridad pública.

2.3.5	 Incorporar los derechos de las mujeres con discapacidad 
en las políticas y los procedimientos de las instituciones 
encargadas de las políticas públicas de seguridad y justi-
cia.

2.3.6	 Rescatar la historia y lograr la reinserción productiva, so-
cial y política de las mujeres participantes en los procesos 
de construcción de la paz.

EJE TEMÁTICO 3: EDUCACIÓN INCLUYENTE

¿Por qué este tema?

Porque la educación tiene un enorme potencial para la expansión 
de las capacidades de las personas, y por tanto, se convierte en un 
medio garantizado para el desarrollo humano y de las naciones. 
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Está comprobado que a mayor educación hay mejores perspectivas 
de aumentar la calidad de vida, ya sea través de la posibilidad de 
obtener mayores ingresos, o por la vía de la reducción de la tasa de 
fecundidad.

Porque en nuestro país persiste una baja escolaridad y un alto 
analfabetismo. La escolaridad llega al sexto grado como promedio 
general, sin diferencias considerables entre hombres y mujeres. El 
analfabetismo es mucho mayor en las zonas rurales, y entre las mu-
jeres. Con lo que las mujeres adultas mayores rurales son mayoría 
entre la población analfabeta.

Porque el sólo acceso de las mujeres a la educación no garantiza la 
igualdad de oportunidades. 

¿Cuál es la apuesta prioritaria en materia de educación?

Que el sistema educativo nacional avance hacia la erradicación de 
las expresiones de discriminación y violencia de género en la edu-
cación formal a todos los niveles. 

Objetivos específicos y medidas

OE 3.1 Disminuir progresivamente el analfabetismo de las mujeres 
de 15 años en adelante, en las áreas urbanas y rurales.

3.1.1	 Desarrollar programas de alfabetización de personas adul-
tas que permitan la permanencia, continuidad y finaliza-
ción de los mismos por parte de las mujeres.

3.1.2	 Ofrecer alternativas de continuidad educativa para las per-
sonas que finalicen los programas de alfabetización, y que 
estas alternativas sean incluyentes para las mujeres con 
discapacidad (Ver 3.3.3).

3.1.3	 Fortalecer los programas de modalidades flexibles de edu-
cación media técnica y tecnológica, para que éstos permi-
tan el acceso equitativo de las mujeres jóvenes y adultas al 
sistema educativo (Ver 3.3.1, 3.3.2, y 3.3.3).
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OE 3.2 Garantizar que las niñas, las adolescentes y las jóvenes 
accedan, permanezcan y egresen de programas educativos 
formales no sexistas. 

3.2.1	 Reformar la currícula educativa para incorporar la ense-
ñanza y las prácticas pedagógicas orientadas a eliminar los 
estereotipos negativos que están a la base de la violencia y 
la discriminación contra las mujeres.

3.2.2	 Orientar los programas de becas hacia la retención de las 
niñas y las adolescentes en el sistema educativo de edu-
cación básica, y la promoción del acceso de las mujeres 
jóvenes a carreras universitarias y técnicas.

3.2.3	 Garantizar el acceso equitativo entre hombres y mujeres, 
personas con discapacidad o con capacidades sobresalien-
tes, a los programas de ciencia y tecnología del MINED.

3.2.4	 Fortalecer el sistema de evaluación del desempeño docente 
con criterios que incentiven la aplicación de conocimientos 
y prácticas pedagógicas no sexistas ni discriminatorias.

OE 3.3 Garantizar el acceso de las mujeres a los programas de 
formación ocupacional no tradicional.

3.3.1	 Garantizar la articulación de la formación profesional ocu-
pacional con las estrategias de desarrollo económico local 
(Ver 3.1.3, 3.3.2, y 3.3.3).

3.3.2	 Desarrollar una estrategia de divulgación de la oferta de 
servicios de formación profesional no tradicional que in-
centive el aumento de la presencia de mujeres.

3.3.3	 Articular el programa de alfabetización con la formación 
ocupacional no tradicional, para asegurar la continuidad 
educativa post-alfabetización, especialmente en el caso de 
las mujeres con discapacidad en edad de trabajar.
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EJE TEMÁTICO 4: SALUD INTEGRAL 

¿Por qué este tema?

Porque una mayor esperanza de vida no se traduce automática-
mente en mejor calidad de salud ni de vida para las mujeres, ya sea 
por la falta de atención de condiciones específicas de salud sexual 
o reproductiva, o por la ausencia de acciones de prevención de 
enfermedades. 

Porque las mujeres constituyen más del 60% de las consultas mé-
dicas. En la mayoría de los casos lo hacen por causas obstétricas y 
reproductivas; y por infecciones respiratorias agudas (CIE, 2009). 

Porque la atención a la salud sexual y a la salud reproductiva sigue 
siendo baja, tanto por la insuficiencia de infraestructura, como por 
la carencia de un sistema integral y accesible. 

Porque en el país la incidencia de embarazo entre adolescentes es 
alta. Este fenómeno constituye a veces la expresión de la violencia 
experimentada en la niñez y la adolescencia, y otras veces de la 
falta de acceso a información completa sobre los riesgos que un 
embarazo acarrea para la salud y el proyecto de vida de las ado-
lescentes. 

¿Cuál es la apuesta prioritaria en materia de salud de las mujeres?

Que el sistema nacional de salud sea capaz de brindar las condi-
ciones y la respuesta institucional para garantizar a las mujeres el 
acceso a servicios de salud, incluyendo de manera especial la salud 
sexual y salud reproductiva de las mujeres, a lo largo de su ciclo de 
vida, y desde un enfoque de género y de derechos.

Objetivos específicos y medidas

OE 4.1 Garantizar la prestación de servicios de salud integral para 
las mujeres a lo largo de su ciclo vital, con calidad y calidez.

4.1.1	 Fortalecer los programas de educación en salud, preven-
ción y atención en las redes integrales de salud, con crite-
rios y metodologías de género.
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4.1.2	 Fortalecer la descentralización y el acercamiento de los 
servicios integrales de salud durante el ciclo de vida de las 
mujeres, realizando esfuerzos especiales por hacer accesi-
bles estos servicios a las mujeres con discapacidad.

4.1.3	 Instalar un programa que promueva conductas nutriciona-
les saludables y atienda la salud nutricional de las mujeres, 
con especial atención a mujeres embarazadas, mujeres en 
período de lactancia, y mujeres adultas mayores, para me-
jorar su calidad de vida.

4.1.4	 Fortalecer los servicios de salud en detección, atención, y 
rehabilitación de todas las formas de violencia que afectan 
a las mujeres a lo largo de su ciclo de vida, realizando 
esfuerzos por captar los casos de violencia contra mujeres 
con discapacidad.

OE 4.2 Prevención del embarazo entre adolescentes en las áreas 
rurales y urbanas.

4.2.1	 Desarrollar una campaña intersectorial permanente de 
información e instalar programas de educación integral 
de la sexualidad, libres de estereotipos y prejuicios, que 
promuevan conductas y prácticas sexuales saludables en-
tre los hombres y las mujeres, con énfasis en la población 
adolescente y en las áreas rurales.

4.2.2	 Promover la creación y el fortalecimiento de un programa 
nacional de atención integral en servicios de salud sexual 
y salud reproductiva específicos para mujeres y hombres 
adolescentes y jóvenes, orientados a la SSR y la preven-
ción del embarazo y prácticas sexuales de riesgo.

OE 4.3 Prevención del riesgo reproductivo y de las principales cau-
sas de morbimortalidad derivadas de la salud sexual de las mujeres.

4.3.1	 Instalar programas de promoción y prevención en salud re-
productiva integral; así como la promoción de la lactancia 
materna conciliada con la jornada laboral.
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4.3.2	 Promover la atención prioritaria de las mujeres en salud 
pre y post natal en las redes integrales de salud y en las 
Maternidades a nivel nacional, garantizando la mejora 
continua de los estándares de calidad, con énfasis en las 
adolescentes de las áreas rurales y los asentamientos urba-
nos precarios.

4.3.3	 Instalar programas de promoción y prevención en salud 
sexual integral, para la detección temprana de cáncer de 
cérvix y de mama; la promoción de prácticas sexuales 
saludables; y la mejora en  los procesos de prevención, 
detección, atención y tratamiento de las infecciones de 
transmisión sexual (its)/vih/sida, dirigidos a las mujeres a 
lo largo de su ciclo de vida y a nivel nacional.

EJE TEMÁTICO 5: CUIDADO Y PROTECCIÓN SOCIAL

¿Por qué este tema?

Porque desde la mirada de género, la insostenibilidad del modelo 
de organización económica y social se expresa en la desigual re-
partición de la carga global de trabajo, y de la responsabilidad por 
la reproducción de la fuerza de trabajo y de la vida de las personas. 
Esta situación genera tensiones entre el trabajo doméstico y el tra-
bajo extra doméstico. En el plano macro, esto se manifiesta en un 
desequilibrio de responsabilidades entre los tres lados del triángulo 
institucional: familias, empresas, y Estado; mientras que al interior 
de las familias, la tensión se “resuelve” mediante una desigual repar-
tición entre mujeres y hombres de las tareas del hogar y del cuidado. 

Porque el llamado “bono demográfico” nos enfrenta al reto de bus-
car alternativas novedosas para la inserción laboral de la población 
joven, al mismo tiempo que para la garantía de la protección social 
para la población que se vaya retirando del mercado de trabajo. 
Esto debido a que, dentro de unos cuantos años, la mayoría de 
la población mayor de 65 años serán mujeres. “¿Quién cuidará a 
quién?”, parece ser la pregunta obligada, como ya se indicó antes. 
La respuesta nos deriva obligatoriamente a pensar en el fortaleci-
miento de las bases de un sistema de protección social universal, 
especialmente para las mujeres cuidadoras, muchas de las cuales 
nunca estuvieron inscritas en el actual sistema de pensiones.
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Porque el paulatino envejecimiento de la población salvadoreña 
se traduce en un riesgo latente de aumento de la carga de trabajo 
global de las mujeres, si éste no va acompañado de medidas para la 
atención de las personas adultas mayores. 

Porque la causa principal de la llamada “inactividad” de las mujeres 
es la responsabilidad por el trabajo doméstico (trabajo de cuidado 
incluido). Esta responsabilidad, que ha sido social y culturalmente 
asignada a las mujeres, genera una brecha de acceso al empleo y al 
tiempo en detrimento de las mujeres. 

Porque la inasistencia a la escuela por parte de las mujeres, guarda 
relación directa con la carga de trabajo reproductivo. Esta situación 
reviste aún mayor gravedad cuando quienes mencionan esta causa 
por inasistencia a clases son niñas y adolescentes. 

¿Cuál es la apuesta prioritaria en materia de cuidado y protección 
social? 

Que como sociedad nos encaminemos hacia un modelo de orga-
nización en el que sea reconocido, valorado y protegido el trabajo 
dedicado a la reproducción de la fuerza de trabajo y de la vida de 
las personas; así como también los derechos de las personas cuida-
doras y cuidadas. De modo que la distribución desigual de la carga 
global de trabajo entre hombres y mujeres no sea más un mecanis-
mo de ajuste de los desequilibrios macroeconómicos y sociales.

Objetivos específicos y medidas

OE 5.1 Posicionar el trabajo de cuidado como responsabilidad so-
cial asumida equitativamente entre hombres y mujeres, y entre 
familias, empresas y Estado.

5.1.1	 Impulsar la instauración de un sistema nacional de cui-
dado que cubra las necesidades de tiempo de cuidado de 
las personas dependientes (personas infantes, menores de 
edad, con discapacidad, adultas mayores y enfermas).

5.1.2	 Promover la certificación de las instituciones que se dedi-
quen al cuidado de las personas dependientes, para que 
cumplan con criterios de género y derechos.
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5.1.3	 Destinar progresivamente más recursos para crear y/o for-
talecer infraestructura social del cuidado de personas de-
pendientes, a nivel nacional y municipal.

5.1.4	 Ampliar progresivamente la cobertura de la educación ini-
cial (para infantes entre 0 y 3 años), en respuesta a la nece-
sidad de horas de cuidado y atención de esta población, y 
en coherencia con las necesidades de cobertura de horario 
laboral de los padres y las madres.

5.1.5	 Revisar y adecuar las metodologías de los programas de 
alimentación escolar, a fin de que el trabajo que éstos 
requieren no represente una carga adicional no retribui-
da  de tiempo o de recursos, para las madres de las y los 
estudiantes participantes en tanto que titulares y sujetos 
de derecho.

5.1.6	 Promover la participación compartida de hombres y muje-
res en tareas relativas a la paternidad y la maternidad, des-
de las políticas laborales de empresas públicas y privadas. 

5.1.7	 Divulgar y garantizar la aplicación de las reformas al Có-
digo de Familia, relativas al reconocimiento voluntario de 
la paternidad, y la reversión de la carga de la prueba en los 
procesos de reconocimiento forzoso.

5.1.8	 Institucionalizar en el Sistema Estadístico Nacional la me-
dición sobre el uso del tiempo de hombres y mujeres, y el 
cálculo del aporte del trabajo doméstico no remunerado a 
las cuentas nacionales.

0E 5.2 Impulsar la universalidad del sistema de protección social, 
independientemente del tipo de trabajo ejercido por las mujeres.

5.2.1	 Promover la revisión y la creación de instrumentos para 
hacer accesible el derecho a la salud y a la seguridad so-
cial a las trabajadoras domésticas remuneradas, las traba-
jadoras por cuenta propia y las trabajadoras agropecuarias; 
a las mujeres adultas mayores; y a las mujeres que por 
discapacidad no ejerzan un empleo.
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5.2.2	 Impulsar la modificación de la Ley de Administración de 
Pensiones para hacer efectiva la incorporación al sistema 
nacional de pensiones de las trabajadoras domésticas remu-
neradas, las trabajadoras por cuenta propia y las trabajado-
ras agropecuarias; de las mujeres adultas mayores; y de las 
mujeres que por discapacidad no ejerzan un empleo.

5.2.3	 Garantizar el reconocimiento del trabajo de cuidado como 
un trabajo y, por tanto, como una contribución no salarial 
al sistema de pensiones.

5.2.4	 Establecer porcentajes de cotización diferenciados según 
el área de residencia urbana o rural, el tipo de inserción 
laboral, y el nivel de ingresos.

EJE TEMÁTICO 6: PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y POLÍTICA

¿Por qué este tema? 11

Porque la participación ciudadana contribuye a la construcción de 
la democracia, a través del involucramiento de las personas en los 
problemas que les afectan --aportando puntos de vista, inquietudes 
y soluciones--, tanto en los niveles nacionales como en los departa-
mentales y municipales. Se trata de una “participación transformado-
ra de la realidad, en beneficio de las presentes y futuras generacio-
nes” (Candelaria Navas, 2002), y que es necesaria para “favorecer 
el control de las/los gobernantes, transmitir mejor las preferencias 
de los ciudadanos y ciudadanas, suavizar los conflictos, favorecer 
los acuerdos y hacer menos costosa la toma de decisiones políticas” 
(FMP, 2010).

Porque es necesario abordar la participación de las mujeres no sólo 
en los procesos políticos formales. Por una parte, está la participación 
por la vía de “un mayor interés por informarse acerca de los asuntos 
políticos, exigir solución a los problemas y cooperar con las demás 
personas”; mientras por otra parte, está la participación al “elegir a 
sus gobernantes, a través de un proceso electoral formal y legal, de 
influir en los detentadores del poder y en el sistema político, y de mo-
dificar ese poder a través de una representación y acción política”.

11	 Salvo indicación contraria, la información y los conceptos para la preparación de este sub-apartado 
han sido tomados de ASPARLEXSAL/PNUD, 2011.
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Porque cuando se analiza la participación política de las mujeres sin 
cuestionar el porcentaje de su representación en los puestos de poder 
y toma de decisiones del país, puede concluirse, erróneamente, que 
no existe ninguna discriminación de las mujeres en la esfera política, 
bajo el supuesto de que formalmente no se le limita ningún derecho 
ni el acceso a los puestos de elección popular. Sin embargo, esta 
conclusión no es correcta y pone en evidencia el poco desarrollo del 
derecho electoral nacional que no ha logrado equilibrar la compe-
tencia electoral basada en el sexo de las personas participantes ni ha 
puesto limites a los dirigentes de los partidos políticos que continúan 
optando por la selección de candidatos hombres, invisibilizando a 
las mujeres y su fuerza como electoras.

Porque es fundamental fomentar la participación de las mujeres en la 
esfera política de manera amplia, no únicamente desde su ciudadanía 
política, sino también desde su ciudadanía civil, y su ciudadanía social.

¿Cuál es la apuesta prioritaria en materia de participación política 
y ciudadana?

Impulsar mecanismos que favorezcan la igualdad real o sustantiva 
entre hombres y mujeres en el ejercicio de los derechos políticos, así 
como promover la participación activa de las mujeres en los proce-
sos de formación de políticas públicas y en los espacios de toma de 
decisiones, en todos los niveles y órdenes del Estado. 

Objetivos específicos y medidas

OE 6.1 Estimular la participación ciudadana y política de las muje-
res en los ámbitos nacional, sectorial y local.

6.1.1	 Promover la instalación de una Escuela de Liderazgo Políti-
co para Mujeres.

6.1.2	 Desarrollar campañas permanentes de divulgación de los 
derechos de las mujeres y de la igualdad de género en el 
ámbito político, a nivel nacional, departamental, municipal 
y comunitario.

6.1.3	 Promover la revisión de la normativa nacional relacionada 
con la participación política, a fin de fomentar su armoni-
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zación con los instrumentos y compromisos internaciona-
les relacionados con la autonomía política de las mujeres.

6.1.4	 Promover el derecho de asociación y la asociatividad entre 
grupos de mujeres con actividades específicas (sindicatos, 
asociaciones, redes productivas, etc.)

6.1.5	 Promover la participación de mujeres en espacios de toma 
de decisión (partidos políticos, asociaciones comunales, 
mesas de mujeres, comités directivos de cooperativas, gre-
mios empresariales, etc.,), y en los mecanismos electorales.

6.1.6	 Promover la adopción de estrategias y buenas prácticas 
para la igualdad de género en los partidos políticos.

OE 6.2: Fortalecimiento de los procesos de territorialización de la 
igualdad con la participación de las organizaciones de mujeres en 
los ámbitos locales.

6.2.1	 Vincular la PNM con los planes departamentales y con las 
políticas de desarrollo municipal.

6.2.2	 Inducir a una mayor articulación y coordinación interinsti-
tucional para la aplicación de la PNM  y la normativa na-
cional  para la igualdad y no discriminación de las mujeres 
a  nivel departamental.

6.2.3	 Promover el acercamiento de los servicios de las institu-
ciones ejecutoras de la PNM a los niveles departamental, 
municipal y comunitario.

6.2.4	 Verificar la formulación y ejecución de las políticas para la 
igualdad de género a nivel municipal, con la participación 
activa de las organizaciones de mujeres.

6.2.5	 Fortalecer a las organizaciones locales de mujeres para la 
realización de tareas de contraloría ciudadana de la PNM, 
las leyes y  las otras políticas públicas nacionales, departa-
mentales, y municipales.
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VII. ESTRATEGIAS PARA LA TRANSVERSALIDAD DE LA 
PNM Y DE LA IGUALDAD

Como fue mencionado en el marco conceptual y referencial, los 
ejes transversales de la PNM contienen las estrategias y acciones 
orientadas a la creación de condiciones sociales e institucionales 
que garanticen la apropiación de la igualdad de género como prin-
cipio y como práctica. De tal modo que aporten perspectivas de 
sostenibilidad a los ejes temáticos de la PNM. 

En tal sentido 2 son los ejes de importancia estratégica para la crea-
ción de condiciones para la igualdad y para la instrumentación de 
la PNM, los cuales también darán contenido al rol de rectoría del 
ISDEMU. Estos son: 1) la gestión del conocimiento para apoyar la 
instrumentación de los ejes temáticos, y 2) la deconstrucción de 
patrones culturales que fomentan la desigualdad.

Conviene tener presenta que las estrategias para la transversalidad 
de la PNM y de la igualdad no son medidas ni instrumentos de polí-
tica pública. Por tanto, los ejes transversales no están sujetos a pla-
zos de cumplimiento ni a indicadores de resultado, pues sus ámbi-
tos de intervención se ubican en los niveles de las culturas sociales 
e institucionales- donde las responsabilidades pueden ser difusas-, 
y sus avances ameritan alianzas y mecanismos inter-institucionales. 

A continuación, en este apartado sobre estrategias para la transver-
salidad de la PNM y de la igualdad, se describen los rasgos gene-
rales de las estrategias correspondientes a los 2 ejes transversales 
mencionados, sobre los cuales el ISDEMU liderará la conducción, 
revisión y evaluación, junto a las personas, instituciones y organi-
zaciones que se identifiquen como aliadas.

7.1 GESTIÓN DEL CONOCIMIENTO 

La gestión del conocimiento se refiere al proceso de producción, 
socialización, transferencia, democratización y uso de conocimien-
to aplicado. La gestión del conocimiento está íntimamente ligada 
con la cultura y el aprendizaje organizacional (PNUD, 2007). 
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Así, la gestión del conocimiento conduce a la habilitación y el for-
talecimiento de las capacidades institucionales para la transversa-
lización del enfoque de género y la territorialización, en tanto que 
ésta es una de las vías para la transferencia del conocimiento para 
su uso práctico. 

Como estrategia de transversalidad y territorialización, la finalidad 
de la gestión de conocimiento será la generación de pensamiento 
crítico que devele la condición y la posición de las mujeres salva-
doreñas en los ejes temáticos, los ejes transversales y las condicio-
nes de instrumentación y seguimiento de la PNM. 

Para contribuir a ello, el ISDEMU conducirá investigaciones, siste-
matizaciones y evaluaciones sobre los ejes temáticos de la PNM, 
promoverá la generación y el análisis de estadísticas nacionales de 
género desde la perspectiva de los derechos de las mujeres, entre-
gará productos de conocimiento bajo diferentes modalidades de 
entrega, y habilitará a las instancias ejecutoras para la transversali-
dad y territorialización. 

En lo concerniente a la PNM, por tanto, la gestión del conocimiento 
pretende potenciar las capacidades de las instituciones ejecutoras 
a través de la transferencia y aplicación de conocimiento útil para 
la toma de decisiones, la formulación de políticas, planes y pro-
gramas, y el mejoramiento de los servicios públicos en un sentido 
favorable a la igualdad de género.

Algunas acciones clave para la operacionalización de esta estrate-
gia serán: 

a.	 Diseñar, conducir y divulgar investigaciones aplicadas, 
metodologías, y herramientas sobre la relación entre el gé-
nero y los ejes temáticos de la PNM, para ser puestos a dis-
posición de los servidores y servidoras públicas de las ins-
tancias ejecutoras, bajo diferentes modalidades de entrega.

b.	 Promover la creación de una Biblioteca Virtual y un Ob-
servatorio de la Investigación de Género a nivel nacional 
que permita mantener una base actualizada de conoci-
miento ajeno. 
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c.	 Generar las condiciones para que se diseñe y se conforme 
un Sistema Nacional de Datos y Estadísticas de Género, 
con el fin de generar la información, los indicadores y los 
índices que permitan monitorear y evaluar el avance hacia 
la igualdad y equidad entre mujeres y hombres, la erradica-
ción de la discriminación, y el derecho a una vida libre de 
violencia, en cumplimiento de lo dispuesto en la LIE (Art. 
14), y en la LEIV (Arts. 30 y 31). 

d.	 Elaborar y entregar material sobre la importancia del en-
foque de género en las diferentes áreas de políticas pú-
blicas para ser entregados a las personas hacedoras de 
políticas públicas. 

e.	 Echar a andar programas de profesionalización especiali-
zación en género, políticas públicas y temas específicos 
de la PNM, dirigidos al personal político y técnico de las 
instituciones públicas.

f.	 Promover espacios de debate y de intercambio de informa-
ción y opiniones entre demandantes y hacedores de polí-
ticas públicas.

g.	 Conformar “comunidades de práctica”, virtuales y pre-
senciales, entre las personas puntos focales de género, el 
personal dedicado a la planificación y presupuestación, y 
los  grupos de personas expertas temáticas a nivel secto-
rial y departamental.

h.	 Promover la realización de concursos de buenas prácticas 
a nivel de las instituciones nacionales, departamentales y 
municipales.

i.	 Colocar y mantener en la agenda pública temas relativos a 
la igualdad y al adelanto de las mujeres.

Para todo ello, se establecerán alianzas con la academia, los orga-
nismos internacionales especializados en gestión del conocimien-
to, las instituciones dedicadas a la investigación, los medios de co-
municación, líderes y liderezas de opinión, el MINED, el Consejo 
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Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACYT), y el Instituto Salva-
doreño de Formación Profesional (INSAFORP), entre otros.

7.2 DECONSTRUCCIÓN DE LOS PATRONES CULTURALES QUE 
FOMENTAN LA DESIGUALDAD

La cultura es “el conjunto de los rasgos distintivos, espirituales, ma-
teriales y afectivos que caracterizan una sociedad o grupo social. 
Ella engloba, además de las artes y las letras, los modos de vida, los 
derechos fundamentales del ser humano, los sistemas de valores, 
creencias y tradiciones” (UNESCO, 1982). La cultura es diversa y 
dinámica, es el resultado de influencias internas y externas, y está 
conformada por representaciones y estructuras de poder basadas 
en el género, la raza, la clase social, y las capacidades físicas, entre 
otras (Susie Jolly, 2002: 4-13).

En este marco el género es cultural, ya que se trata de una construc-
ción social que opera como una especie de “filtro” con el cual se 
interpreta el mundo y desde el cual se condicionan las decisiones 
y oportunidades de las personas dependiendo si tienen un cuerpo 
sexuado femenino o masculino (Marta Lamas, 2007: 1). 

Todas las sociedades se enfrentan al hecho idéntico de la diferencia 
sexual, a partir de la cual cada sociedad clasifica qué es “lo propio 
de las mujeres” y “lo propio de los hombres”, y desde estas ideas 
culturales se establecen las obligaciones sociales de cada sexo y 
una serie de prohibiciones simbólicas.

De hecho, todas las sociedades crean su propia manera de sim-
bolizar la diferencia entre los sexos y crea muchas versiones de la 
dicotomía hombre / mujer. Esto implica que “existen múltiples es-
quemas de género”. Por lo tanto, “hay muchas manera de ser mujer 
y muchas de ser hombre”.

Aceptar las variadas formas de la existencia social de persona en 
cuerpo de mujer o en cuerpo de hombre perfila una nueva concep-
tualización política y ética sobre la diferencia sexual y el género. 

Ante ciertas prácticas, discursos y representaciones sociales que 
discriminan, oprimen o vulneran en función de un esquema dico-
tómico y rígido de género, hoy se alza la exigencia democrática 
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de igualdad de trato y de oportunidades (Susie Jolly, 2002: 9). Esta 
exigencia pasa por la deconstrucción de mitos y prácticas sociales 
que alimentan cotidianamente las desigualdades que llegan a inter-
pretarse como “normales”.

Es por ello que la finalidad de esta estrategia de deconstrucción 
de los patrones culturales que fomentan la desigualdad, será la de 
aportar a la deconstrucción de las causas estructurales, los mitos y 
las creencias que alimentan las prácticas discriminatorias y gene-
radoras de desigualdades entre hombres y mujeres por razón de 
género, así como aportar a la construcción de culturas ciudadanas 
de responsabilidades y derechos para la igualdad entre los géneros.

Algunas acciones clave para la operacionalización de esta estrate-
gia serán:

a.	 Promover la transversalidad de la perspectiva de género 
dentro de la currícula nacional de educación en los dife-
rentes niveles, desde la educación inicial hasta la educa-
ción superior.

b.	 Establecer actividades culturales con temas que promuevan 
transformaciones culturales a favor de la igualdad de género.

c.	 Identificar iniciativas individuales o grupales que promue-
van transformaciones culturales de género para ser replica-
das y generalizadas en la sociedad en su conjunto.

d.	 Promover la regulación de la programación de los medios 
de comunicación para erradicar los programas que pro-
mueven la violencia de género y una visión estereotipada y 
sexista de las mujeres.

e.	 Promover prácticas y culturas organizacionales libre de 
violencia y discriminación, tanto en las instituciones públi-
cas como en las privadas.

f.	 Impulsar reformas a las leyes de servicio civil y ética guber-
namental a fin de incorporar la perspectiva de género en el 
trabajo, las prácticas y las culturas organizacionales de las 
instituciones públicas.
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g.	 Revisar la normativa y las prácticas relativas a la presta-
ción de servicios públicos a fin de eliminar aquéllas que 
reproducen estereotipos y relaciones desiguales entre mu-
jeres y hombres.

h.	 Estimular el establecimiento de observatorios y espacios de 
rendición de cuentas en los que las instituciones públicas 
ejecutoras de la PNM informen sobre cómo sus acciones 
promueven la deconstrucción de patrones culturales de la 
desigualdad de género.

Se establecerán alianzas con el Ministerio de Gobernación, el Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores, la cooperación externa, el movi-
miento de mujeres y feminista, el MINED, la Secretaría de Cultura, 
la CSJ, el Ministerio Público, las universidades, las instancias ejecu-
toras de la PNM y los medios de comunicación.
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VIII. CONDICIONES DE INSTRUMENTACIÓN Y SEGUI-
MIENTO DE LA PNM

En este apartado sobre condiciones de instrumentación y segui-
miento de la PNM se abordan los temas relacionados con la gestión 
basada en resultados, los presupuestos públicos para la igualdad 
de género, el sistema de seguimiento y evaluación, el mecanismo 
de contraloría y rendición de cuentas, y la articulación entre el IS-
DEMU y las instancias ejecutoras. Esto porque las condiciones de 
instrumentación se refieren al conjunto de factores que deben ge-
nerarse desde el ISDEMU, y al interior de las instituciones públicas 
contrapartes, para que la PNM sea realmente ejecutada y sujeta de 
monitoreo, seguimiento, y evaluación. 

8.1 GESTIÓN BASADA EN RESULTADOS

Esta técnica, que ha sido ampliamente difundida y usada en los ám-
bitos de la cooperación internacional y las organizaciones privadas, 
constituye uno de los principales retos en materia de modernización 
y cultura organizacional de las instituciones públicas salvadoreñas. 
No obstante, el ISDEMU dará un paso adelante en la utilización 
de la planificación por resultados en el proceso de elaboración del 
Plan de Acción 2011-2014 de la PNM, el cual derivará del Marco 
de Resultados 2011-2014, con indicadores que servirán de base 
para la construcción del sistema de seguimiento y evaluación.

A partir de las apuestas prioritarias identificadas en los ejes temá-
ticos - en coordinación con las instituciones responsables de la 
ejecución de la PNM-, ya se han establecido los resultados inter-
institucionales o institucionales que deberán ser producidos en el 
resto del quinquenio para hacer avanzar y llevar a buen término las 
medidas propuestas. Tal Marco de Resultados 2011-2014 deberá 
convertirse en un insumo para la planificación operativa institucio-
nal de las instancias responsables de la instrumentación de la PNM. 

Cada inicio de año, delegadas del ISDEMU --mediante acuerdo de 
la Junta Directiva--, acompañarán los procesos de elaboración de 
los Planes de Acción de las instituciones, para garantizar que los 
compromisos del Plan de Acción 2011-2014 de la PNM correspon-
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dientes al año en cuestión, queden consignados en los procesos y 
las herramientas de planificación de las instancias ejecutoras.

La Figura siguiente presenta de manera sintética el proceso de pla-
nificación de la PNM, el cual arrancó con en el PQD 2010-2014, 
hasta afectar la planificación operativa institucional (Ver Figura 2).

Figura 2: Lógica de la planificación de la PNM 
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8.2 PRESUPUESTOS PÚBLICOS PARA LA IGUALDAD DE GÉNERO

Los presupuestos públicos son un proceso político-técnico que abar-
ca desde las decisiones sobre las prioridades de política pública hasta 
las programaciones de recursos. Los presupuestos son los instrumen-
tos de política más importantes de las instituciones y de los gobiernos. 
De manera que una política pública que no llega a estar representada 
en un presupuesto, se queda en el nivel de los discursos.

Como condición de cumplimiento de la PNM, por tanto, entende-
remos un presupuesto público para la igualdad de género como un 
proceso de intervención en un presupuesto público, con el objetivo 
de provocar cambios en la distribución o la magnitud de los recur-
sos asignados por ese presupuesto, para lograr impactos positivos 
en la igualdad y equidad de género (UNIFEM/AGEM, 2009n; UNI-
FEM/AGEM, 2009m). 
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Mediante la intervención, acompañamiento y asesoría especializada 
en los procesos presupuestarios de las instituciones ejecutoras de 
la PNM, el ISDEMU buscará establecer las conexiones entre Plan y 
presupuesto que sean favorables a la visibilización y asignación de 
recursos a las medidas de la PNM, en particular, y a la igualdad, en 
general. Para esto, el ISDEMU hará uso de herramientas metodoló-
gicas que se han venido desarrollando con el apoyo de la coope-
ración internacional, las cuales han sido diseñadas ad hoc para los 
procesos presupuestarios de las instituciones públicas salvadoreñas.

8.3 SISTEMA DE SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN

Una cualidad intrínseca y común de la planificación por resultados 
y los presupuestos de género es la formulación de indicadores. La 
PNM será fortalecida con un sistema de seguimiento y evaluación 
que contará al menos con los subsistemas de Seguimiento y de Eva-
luación (Ver Figura 3).

Figura 3: Sistema de seguimiento y evaluación de la PNM

Sistema de seguimiento y 
evaluación
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Subsistema de Seguimiento 

Este subsistema permitirá el seguimiento de las actividades y de los 
resultados relativos a las medidas de la PNM. Su base estará cons-
tituida por un conjunto de indicadores operativos o de eficiencia, 
pero también por indicadores de eficacia o de logro de resultados. 
Los indicadores podrán medir avances en los procesos, pero tam-
bién de los resultados intermedios o finales. De este modo, habrá 
unos indicadores cuantitativos y otros cualitativos. El medio de ve-
rificación de este subsistema deberá encontrarse- en los registros de 
las instituciones ejecutoras y del ISDEMU. Su reporte será periódi-
co, al menos dos veces al año.

Subsistema de Evaluación

En un primer nivel, este subsistema servirá para la evaluación de 
los efectos de la PNM a través de una batería de indicadores de 
medición de los objetivos específicos de los ejes temáticos de la 
PNM. Los indicadores a este nivel serán construidos a partir de da-
tos obtenidos en los registros administrativos de las instituciones 
contrapartes y en las estadísticas sectoriales. La medición de los 
efectos se hará al menos dos veces en el quinquenio.

En un segundo nivel, este subsistema servirá para la medición de 
impacto. Se basará en un grupo de indicadores a nivel de los ob-
jetivos estratégicos de la PNM. Su fuente de recolección de infor-
mación será, por una parte, la EHPM y las estadísticas sectoriales, 
pero, sobre todo, los indicadores construidos específicamente para 
estos fines, así como la percepción de los grupos de mujeres titu-
lares y sujetas de derecho de la PNM. La evaluación de impacto se 
hará una vez al finalizar el Plan de Acción 2011-2014.

La línea de base del subsistema de evaluación se construirá a partir 
del diagnóstico situacional de las desigualdades de género según 
eje temático de la PNM y de la situación actual de los instrumentos 
de política pública respecto de su sensibilidad al género y a los 
derechos de las mujeres.
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8.4 MECANISMO DE CONTRALORÍA Y RENDICIÓN DE CUENTAS

El proceso de construcción de políticas públicas sólo tiene efecti-
vidad con la confluencia de 3 condiciones básicas: un marco nor-
mativo que mandate la adopción de las medidas recomendadas, un 
aparato institucional que las operacionalice, y una ciudadanía acti-
va que demande avances y pida cuentas (Rodríguez Zepeda, 1996). 

Es por ello que, mediante Decreto Ejecutivo, se han creado los Con-
sejos Consultivos y de Contraloría para los Derechos de las Mu-
jeres, que tendrán como propósito el fortalecimiento de la ciuda-
danía plena, a través de la democratización de la información y la 
garantía de derechos. Estos mecanismos tendrán presencia a nivel 
departamental, o, en su defecto, a nivel micro-regional, y contarán 
con la representación de los 262 municipios.

Estos espacios serán un mecanismo de contraloría ciudadana para la 
consulta y formulación de propuestas. Las evaluaciones de desem-
peño basadas en las percepciones de las mujeres titulares y sujetas 
de derecho de la PNM, formarán parte de los instrumentos de estos 
Consejos Consultivos y de Contraloría para los Derechos de las Mu-
jeres, y los resultados de tales sondeos pasarán a formar parte del sub-
sistema de evaluación de la PNM, como un componente cualitativo.

Los Consejos Consultivos y de Contraloría para los Derechos de 
las Mujeres estarán conformados por mujeres representantes de las 
organizaciones locales, y por mujeres liderezas nacionales y de-
partamentales. Los Consejos contarán con un reglamento interno, 
una estructura organizativa por ejes temáticos según su interés, y 
deberán dar a conocer los resultados de su ejercicio de contralo-
ría ciudadana a través de auditorías periódicas, preferiblemente 
semestrales. Estos informes de auditoría serán dados a conocer a 
las personas e instituciones hacedoras de políticas públicas, para la 
aplicación de medidas correctivas.

8.5 ARTICULACIÓN ENTRE EL ISDEMU Y LAS INSTITUCIONES 
EJECUTORAS

Mediante la aplicación de las condiciones de cumplimiento y la 
promoción de las acciones de los ejes transversales, el ISDEMU 
asesorará y controlará los avances y el cumplimiento de la PNM.
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A nivel central, el ISDEMU coordinará con las instituciones gu-
bernamentales para brindar asesoría especializada, seguimiento y 
monitoreo del cumplimiento, tanto sobre los ejes temáticos como 
los ejes transversales de la PNM. Para esto, las instituciones pú-
blicas deberán expresar su interés, mediante el nombramiento de 
personas enlaces, no sólo por eje temático, sino por condiciones de 
cumplimiento. El ISDEMU, por su parte, desarrollará su capacidad 
de interlocución más allá de las contrapartes de género.

En el ámbito local, el ISDEMU buscará establecer las coordinacio-
nes con los Gabinetes Departamentales, los Gobiernos Municipales, 
las instituciones públicas y privadas, y las organizaciones de muje-
res, con el fin de llevar a cabo la estrategia de territorialización de la 
PNM en todo el país. El objetivo de estas coordinaciones territoriales 
es verificar la formulación y ejecución de las políticas de género 
a nivel municipal y promover la articulación y coordinación inter-
institucional para la aplicación de la PNM a nivel departamental.

Se mantendrán los vínculos de cooperación e intercambio de in-
formación con organismos nacionales e internacionales, con el fin 
de celebrar contratos o convenios para programas o proyectos de 
interés común, con énfasis en el desarrollo de las acciones de los 
ejes transversales.

Las instancias ejecutoras deberán brindar los apoyos políticos nece-
sarios por parte de sus funcionarias y funcionarios, para que el per-
sonal técnico incorpore la PNM en sus procesos de planificación y 
asignación presupuestaria. También deberán mostrar su anuencia 
para que los servidores y servidoras públicas acudan a los espacios 
de coordinación, formación y gestión del conocimiento que el IS-
DEMU impulse para fortalecer las capacidades institucionales. Las 
instancias ejecutoras, además, deberán brindar la información de 
avance según los indicadores del Marco de Resultados 2011-2014 
de la PNM, así como presentar informes de avance de cara al logro 
de los objetivos de la PNM en sus áreas temáticas de competencia.

En resumen, desde su rol rector, el ISDEMU facilitará  las condicio-
nes de implementación y seguimiento de la PNM, pero la responsa-
bilidad por la ejecución de las medidas recae sobre los Ministerios 
e instituciones que por su mandato estén en el ámbito de interven-
ción de los ejes temáticos y transversales de dicha PNM. 
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DECRETO Nº. 645

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR,

CONSIDERANDO:

I. 	 Que el artículo 3 de la Constitución, establece como princi-
pio, que todas las personas son iguales ante la Ley, lo cual 
se reitera en el texto constitucional, donde también se indica 
que, para el goce de los derechos que este principio implica, 
no podrán establecerse restricciones que se basen en diferen-
cias de nacionalidad, raza, sexo o religión.

II. 	 Que El Salvador es Estado parte de los Tratados y Convencio-
nes Internacionales y Regionales de Derechos Humanos que 
postulan la igualdad de los seres humanos en el goce de tales 
derechos.

III. 	Que es obligación del Estado la eliminación de todas las formas 
de discriminación que de manera directa e indirecta, impiden a 
las mujeres salvadoreñas el pleno ejercicio de la ciudadanía y 
el disfrute de los derechos que esta condición admite.

IV. Que a fin de darle cumplimiento al artículo 3 de la Ley del 
Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, que es-
tablece que dicha Institución tendrá por objeto diseñar, diri-
gir, ejecutar, asesorar y velar por el cumplimiento de la Po-
lítica Nacional de la Mujer, es necesario fortalecer su marco 
institucional.

V. Que la igualdad y la equidad entre mujeres y hombres, en 
todas las esferas de la vida colectiva, son condiciones fun-
damentales para el logro del desarrollo, la gobernabilidad, la 
paz y la plena democracia en El Salvador.

VI. Que es necesario contar con un instrumento legal que desa-
rrolle el principio constitucional de igualdad en forma jurídi-
ca, política, democrática y administrativamente pedagógica, 
que fundamente la Política de Estado para articular la acción 
de los Órganos Públicos a favor de la igualdad de mujeres y 
hombres de El Salvador.
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POR TANTO,

En uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa de las Dipu-
tadas y los Diputados: Othon Sigfrido Reyes Morales, Lorena Gua-
dalupe Peña Mendoza, Irma Lourdes Palacios Vásquez, Karla Gise-
la Abrego Cáceres, Héctor Antonio Acevedo Moreno, Marta Lorena 
Araujo, Norma Cristina Cornejo Amaya, Blanca Noemí Coto Estra-
da, Rosa Alma Cruz de Henríquez, Nery Arely Díaz de Rivera, Emma 
Julia Fabián Hernández, Norma Fidelia Guevara de Ramirios, Jorge 
Schafik Handal Vega Silva, Rolando Mata Fuentes, Orestes Fredes-
mán Ortez Andrade, Inmar Rolando Reyes, José Mauricio Rivera, 
Jackeline Noemí Rivera Ávalos, Pedrina Rivera Hernández, Gilber-
to Rivera Mejía, Sonia Margarita Rodríguez Sigüenza, Karina Ivette 
Sosa de Lara, Ramón Arístides Valencia Arana y Margarita Velado; 
y con el apoyo a la misma de las Diputadas y los Diputados: Ciro 
Cruz Zepeda Peña, José Francisco Merino López, Francisco Roberto 
Lorenzana Durán, Roberto José d’Aubuisson Munguía, José Antonio 
Almendáriz Rivas, Ernesto Antonio Angulo Milla, Yohalmo Edmun-
do Cabrera Chacón, Darío Alejandro Chicas Argueta, José Álvaro 
Cornejo Mena, Valentín Arístides Corpeño, Carlos Cortez Hernán-
dez, Luis Alberto Corvera Rivas, Santos Eduviges Crespo Chávez, 
Carmen Elena Calderón Sol de Escalón, Antonio Echeverría Véliz, 
Margarita Escobar, Omar Arturo Escobar Oviedo, Julio César Fabián 
Pérez, Carmen Elena Figueroa Rodríguez, Santiago Flores Alfaro, 
Eduardo Antonio Gomar Morán, Ricardo Bladimir González, Rafael 
Antonio Jarquín Larios, Gladis Marina Landaverde Paredes, Benito 
Antonio Lara Fernández, Alejandro Dagoberto Marroquín, Mario 
Marroquín Mejía, Guillermo Francisco Mata Bennett, Misael Mejía 
Mejía, Guillermo Antonio Olivo Méndez, Rubén Orellana, Mariela 
Peña Pinto, Mario Antonio Ponce López, Gaspar Armando Portillo 
Benítez, Zoila Beatriz Quijada Solís, Carlos Armando Reyes Ramos, 
David Ernesto Reyes Molina, Santos Adelmo Rivas Rivas, David Ro-
dríguez Rivera, Marcos Francisco Salazar Umaña, Patricia María 
Salazar Mejía, César Humberto Solórzano Dueñas, Manuel Rigo-
berto Soto Lazo, Enrique Alberto Luis Valdés Soto, Mario Eduardo 
Valiente Ortiz y Ana Daysi Villalobos de Cruz.
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DECRETA la siguiente,

LEY DE IGUALDAD, EQUIDAD Y ERRADICACIÓN DE LA 
DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS MUJERES

Capítulo I

Garantía, Aplicación de la ley y Principios Rectores

Art. 1. Garantía de cumplimiento del Principio Constitucional de 
Igualdad

Por medio de la presente ley, el Estado ratifica su compromiso con 
la plena aplicación del Principio Constitucional de Igualdad de las 
personas y el cumplimiento de las obligaciones derivadas en este 
principio aplicables a la legislación nacional y a la acción efectiva 
de las Instituciones del Estado.

De conformidad con la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer, CEDAW, esta ley 
prohíbe la discriminación, de derecho o de hecho, directa o indi-
recta, contra las mujeres.

Este compromiso, expresa la voluntad política del Estado de ha-
cer de la igualdad y la erradicación de la discriminación contra 
las mujeres, una exigencia fundamental de sus actuaciones en las 
iniciativas públicas y privadas, para que el principio constitucional 
se cumpla real y efectivamente en los hechos, como condición para 
el logro de una sociedad democrática, solidaria, justa, respetuosa 
de las diferencias y capaz de crear las condiciones de libre y pleno 
ejercicio de los derechos y de todas las capacidades jurídicas que 
confiere la ciudadanía salvadoreña en todos los ámbitos del que-
hacer colectivo.

La garantía efectiva del Principio de Igualdad expresa que, para el 
Estado, mujeres y hombres son iguales ante la ley y equivalentes 
en sus condiciones humanas y ciudadanas; por tanto, son legíti-
mamente, merecedoras y merecedores de igual protección de sus 
derechos por las Instituciones competentes y no podrán ser objeto 
de ningún tipo de discriminación que impida el ejercicio de ta-
les derechos. En razón de lo anterior, las leyes y normas que aún 
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mantengan disposiciones de exclusión y disminución de los dere-
chos y capacidades jurídicas de las mujeres, se consideran discrimi
natorias a los efectos de la presente ley.

Art. 2. Objeto de la ley

La presente ley es fundamento de la Política del Estado en la mate-
ria; y como tal, está obligado a su cumplimiento. Su objeto es crear 
las bases jurídicas explícitas que orientarán el diseño y ejecución 
de las políticas públicas que garantizarán la igualdad real y efectiva 
de mujeres y hombres, sin ningún tipo de discriminación, en el 
ejercicio y goce de los derechos consagrados legalmente. A tal fin, 
la presente ley como fundamento de la Política del Estado:

a)	 Establece los principios, propósitos y lineamientos normativos 
fundamentales que las políticas gubernamentales u otras insti-
tuciones del Estado deben contemplar, para asegurar las condi-
ciones administrativas, socio políticas y culturales que exigen la 
igualdad de derecho, la igualdad de hecho y la eliminación de 
las discriminaciones entre las y los ciudadanos salvadoreños.

b) 	Orienta la actuación de las instituciones nacionales y muni-
cipales responsables de su ejecución.

c) 	Regula las iniciativas que promuevan la igualdad efectiva y 
la erradicación de discriminación en instituciones del Estado.

Art. 3. Ámbito de aplicación

La presente ley es de interés social y de aplicación general e invo-
lucra a todos los ámbitos de la vida social, económica, política y 
cultural de la República de El Salvador. Las disposiciones, derechos 
y obligaciones establecidas en esta ley son de aplicación a toda 
persona natural o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio 
salvadoreño, quienes gozarán de la protección de sus derechos 
conforme lo establecen los acuerdos internacionales y las normas 
nacionales aplicables.

Otros entes y organizaciones de carácter estatal, independiente-
mente de su naturaleza, quedarán obligados a lo que en cada caso 
disponga la presente ley.
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Art. 4. Alcances de la ley

Para el cumplimiento de la presente ley, las instituciones del Estado, de 
acuerdo con sus competencias, deberán realizar acciones permanen-
tes orientadas hacia los siguientes aspectos de alcance general:

1.	 Eliminación de los comportamientos y funciones sociales dis-
criminatorias, que la sociedad asigna a mujeres y hombres res-
pectivamente; las cuales originan desigualdades en las condi-
ciones de vida, y en el ejercicio de los derechos en la posición, 
en la valoración social de las capacidades humanas de las unas 
con respecto a los otros y en la vida pública.

2.	 Lograr la igualdad de mujeres y hombres en todas las esferas 
de la vida personal colectiva; así como, la eliminación de los 
factores que impiden desarrollar sus capacidades para tomar 
decisiones sobre su vida sin limitaciones derivadas de patrones 
culturales discriminatorios.

3.	 Desarrollar pautas de socialización de mujeres y hombres, ba-
sadas en el reconocimiento de la plena equivalencia humana, 
política, social, económica y cultural de ambos, en el mutuo 
respeto a sus diferencias de cualquier tipo; en el respeto de sus 
potencialidades y talentos personales y colectivos; en el reco-
nocimiento de su corresponsabilidad y de sus contribuciones 
equivalentes a la subsistencia y supervivencia humana; de sus 
aportes al desarrollo, la democracia, y de sus capacidades para 
participar en la dirección y conducción de la sociedad.

4.	 Eliminación de los obstáculos al desempeño e intervención de 
las mujeres en todas las áreas del quehacer colectivo e indivi-
dual y a la creación de condiciones que faciliten, propicien y 
promuevan la participación igualitaria de las mujeres y hom-
bres en el pleno ejercicio de todos sus derechos.

5.	 Armonización de las leyes, reglamentos, resoluciones o 
cualquier otro acto jurídico o administrativo originado en las 
instituciones del Estado que limiten o nieguen los principios 
de igualdad, no discriminación y los derechos entre mujeres 
y hombres.
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Art. 5. Principios Rectores

La presente Ley se fundamenta en los principios de Igualdad, Equi-
dad, No discriminación, Respeto a las diferencias entre hombres y 
mujeres y Transversalidad.

Se reconoce la paridad como un valor y un fin para la garantía de la 
democracia. Se considera como paridad la promoción de la partici-
pación de representación equitativa de mujeres y hombres en todos 
los ámbitos: sociales, económicos y políticos.

Art. 6. Definición de los Principios Rectores

A efectos del artículo anterior, los Principios Rectores se definen como:

1.	 Igualdad: Se entenderá como igualdad para la presente Ley:

a) 	Un derecho individual y colectivo; por tal razón, su protec-
ción deberá ser exigida cuando su incumplimiento o viola-
ción afecte significativa y negativamente el ejercicio de los 
derechos ciudadanos, en ambas circunstancias.

b) 	El derecho de las y los ciudadanos a recibir, por parte de las 
instituciones del Estado, igual respeto, trato y protección de 
los derechos y garantías consagrados en la Constitución y en 
las leyes secundarias; así como, en las disposiciones inclui-
das en las Convenciones y Tratados Internacionales ratifica-
dos por El Salvador.

c) 	La plena realización de la igualdad real a través de la pro-
tección, aplicación y cumplimiento de las obligaciones de-
rivadas de los derechos establecidos en el ordenamiento ju-
rídico, así como en las normas, decisiones, procedimientos, 
prácticas y acciones administrativas de las instituciones pú-
blicas del Estado.

d)	 Igualdad de Oportunidades: Se refiere a la igualdad y equi-
paración de las condiciones para la exigencia de los recursos 
y los beneficios que permiten a cada persona acceder por sí 
misma, a la garantía de los derechos que establecen las leyes 
en todos los ámbitos.
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e) 	Igualdad de trato: Se refiere al establecimiento de beneficios 
justos y equivalentes, en los grupos discriminados, margina-
dos o vulnerados a causa de alguna diferencia.

2. 	 Equidad: Son las acciones que conducen a la igualdad. Por lo 
cual las instituciones del Estado deberán hacer uso de las ac-
ciones positivas, como instrumentos de justicia social y como 
mecanismos de corrección que eliminen las discriminaciones y 
desigualdades de hecho entre mujeres y hombres. Para el em-
pleo de dichas acciones, pondrán especial atención en aquellos 
colectivos de mujeres en cuya situación y posición concurran 
múltiples discriminaciones.

3.	 No discriminación: Se refiere a la prohibición de la discrimi-
nación de derecho o de hecho, directa o indirecta, contra las 
mujeres; la cual se define como, toda distinción, exclusión o 
restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resulta-
do menoscabar o anular el ejercicio por las mujeres, de los de-
rechos humanos y las libertades fundamentales en todas las es-
feras, con independencia de sus condiciones socio económicas, 
étnicas, culturales, políticas y personales de cualquier índole.

La discriminación será:

a) 	Directa: Cuando por razón de sexo, la persona o el colectivo 
afectado ha sido tratado en desventaja frente a otro.

b)	 Indirecta: Cuando por razón de sexo, una norma, disposi-
ción, criterio o práctica produzca desventajas para las mu-
jeres respecto de los hombres, aun cuando en su texto no 
exprese discriminación directa.

4.	 Respeto a las diferencias entre hombres y mujeres: Se entenderá 
como el derecho de las personas a vivir legítimamente y en 
igualdad de derechos ciudadanos, sin discriminaciones basadas 
en características biológicas, de género, preferencias ideológi-
cas y culturales, así como las que se derivan de necesidades e 
intereses específicos de género de mujeres y hombres. En tal 
sentido, no son admisibles excepciones al principio de igualdad 
que den lugar a actos discriminatorios.
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5.	 Transversalidad: Se entenderá como el enfoque estratégico que 
tiene como finalidad la integración igualitaria de las necesida-
des, intereses, experiencias y contribuciones de mujeres y hom-
bres en las leyes, políticas y ejecutorias de las instituciones del 
Estado y en otras organizaciones mencionadas en esta ley.

Art. 7. Organismo Rector

El Organismo Rector para promover y apoyar la implementación 
de la presente ley en todas las instancias del Estado, es el Instituto 
Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, en adelante ISDEMU, 
que deberá adecuar sus funciones para garantizar el cumplimiento 
de la misma.

Para lograr que su desempeño sea eficiente, el Estado deberá for-
talecerlo política, administrativa y técnicamente; así como, do-
tarlo de los recursos estructurales y financieros necesarios para 
su funcionamiento.

Art. 8. Funciones del Organismo Rector

Son funciones del ISDEMU:

1) Elaborar un “Plan Nacional de Igualdad” que contenga los li-
neamientos de la Política de Igualdad, Equidad y Erradicación 
de la Discriminación, que dé cumplimiento a la presente ley.

2) Evaluar, diseñar, proponer y apoyar iniciativas dentro del or-
den institucional del Estado y de la sociedad, que conduzcan 
a la construcción y consolidación de una cultura social y 
política de erradicación de la discriminación de género y a 
favor de la igualdad y equidad.

3) 	Proponer y coordinar la incorporación sistemática del Prin-
cipio de Transversalidad de la igualdad y no discriminación, 
en el diseño y formulación de las políticas públicas en las 
instituciones del Estado. 

4) 	Cooperar técnicamente con el fortalecimiento de las instan-
cias públicas obligadas a su protección y vigilancia. 
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5) 	Dar seguimiento y participar coordinadamente con los organis-
mos responsables, en el cumplimiento de los compromisos regio-
nales e internacionales contraídos por el Estado, relacionados con 
la salvaguarda de la igualdad y de los derechos de las mujeres. 

6) 	Contribuir a la concientización amplia en la población sobre 
la importancia que, para el desarrollo social, el crecimiento 
económico, la gobernabilidad y la democracia, sólo se logra 
con el ejercicio pleno de los derechos de las mujeres. 

7) 	Promover, difundir y fomentar el conocimiento y sensibiliza-
ción de la presente ley, en el sector público y privado. 

8) 	Velar por el estricto cumplimiento de la presente ley, promo-
viendo en su caso la investigación correspondiente, en los 
casos de incumplimiento de la misma, a fin de determinar las 
recomendaciones pertinentes y las sanciones respectivas. 

Capítulo II 

Instrumentos de las Políticas de Igualdad y 
Erradicación de la Discriminación

Art. 9. Alcance del Principio de Transversalidad

En cumplimiento de compromisos regionales e internacionales 
contraídos por el Estado en materia de políticas de igualdad y erra-
dicación de la discriminación, las instituciones del Estado deberán 
integrar los Principios de Igualdad y No discriminación en todas las 
políticas, normativas, procedimientos y acciones desarrolladas en 
el ejercicio de sus respectivas competencias, por lo que están obli-
gados por tales compromisos, a aplicar la estrategia metodológica 
de transversalidad del enfoque de género.

Art. 10. Criterios de aplicación del Principio de Transversalidad en 
la actuación de las instituciones del Estado

Son criterios de aplicación los siguientes:

a)	 La perspectiva conceptual, metodológica y técnica del en-
foque de género, cuyo objetivo es descubrir y reconocer las 
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desigualdades y discriminaciones existentes entre las perso-
nas, creadas sobre la base de las diferencias sexuales, y que 
produzcan desventajas, para mujeres o para los hombres, en 
el disfrute de los derechos ciudadanos en todos los ámbitos 
de la sociedad.

b)	 La estrategia de transversalidad del enfoque de género, se 
aplicará de forma progresiva y coordinada en el diseño, 
implementación, seguimiento y evaluación de las políticas 
públicas estatales y de otros instrumentos, procedimientos, 
mecanismos y normativas en las instituciones del Estado.

Art. 11. De la coordinación de las instituciones del Estado

El ISDEMU, como organismo rector, velará por el cumplimiento de 
la aplicación de la estrategia de transversalidad de los Principios 
Rectores de esta ley, de la coordinación entre las instituciones y de 
la formulación y evaluación de los Planes de Igualdad.

Para el cumplimiento de esta obligación, el ISDEMU desarrollará 
las siguientes acciones:

a)	 Promover y apoyar la creación de mecanismos de coordi-
nación institucionales para garantizar la aplicación de la 
transversalidad de los principios rectores de esta ley en la 
formulación y ejecución de las políticas y planes nacionales, 
descentralizados y sectoriales.

b)	 Asesorar a las instituciones del Estado en la materia objeto de 
esta ley.

c) 	Conocer sobre situaciones de discriminación de las mujeres 
y emitir las resoluciones correspondientes, a fin de que sean 
remitidas a las instancias del Estado competentes.

d) 	Formular y proponer por las vías competentes, proyectos de ley 
y reglamentos que sean necesarios para el logro de la igualdad 
y la eliminación de las discriminaciones contra las mujeres.

e) 	Gestionar y proporcionar apoyo técnico para el estableci-
miento de Unidades de Género en las diferentes instituciones 
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del Estado, para el logro de un funcionamiento coordinado 
en relación al cumplimiento de la presente ley.

Art. 12. Formulación y evaluación de los Planes de Igualdad y Erra-
dicación de la Discriminación

El gobierno, a través del ISDEMU, aprobará en cada período ad-
ministrativo, un Plan Nacional que exprese y desarrolle de manera 
global y coordinada, los lineamientos de la política gubernamen-
tal y la estrategia general que en materia de igualdad y combate a 
la discriminación, se deba aplicar a los objetivos y acciones que 
orientarán la actividad de las instituciones del Estado. El Plan Na-
cional de Igualdad se fundamentará en los principios y mandatos 
que esta ley establece.

Los gobiernos locales deberán elaborar sus propios planes de igual-
dad dentro del marco de los lineamientos y objetivos del plan na-
cional y en coherencia con el desarrollo que se espera de ellos, de 
acuerdo con sus capacidades y autonomía.

El gobierno central y los gobiernos locales garantizarán la ejecu-
ción de los respectivos planes de igualdad, mediante la asignación 
de los recursos financieros y administrativos necesarios.

Art. 13. Presupuestos de género

La presente ley establece que la elaboración de los presupuestos 
con enfoque de género, deberán tener en cuenta las diferentes 
necesidades de mujeres y hombres, para potenciar la igualdad y 
acciones equitativas que hagan realidad los compromisos guberna-
mentales con la equidad y la igualdad.

El Estado deberá incorporar en su presupuesto los recursos necesa-
rios para dar cumplimiento a la presente ley.

La asignación presupuestaria del ISDEMU deberá contemplar los 
recursos específicos necesarios que le permitan velar por la imple-
mentación de esta ley.
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Art. 14. De las estadísticas e indicadores

Las instituciones del Estado deberán desagregar por sexo la reco-
pilación, análisis y publicación de toda la información estadística 
relevante para el objeto y mandatos de esta ley, así como, realizar 
los estudios y crear los instrumentos que permitan desarrollar in-
dicadores que faciliten el conocimiento de las situaciones de dis-
criminación y de brechas existentes en la situación y posición de 
mujeres y hombres en los diversos ámbitos de actividad de la socie-
dad salvadoreña para brindar fundamento objetivo a las políticas 
de igualdad.

Así mismo la Dirección General de Estadísticas y Censos del Minis-
terio de Economía, deberá incorporar la variable de sexo en todo 
el Sistema Estadístico Nacional de manera progresiva a fin de recu-
perar, registrar, organizar, centralizar, conservar y suministrar infor-
mación a quienes institucionalmente corresponda.

Créase el Centro de Información en el Instituto Salvadoreño para 
el Desarrollo de la Mujer, que en coordinación con la Dirección 
General de Estadísticas y Censos y las instituciones del Estado co-
rrespondientes, deberá diseñar un Sistema de Indicadores, así como 
recopilar, formular, sistematizar y publicar la información que reci-
ba, a fin de promover la formulación de estudios o investigaciones 
académicas y de Políticas Públicas.

Art. 15. Erradicación del sexismo en el lenguaje institucional y social

A los efectos de esta ley, se entenderá por uso no sexista del lengua-
je la utilización de aquellas expresiones linguísticamente correctas 
sustitutivas de aquellas que, aun siendo correctas o no, ocultan lo 
femenino o lo sitúan en un plano secundario o de menor valor res-
pecto al masculino.

El Estado promoverá sistemáticamente la eliminación del uso sexis-
ta del lenguaje y las expresiones discriminatorias contra las muje-
res, en todos los mensajes de su marco institucional. El ISDEMU, 
brindará apoyo de información y formación al personal al servicio 
de las instituciones del Estado para dar cumplimiento a esta norma. 
También realizará acciones que promuevan la erradicación del uso 
sexista del lenguaje en la vida social.
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Capítulo III

Promoción y protección de la igualdad y no 
discriminación en el derecho a la educación y 

participación política

Art. 16. Principios Generales de la Política de Igualdad y No 
Discriminación en materia de educación

El Estado adopta la transversalización del principio constitucional 
de la igualdad y del principio de no discriminación de las personas 
por razones de sexo como objetivo fundamental a lograr en todas 
las actividades educativas dentro de sus competencias. A tal efec-
to, desarrollará las acciones que garanticen la educación para la 
igualdad y no discriminación entre mujeres y hombres en todo el 
territorio nacional.

La promoción y protección de la igualdad en educación abarcará la 
adopción de normas explícitas, enfoques conceptuales y pedagógi-
cos, criterios técnicos y métodos didácticos que garanticen la pro-
moción de la igualdad, equidad y no discriminación entre mujeres 
y hombres en las siguientes esferas de la acción educativa:

a)	 En los planes de estudio, en los contenidos curriculares y 
en los métodos de evaluación de todos los niveles, etapas, 
ciclos, grados y modalidades del sistema educativo. 

b)	 En la formación y en la práctica profesional del personal do-
cente de todas las áreas. 

c)	 En los textos, publicaciones, recursos didácticos y material 
de apoyo docente. 

d)	 En los procedimientos que aseguran el acceso y permanencia 
dentro del sistema educativo. 

Art. 17. Criterios que orientarán la educación para la igualdad y no 
discriminación de mujeres y hombres

El propósito de la educación para la igualdad y no discriminación 
de mujeres y hombres, deberá expresarse en las esferas de atención 
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señaladas en el artículo anterior, tomando en consideración, entre 
otros, los criterios que se citan a continuación:

1.	 Igualdad en la oferta educativa sin discriminación por género.

2.	 Acceso real e igualitario de mujeres y hombres a todas las 
modalidades y niveles del sistema educativo.

3.	 Eliminación de lenguajes sexistas.

4.	 Reconocimiento de las contribuciones históricas de las mujeres.

5.	 Desarrollo de actitudes de co-responsabilidad de mujeres y 
hombres en las tareas de mantenimiento y cuidado del ám-
bito doméstico, familiar y de personas adultas mayores.

6. 	 Prevención de la violencia contra las mujeres.

7.	 Promoción del respeto a las diferencias étnicas, culturales y  
entre hombres y mujeres.

8.	 Eliminación de actitudes discriminatorias basadas en facto-
res étnicos, sexuales, raciales, religiosos o discapacidades.

9.	 Orientación vocacional en áreas no tradicionales para am-
bos géneros o donde están representados.

10.	Educación que se base en valores y principios, y que per-
mita la formación sobre responsabilidades, prevención de 
riesgos y auto cuidado en salud integral.

11.	Acciones positivas en el otorgamiento de becas a mujeres 
que por maternidad han tenido que retrasar sus estudios en 
su edad reproductiva.

12.	Igualdad en acceso a facilidades públicas: Premios y finan-
ciamientos.

13. Igualdad en las dotaciones bibliotecarias y bibliográficas 
para que recojan los aportes de las mujeres al acervo cultu-
ral y científico.
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No podrá impedírsele a ninguna mujer, en ninguna etapa de su 
ciclo educativo, el acceso, permanencia y finalización de sus estu-
dios por razones de discriminación basadas en su género. Así mis-
mo no podrá impedírsele a mujeres, por razones de embarazo el 
acceso, permanencia y finalización de sus estudios.

El Ministerio de Educación conforme a las posibilidades presupues-
tarias, deberá considerar en los Programas de Becas de estudios 
básico, medio, superior o técnico, o en otros programas de apoyo 
formativo a las siguientes mujeres:

1)	 Niñas y adolescentes que por embarazo han interrumpido su 
proceso educativo.

2)	  Mujeres que por discapacidad, vulnerabilidad social, econó-
mica y territorial, no puedan accesar, permanecer y finalizar 
sus estudios.

En ambos casos el interés de continuar estudiando será expresado 
por parte de las niñas, adolescentes o mujeres previo cumplimiento 
de los requisitos académicos pertinentes.

Art. 18. Educación superior

El gobierno, a través del ISDEMU y del Ministerio de Educación, fo-
mentará, sin vulnerar la autonomía y libertad establecida en la Ley 
de Educación Superior o las instituciones de Educación Superior, 
la inclusión de la perspectiva de género en los planes de estudio, 
proyectos de investigación, otorgamiento de becas con criterios de 
igualdad de género, acceso a las carreras tradicionales y no tradi-
cionales en igualdad de condiciones para mujeres y hombres, y 
apoyo a la mujer en su inserción laboral.

Art. 19. Formación profesional, vocacional, artística y deportiva

Le compete al Estado:

a) 	Garantizar la igualdad y no discriminación de géneros en 
las actividades correspondientes a las disciplinas deportivas 
y culturales, dirigidas a contribuir al desarrollo físico saluda-
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ble, al enriquecimiento y desarrollo de talentos artísticos e 
intelectuales y al entretenimiento de mujeres y hombres.

b) 	Velar porque las personas con discapacidad puedan ejer-
cer plenamente el acceso a las disciplinas descritas en el 
literal anterior.

Art. 20. Sobre la promoción de igualdad en el ejercicio de los de-
rechos políticos

Se promoverán la igualdad de mujeres y hombres en el ejercicio de 
los derechos políticos, incluidos entre otros, los derechos al voto, 
la elegibilidad, el acceso a todas las instancias y niveles de toma de 
decisiones, así como la libertad de organización, participación y 
demás garantías civiles y políticas.

Art. 21. Promoción de la igualdad en las organizaciones políticas

Los partidos políticos legalmente establecidos, a fin de garantizar 
la mayor participación democrática en los procesos de elección 
de sus autoridades y de candidatos y candidatas para las diferentes 
elecciones en que participen, promoverán acciones que permitan 
la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres establecida 
en esta ley, a fin de asegurar la no discriminación de las mujeres en 
las instancias internas y de representación.

Art. 22. La igualdad en los procesos electorales

Se fomentará en los procesos electorales la participación política 
de la mujer en igualdad de oportunidades entre mujeres y hom-
bres, la equidad de género en el país y sobre las políticas públicas 
que las garantizan.

Art. 23. Promoción de la participación de mujeres en órganos de 
dirección

Todas las instituciones y organizaciones acreditadas por el gobier-
no deberán promover y sensibilizar la participación en igualdad de 
oportunidades de mujeres y hombres en las posiciones y en los pro-
cesos de toma de decisiones, en especial en sus órganos de dirección.
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Capítulo IV

Promoción y protección de la igualdad  
y no discriminación en los derechos  

económicos y laborales

Art. 24. De la igualdad y no discriminación en la participación 
económica

El gobierno garantizará la igualdad y no discriminación de las mu-
jeres en su participación económica, a través de los organismos 
directamente vinculados al fomento y gestión del desarrollo eco-
nómico y en coordinación con los organismos competentes de 
la materia. Realizará acciones que contribuyan a la participación 
activa e igualitaria de mujeres y hombres en las decisiones, dis-
posición y control de los medios de producción que les permitan 
igualdad en el acceso al desarrollo económico y a las oportuni-
dades del goce de sus beneficios. Con el propósito de potenciar 
la autonomía económica de las mujeres, el ISDEMU en alianza 
con los organismos competentes, gestionará la creación y forta-
lecimiento de las empresas de mujeres, mediante el desarrollo de 
las siguientes actividades: a) Procesos de formación, b) Asistencia 
técnica, c) Transferencia tecnológica, d) Incentivos fiscales, e) Ac-
ceso a créditos blandos, f) Oportunidades de comercialización y 
g) Impulso a la competitividad solidaria.

El gobierno, a través del ISDEMU, promoverá y creará programas 
especiales para las mujeres que por su condición de vulnerabilidad 
social, económica, cultural y ambiental, requieren una atención es-
pecializada; asimismo, las instituciones del Estado con competen-
cia en el otorgamiento de créditos y programas de emprendimiento 
económico y las Asociaciones Cooperativas, establecerán normas 
explícitas que garanticen el trato igualitario y justo para el fomento 
de la autonomía económica de las mujeres.

El Estado previa la calificación correspondiente, otorgará incentivos 
a las instituciones crediticias que fomenten programas especiales 
de emprendimiento económico para las mujeres.
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Art. 25. De la participación igualitaria en el empleo

El Estado deberá aplicar los siguientes lineamientos en sus políticas 
de empleo y acciones de inserción laboral, tomando en conside-
ración la brecha entre lo rural y lo urbano y las condiciones de 
trabajo para superar desventajas para las mujeres:

a)	 Incluir en las políticas de empleo las disposiciones conteni-
das en la presente ley, a fin de lograr la igualdad en el ejerci-
cio de los derechos laborales de mujeres y hombres.

b)	 Los requisitos y criterios de selección de personal que se 
establezcan, deberán contemplar la igualdad de mujeres y 
hombres y la eliminación de cualquier sesgo sexista, en detri-
mento de la igualdad de oportunidades y la igualdad de trato.

c)	 Las ofertas de empleo deberán ser anunciadas sobre la base 
de los requisitos exigibles para su desempeño, sin tener como 
criterio de aceptabilidad el sexo.

d)	 El organismo competente en la materia de capacitación la-
boral y demás instituciones encargadas de ofrecer capacita-
ción para el fomento del empleo o del mejoramiento laboral, 
deberán considerar la igualdad de oportunidades y de tra-
to, tanto en los cupos que se asignen para estas actividades, 
como en los contenidos que se impartan.

e)	 Las normativas públicas de inspección laboral deberán con-
tener criterios de transversalidad enunciados en esta ley.

f)	 Las y los empleadores adoptarán medidas especiales para ha-
cer efectiva la existencia de plazas para mujeres y hombres, 
de conformidad a la Ley de equiparación de oportunidades 
para las personas con discapacidad.

g)	 La eliminación de cualquier diferenciación salarial entre 
hombres y mujeres en razón del desempeño de un mismo 
cargo y función laboral.

h)	 La promoción de normativas encaminadas a regular y ho-
mogenizar las condiciones laborales de las trabajadoras do-
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mésticas a fin de que las mismas gocen de los beneficios y 
prestaciones laborales establecidas en el Código de Trabajo.

El Estado a través de las instancias correspondientes, definirá y eje-
cutará políticas dirigidas a prevenir y erradicar el acoso sexual, aco-
so laboral y otros acosos generados en las relaciones laborales, en 
los diferentes regímenes de aplicación.

Capítulo V

Promoción y protección de la igualdad y no 
discriminación en los derechos a la salud y otros 

derechos sociales y culturales

Art. 26. Igualdad y no discriminación en la atención a la salud in-
tegral y a la salud sexual y reproductiva

El Estado adoptará la transversalización del principio constitucio-
nal de la igualdad y la no discriminación entre mujeres y hombres 
como objetivo fundamental a lograr en todas las actividades vincu-
ladas a las responsabilidades públicas en salud.

El Estado, en atención a las obligaciones que le confiere la Consti-
tución, postula como derechos fundamentales en materia de salud 
integral, salud sexual y salud reproductiva:

El derecho a recibir información calificada sobre las materias vincu-
ladas a estos derechos; el derecho a recibir servicios de prevención 
de riesgos en esta materia; y, el derecho a la atención integral.

El Ministerio de Salud garantizará la protección de los derechos a 
la salud integral, a la salud sexual y reproductiva, y la igualdad y 
equidad en el acceso y atención en los servicios correspondientes.

En el diseño, ejecución y evaluación de las políticas y planes de 
salud, se aplicarán los siguientes lineamientos generales:

a)	 Acceso de mujeres y hombres, sin discriminación alguna y 
en todas las etapas de su vida, a información educativa, a 
servicios gratuitos y de buena calidad, para la atención de la 
salud integral.
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b)	 Acceso universal de niñas, niños, adolescentes, adultas y 
adultos, a información y educación científica y actualizada, 
adecuada al ciclo vital, oportuna, veraz, suficiente y com-
pleta sobre el ejercicio responsable de la sexualidad, auto 
cuidado y prevención de riesgos en salud sexual y salud re-
productiva, así como acceso a los servicios públicos de infor-
mación, atención preventiva y curativa correspondientes.

c)	 Proveer información científica, educación, normas de higie-
ne, prevención, detección y atención a riesgos en salud se-
xual y salud reproductiva, con especial consideración a las 
infecciones de transmisión sexual y el Virus de inmunodefi-
ciencia Humana/Síndrome de inmunodeficiencia Adquirida 
(VIH- SIDA).

d)	 Garantizar servicios de salud de calidad durante la etapa de 
fertilización, implantación, embarazo, parto y puerperio a 
todas las mujeres, sin discriminación de ningún tipo, inclu-
yendo la garantía de atención a pacientes que acudan a los 
establecimientos de salud en busca de atención oportuna, 
por problemas y situaciones que pongan en riesgo la conti-
nuidad del embarazo.

e)	 Desarrollar actividades sistemáticas calificadas y sostenidas 
para formar personas con las capacidades y habilidades que 
exige la oferta de estos servicios.

Art. 27. Reconocimiento del trabajo doméstico y del cuidado

El Estado reconoce el valor económico y la contribución esencial 
y equivalente del trabajo reproductivo, doméstico y del cuidado, 
respecto del trabajo productivo remunerado.

El Estado, desarrollará de manera sostenida y permanente, políticas 
dirigidas a facilitar la corresponsabilidad de mujeres y hombres, en el 
ámbito del trabajo reproductivo y del cuidado familiar, lo cual com-
prende la atención de las exigencias de la vida doméstica y familiar.

Se comprende dentro de las actividades de trabajo Reproductivo, ac-
tividades como la gestación y el cuido de infantes, la preparación de 
alimentos, la recolección de agua, las compras de provisiones, los 
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quehaceres domésticos y la atención de la salud familiar, incluido el 
cuidado y mantenimiento de la unidad doméstica y de sus miembros.

El ISDEMU, desarrollará acciones de concientización de la pobla-
ción sobre la corresponsabilidad de ambos géneros en la atención 
a la producción y cuidado de la subsistencia humana y brindará 
asesoría a las instituciones que lo soliciten, para el desarrollo de 
políticas de corresponsabilidad.

Art. 28. Persona adulta mayor

El Estado, a través de las instancias competentes, promoverá en los 
organismos comunitarios y en los gobiernos locales medidas espe-
ciales, prestaciones y servicios de atención integral a las personas 
adultas mayores, que garanticen su seguridad social y el desarrollo 
de sus capacidades vocacionales, creativas, asociativas y educativas.

Art. 29. Inclusión social de mujeres en situación de vulnerabilidad 
personal, social y económica

El Estado, a través de las instancias competentes, brindará especial 
atención y establecerá entre sus prioridades la generación de capa-
cidades de las mujeres en condiciones de vulnerabilidad personal 
por alguna discapacidad, pobreza extrema o condición económica, 
social y de género, para promover su acceso a los bienes y servicios 
que faciliten su bienestar e inserción social. Dicha garantía se otor-
gará cuando existan familias extensas o monoparentales.

Así mismo, en cumplimiento de los tratados y compromisos in-
ternacionales, les deberá garantizar derechos fundamentales tales 
como el derecho a la vida, la integridad física y moral, la salud, la 
libertad, la seguridad, al trabajo, a la propiedad y posesión y a ser 
protegida en la conservación y defensa de los mismos.

Art. 30. De la igualdad a la seguridad social

El Estado garantizará el cumplimiento efectivo de las disposiciones 
contenidas en las leyes laborales y de seguridad social relativas a la 
protección de las mujeres trabajadoras en los sectores formales de la 
economía y desarrollará disposiciones que permitan el acceso a presta-
ciones de seguridad social a las trabajadoras en los sectores informales.
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Art. 31. Protección e inclusión social de mujeres en situación de 
trata interna y transnacional

El Estado, a través de las instancias competentes, deberá desarro-
llar una política integral para la prevención, detección, atención y 
protección de las mujeres víctimas de trata interna y transnacional, 
así como la revisión y actualización permanente de la legislación 
sancionatoria o punitiva.

Asimismo, deberá garantizar la restitución de los derechos de las 
mujeres víctimas de trata que son explotadas y abusadas sexual-
mente, ya sea con fines económicos y sociales o no; y posibilitará la 
activación y coordinación de los mecanismos de apoyo comunita-
rio que eliminen la discriminación y estigmatización de las mismas.

Art. 32. De la igualdad en las Políticas Ambientales

Las instituciones de Estado competentes en materia de protección am-
biental, deberán tomar en cuenta dentro de sus políticas los efectos 
socio ambientales que generan un impacto diferenciado entre mujeres 
y hombres, y adoptarán e incorporarán los siguientes lineamientos:

a)	 Establecer criterios que velen por la igualdad de oportunidad 
para mujeres y hombres en el acceso, manejo, uso y control 
de los recursos naturales y del ambiente.

b)	 Garantizar que en la formulación y ejecución de los procesos 
de formación, control, protección y en el manejo de los re-
cursos naturales, el ambiente, la biodiversidad y los impactos 
del cambio climático, se respete la igualdad de oportunida-
des y trato para las mujeres en relación a los hombres en el 
acceso y participación en tales procesos.

c)	 Desarrollar estadísticas e indicadores con enfoque de géne-
ro, sensibles a la gestión ambiental y el impacto de las políti-
cas ambientales en la vida de mujeres y hombres.

d)	 Promover financiamiento para proyectos administrados o co-
administrados por mujeres, en proyectos de protección, con-
servación y uso racional de los recursos naturales que alivien la 
carga de trabajo de las mujeres y la pobreza de las familias.
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e)	 Brindar formación y sensibilización sobre los mandatos en 
materia de igualdad de género a las personas involucradas 
en las actividades ambientales.

Art. 33. De la igualdad en materia de vivienda y urbanismo

El Estado deberá garantizar los mecanismos necesarios a fin de evi-
tar cualquier tipo de discriminación, en la adquisición de inmuebles 
para vivienda, en igualdad de condiciones para mujeres y hombres.

Asimismo deberá crear programas especiales para facilitar el acceso 
a la vivienda a las mujeres cuando son las únicas responsables del 
hogar y destinar como bien de familia el inmueble para vivienda.

Las Mujeres que se encuentran bajo la condición señalada en el inciso 
anterior y que laboran en el sector informal, que apliquen a los planes 
de vivienda social, tendrán derecho a un trato preferencial en cuanto a 
la exigencia de requisitos formales para accesar a dichos planes.

Los planes de urbanismo y dotación de servicios urbanos deberán 
considerar las diferencias de las necesidades de género de mujeres y 
hombres en materia de acceso a servicios de agua, saneamiento, es-
parcimiento y recreación, integración familiar y seguridad personal.

Art. 34. La igualdad en la acción de los medios de comunicación 
y la publicidad

El Estado, a través de los medios de comunicación social de titula-
ridad pública, así como de aquéllos que subvencione, promoverá, 
sin vulnerar la libertad de expresión e información, la transmisión 
de una imagen igualitaria, plural y no estereotipada de las funcio-
nes de las mujeres y hombres en la sociedad; y a estos efectos, 
adelantará acciones permanentes que favorezcan:

a)	 El aumento en la presencia visible y audible de las mujeres, 
en dichos medios de comunicación social, que deberán ser 
observadas, evaluadas y ajustadas, periódicamente, a fin de 
eliminar prácticas discriminatorias y sexistas.

b)	 La programación de campañas en los mismos medios de 
comunicación, destinadas a toda la sociedad, sobre la im-
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portancia y la necesidad de la participación cívica, social, 
económica, política y cultural de las mujeres.

c)	 La utilización no sexista del lenguaje y de las imágenes, es-
pecialmente en el ámbito de la publicidad, así como la utili-
zación no violenta y discriminativa del lenguaje y de las imá-
genes, especialmente en el ámbito de los programas de radio, 
televisión, espectáculos públicos, publicaciones, videos, gra-
baciones y todo tipo de audiovisual, y en todos los formatos, 
relativos a los medios de comunicación social referidos.

Art. 35. Igualdad en formación y acceso a nuevas tecnologías

El ISDEMU, en coordinación con las Instituciones del Estado, pro-
moverá la realización de campañas de sensibilización sobre la im-
portancia del acceso de mujeres y de hombres a las nuevas tecnolo-
gías en condiciones de igualdad de oportunidades; y la transmisión, 
a través de los contenidos de esas nuevas tecnologías, de una ima-
gen igualitaria, plural y no estereotipada de las funciones de las 
mujeres y de los hombres en la sociedad.

Capítulo VI

Participación de las mujeres en el desarrollo rural

Art. 36. Los derechos de las mujeres en el desarrollo rural

El Estado, a través de las instituciones competentes, adoptará las me-
didas pertinentes a fin de eliminar la discriminación contra las mu-
jeres en zonas rurales, garantizando el respeto a la libertad sindical, 
fomentando el trabajo de las Cooperativas Agropecuarias y Pesqueras, 
e incentivando la efectiva participación de las mujeres en puestos de 
toma de decisiones en las juntas directivas de estas organizaciones y su 
participación en los beneficios de un desarrollo rural sostenible.

Para asegurar la participación de las mujeres, se les garantizan los 
siguientes derechos:

a)	 La participación en la elaboración, en la decisión y en la 
ejecución de los planes y políticas de desarrollo rural a través 
de los procedimientos legalmente establecidos.
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b)	 Participación e integración en organizaciones comunita-
rias y productivas, remuneración justa, indemnizaciones, 
beneficios laborales y de seguridad social en igualdad con 
los hombres.

c)	 El acceso de las mujeres a sistemas de apoyo agrario con la 
finalidad de promover la igualdad de las mismas en los bene-
ficios del desarrollo rural.

Art. 37. Titularidad y Co-titularidad de las Unidades Productivas 
Agrarias

El Estado, a través de los Ministerios de Economía y de Agri-
cultura y de Ganadería, adoptará las medidas necesarias para 
garantizar a la mujer en condiciones de igualdad, el acceso a la 
titularidad o co-titularidad de las unidades productivas agrope-
cuarias y pesqueras.

Capítulo VII 

Del organismo responsable de la defensa y 
garantía de la igualdad y no discriminación en los 

derechos de las mujeres

Art. 38. Instancia Responsable

La Procuraduría General de la República, será la encargada de de-
fender, garantizar y fomentar la igualdad y no discriminación de las 
mujeres, para lo cual deberá crear la dependencia pertinente dentro 
de su estructura y organización.

Art. 39. Funciones

La dependencia creada por la Procuraduría General de la Repú-
blica, a efecto de defender, garantizar y fomentar la igualdad y no 
discriminación de las mujeres, tendrá en lo que se refiere al cumpli-
miento de esta ley, como principales funciones las siguientes:

a) 	Contribuir al cumplimiento de las leyes, reglamentos y dispo-
siciones que amparen los derechos de las mujeres. 
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b)	 Aplicar los instrumentos internacionales ratificados por el Es-
tado en esta materia. 

c)	 Estudiar y plantear las reformas y propuestas normativas que 
sean necesarias para asegurar la defensa y protección de los 
derechos de las mujeres. 

d)	 Recibir y canalizar las denuncias formuladas por cualquier 
persona u organización y que debidamente fundamentadas 
en la normativa vigente, se refieran a la violación o incumpli-
miento de la presente ley. 

e)	 Brindar asistencia a las personas denunciantes a efecto de 
promover la mediación y conciliación para la solución de 
conflictos, sin perjuicio de las acciones penales a que hubie-
re lugar. 

f)	 Brindar asistencia y representar legalmente a la persona u 
organización denunciante a efecto de ejercitar las acciones 
judiciales correspondientes. 

g)	 Elaborar anualmente un informe que registre las actividades 
realizadas y el grado de cumplimiento de la presente ley. 

h)	 Promover y difundir el cumplimiento y la defensa de la igual-
dad y la no discriminación en los alcances que a estos princi-
pios le confiere la presente ley. 

i)	 Solicitar a las instituciones del Estado proceder a aplicar las 
sanciones contempladas en su normativa interna, en caso de 
acciones u omisiones que constituyan infracciones adminis-
trativas a los derechos establecidos en esta ley, sin perjuicio 
de las acciones judiciales que pudiere promover en defensa 
de los mismos. 

j)	 Coordinar acciones con el ISDEMU, a fin de garantizar la efec-
tividad de las medidas, estrategias y normativa legal aplicable. 

k)	 Las derivadas del régimen legal interno de la Procuraduría 
General de la República.
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Para los efectos de la aplicación de la presente ley la Procuraduría 
General de la República mantendrá una relación de colaboración 
con la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, la 
Fiscalía General de la República y el ISDEMU, la cual deberá suje-
tarse a las facultades y funciones de cada institución.

Disposiciones Finales y Transitorias 

Art. 40. Asignación de recursos

Las distintas dependencias que se crean en esta ley, se implementa-
rán conforme a los recursos que deberán ser aprobados en el próxi-
mo presupuesto general de la nación.

Art. 41. Sanciones a las violaciones de derechos

Sin perjuicio de las funciones de la dependencia a la que se refiere 
el artículo 39 de esta ley, la infracción a las normas para la efecti-
va aplicación de la presente ley, será sancionada de acuerdo a las 
normativas disciplinarias internas de cada una de las instituciones 
del Estado, las que deberán en un plazo de seis meses, a partir de la 
entrada en vigencia de esta ley, armonizar las mismas para estable-
cer en ellas las sanciones pertinentes.

Art. 42. Derogatoria

Las disposiciones contempladas en la presente ley implicarán la de-
rogatoria de las disposiciones establecidas en otras normas nacio-
nales que contradigan o imposibiliten el ejercicio de los derechos 
establecidos en la misma.

Art. 43. Regla supletoria

En lo no previsto en la presente ley, se aplicará lo dispuesto en la 
legislación vigente sobre la materia, en lo que fuere compatible con 
la naturaleza de la misma.

Art. 44. Vigencia

El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su 
publicación en el Diario Oficial.
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LEY ESPECIAL INTEGRAL PARA UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA 
PARA LAS MUJERES

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. ANTECEDENTES

En los últimos años, los Estados y las Organizaciones Internaciona-
les alrededor del mundo, han intensificado y redoblado sus esfuer-
zos en el sentido de visibilizar uno de los peores males que enfrenta 
la sociedad en la actualidad, como es el caso de la violencia contra 
la mujer.

Diferentes Instrumentos y Declaraciones Internacionales han reco-
nocido la importancia de generar los mecanismos necesarios para 
combatir esta práctica, especialmente por medio de la creación de 
normas vinculantes y de obligatorio cumplimiento que hagan posi-
ble prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres; 
pero no solo esto, sino además reconocer y garantizar sus derechos 
fundamentales y facilitar el acceso de las mismas a la justicia, lo cual 
en repetidas ocasiones se ve obstaculizado por estereotipos y con-
ductas sociales, culturales y androcéntricas, las cuales identifican 
como su único objeto principal al hombre como paradigma de lo 
humano, sin tomar en cuenta la especificidad e individualidad de las 
mujeres, colocándolas en situaciones de exclusión y discriminación, 
por lo que se vuelve cada vez más necesario dotar a las autoridades 
encargadas de velar por el respeto de los derechos de las personas 
en la sociedad, de diferentes herramientas que permitan brindar una 
efectiva protección a las mujeres que se encuentran en círculos de 
violencia; así como, una pronta restauración de sus derechos y ga-
rantías que como seres humanos les otorga la carta magna.

El siglo XX, se ha destacado históricamente como el siglo de los 
“Derechos para las Mujeres” en América Latina y en el mundo, tras 
el reconocimiento jurídico como: “Sujetas de Derechos”; otorgán-
doles el derecho al voto, a la educación y al trabajo entre otros. Sin 
embargo, no obstante el Estado salvadoreño siempre ha contado 
con un ordenamiento jurídico que se ha encargado de garantizar 
la convivencia humana en condiciones pacíficas, en la práctica, la 
seguridad y protección efectiva de las mujeres apenas es tangible.
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Fue con la aprobación del Código de Familia Salvadoreño, median-
te Decreto Legislativo No. 677, de fecha 11 de octubre de 1993, y 
publicado en el Diario Oficial No. 231, Tomo 321, de fecha 13 de 
diciembre de 1993, que se rompe con un denso paradigma sobre 
las relaciones entre hombres y mujeres en el matrimonio y la fami-
lia; creándose una jurisdicción especializada, y reconociendo la 
igualdad de derechos y deberes entre los conyugues, así como la 
corresponsabilidad de las tareas domésticas, el cuidado de los hijos 
y el deber de respeto, para todo lo cual se estableció un proceso 
mediante el cual, pudieran hacerse efectivas, por la vía judicial, 
los derechos y obligaciones derivadas de dicho cuerpo normativo, 
y dirimir así los conflictos que surgen de las relaciones familiares.

Posteriormente y tras la ratificación de la Convención Interamerica-
na para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mu-
jer, mediante Decreto Legislativo No. 430, de fecha 23 de agosto de 
1995, publicado en el Diario Oficial No. 154, Tomo 328, de fecha 
23 de agosto de 1995,  y en el contexto de la IV Conferencia Mundial 
sobre la Mujer, en Beijing en 1995, surgieron esfuerzos  con el fin de 
crear una entidad que tuviera como objetivo principal velar por los 
derechos de las mujeres en El Salvador, dando paso así a la creación 
del Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer (en adelante 
ISDEMU), mediante Decreto Legislativo 644, de fecha 29 de febrero 
de 1996, y publicado en el Diario Oficial No. 43, Tomo 330, de fe-
cha 1 de marzo de 1996, el cual se perfila ahora como el ente rector 
de la “Ley Especial Integral para una vida libre de violencia para las 
mujeres” (en adelante la Ley) y como la institución encargada de 
dirigir las Políticas Públicas relativas a las Mujeres en El Salvador.

II. MARCO NORMATIVO

a) Instrumentos Internacionales

El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas aprobó y proclamó la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos, en la que participan 48 países incluido El Salvador, 
y en la cual se plasman los derechos fundamentales del hombre y 
la mujer, el valor de la persona humana y la igualdad de derechos 
de hombres y mujeres, así como la importancia de promover el 
progreso social, y elevar el nivel de vida dentro del concepto más 
amplio de libertad, justicia y paz en el mundo.
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Así mismo, El Salvador ha ratificado en los últimos años diversos 
instrumentos internacionales que velan por la protección y el reco-
nocimiento de los derechos de las mujeres, y dentro de las cuales 
podemos mencionar: la Convención Interamericana sobre Conce-
sión de los Derechos Civiles de la Mujer, ratificada mediante De-
creto Legislativo No. 124, de fecha 17 de enero de 1951, publicado 
en el Diario Oficial No. 16, Tomo 150, de fecha 24 de enero de 
1951; Convenio sobre los Derechos Políticos de la Mujer, ratificado 
mediante Decreto Legislativo No. 754, de fecha 15 de diciembre 
de 1993, publicada en el Diario Oficial No. 17, Tomo 322, de fe-
cha 25 de enero de 1994,  el cual reconoce a la mujer como una 
ciudadana, otorgándole el derecho a emitir el sufragio, así como 
la posibilidad de poder optar a cargos públicos; Convención  so-
bre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer (CEDAW), ratificada por Decreto de la Junta Revolucionaria 
de Gobierno No. 705, de fecha 2 de junio de 1981, publicado en 
el Diario Oficial No. 105, Tomo 271, de fecha 9 de junio de 1981, 
la cual define en su Art. 1 de la “Discriminación contra la Mujer”, 
como: “Toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo 
que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el re-
concomiendo, goce o ejercicio por la mujer, independientemente 
de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la 
mujer, de los derechos humanos y de las libertades  fundamentales 
en las esferas políticas, económicas, sociales, culturales y civiles o 
en cualquier otra esfera”; Convención Interamericana para Preve-
nir, Sancionar, y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belém do 
Pará), ratificada mediante Decreto Legislativo No. 430, de fecha 23 
de agosto de 1995, publicado en el Diario Oficial No. 154, Tomo 
328, de fecha 23 de agosto de 1995,  en la cual los Estados par-
tes adquirieron entre otros compromisos: “Adoptar, por todos los 
medios apropiados y sin dilaciones políticas orientadas a prevenir, 
sancionar y erradicar dicha violencia contra la mujer, así como, ac-
tuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la 
violencia contra la mujer, a establecer procedimientos legales justos 
y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, fomen-
tar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una 
vida libre de violencia”.

En este mismo sentido,  instrumentos como la Declaración y Plata-
forma de Acción de Beijing de 1995, adoptada en la Cuarta Con-
ferencia Mundial sobre la Mujer, la cual describe a la violencia 
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ejercida contra las mujeres como uno de los principales impedi-
mentos para el logro de los objetivos de igualdad, desarrollo y paz, 
así como para el disfrute de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales; la Declaración del Milenio, aprobada por 189 paí-
ses y firmada por 147 jefes de Estado en la Cumbre del Milenio de 
las Naciones Unidas, celebrada en el mes de septiembre de 2000, 
la cual comprende los “Objetivos de Desarrollo del Milenio”, sien-
do uno de estos “Promover la igualdad entre los géneros y la au-
tonomía  de la mujer”; Conferencia Mundial sobre los Derechos 
Humanos (Declaración y Plataforma de Acción de Viena, 1993), 
la cual en su Artículo 38, establece: “La especial importancia de 
la labor destinada a eliminar la violencia contra la mujer en la vida 
pública y privada, es eliminar todas las formas de acoso sexual, la 
explotación y la trata de mujeres, eliminar los prejuicios sexistas en 
la administración de la justicia y erradicar cualesquiera conflictos 
que puedan surgir entre los derechos de la mujer y las consecuen-
cias perjudiciales de ciertas prácticas tradicionales o costumbres, 
de prejuicios culturales”; por último, la Declaración sobre la Elimi-
nación de la Violencia contra la Mujer,  de la Organización de las 
Naciones Unidas de 1993, afirma: “Que la violencia contra la mujer 
constituye un obstáculo para el logro de la igualdad, el desarrollo y 
la paz”, reconociendo además “Que la misma constituye una vio-
lación de los derechos humanos y las libertades fundamentales, así 
como también constituye una manifestación de relaciones de poder 
históricamente desiguales entre el hombre y la mujer”, entre otras.

b) Legislación Nacional

En vista del incansable esfuerzo por parte de la Comunidad In-
ternacional en el sentido de establecer principios universales que 
puedan orientar a los Estados a regular este fenómeno de violencia 
contra las mujeres a nivel mundial, en nuestro país se han reali-
zado diversas acciones encaminadas a contemplar dentro de la 
legislación salvadoreña normas relativas a la protección de las 
mujeres en los diversos ámbitos de su desarrollo, dentro de los 
cuales podemos mencionar como bases elementales, los princi-
pios y derechos fundamentales establecidos en la Constitución de 
la República de 1983, tales como: “El derecho a la vida,  a la 
integridad física y moral, a la libertad, a la seguridad, al trabajo, 
a la propiedad y posesión, y el derecho de toda persona a ser 
protegida en la conservación y defensa de los mismos, y específi-
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camente el principio de igualdad”. Así mismo, establece en su art. 
144 que “Los tratados internacionales celebrados por El Salvador 
con otros Estados o con Organismos Internacionales, constituyen 
leyes de la República al entrar en vigencia conforme a las disposi-
ciones del mismo tratado y de esta Constitución”, lo cual deviene 
en la obligación para el Estado de El Salvador de adecuar las leyes 
secundarias o crear las necesarias de acuerdo a los Tratados Inter-
nacionales que sean ratificados.

En ese mismo sentido, se creó el Código de Familia de El Salvador, 
aprobado mediante Decreto Legislativo No. 677, de fecha 11 de 
octubre de 1993, y publicado en el Diario Oficial No. 231, Tomo 
321, de fecha 13 de diciembre de 1993, cuyo objeto es: “Establecer 
el régimen jurídico de la familia, de los menores y de las personas 
adultas mayores y consecuentemente, regular las relaciones de sus 
miembros y de éstos con la sociedad y con las entidades estatales” 
(Art. 1 F.); así mismo, la Ley Procesal de Familia, emitida mediante 
Decreto Legislativo No. 133, de fecha 14 de septiembre de 1994, y 
publicado en el Diario Oficial No. 173, Tomo 324, de fecha 20 de 
septiembre de 1994, el cual tenía por objeto: “Establecer la norma-
tiva procesal para hacer efectivos los derechos y deberes regulados 
en el código de familia y otras leyes sobre la materia. Ley que com-
plementa el código en la parte procedimental”. (Art. 1 LPF).

De igual forma, la Ley contra la Violencia Intrafamiliar, aproba-
da por Decreto Legislativo No. 902, de fecha 28 de noviembre de 
1996, publicado en el Diario Oficial No. 241, Tomo 333, de fecha 
20 de diciembre de 1996, se perfiló como la normativa más ade-
cuada para atender la problemática generada por la violencia den-
tro del seno familiar, y cuyos considerandos establecen: “Que para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y enfrentarla 
en toda su magnitud es conveniente dictar la legislación necesaria 
y adecuada”; estableciendo a su vez como finalidades principales 
de la misma: “Establecer los mecanismos adecuados para prevenir, 
sancionar y erradicar violencia intrafamiliar, en las relaciones de  los 
miembros  de la  familia o en cualquier otra relación  interpersonal 
de dichos miembros, sea que estos compartan o no la misma vi-
vienda; aplicar las medidas preventivas, cautelares y de protección  
necesaria para garantizar  la vida, integridad y dignidad de las  víc-
timas de la violencia  intrafamiliar; proteger de forma especial a las 
víctimas de violencia en las relaciones de pareja, de niños, niñas, 
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adolescentes, personas adultas mayores y personas discapacitadas. 
Esta protección especial es necesaria para disminuir la desigualdad 
de poder que exista entre las personas que constituyen una familia 
y tomar en cuentas la especial situación de cada una de ellas” (Art. 
1 LCVI).

Por último, se destaca que dentro de los cuerpos normativos que 
buscan combatir cualquier tipo de violencia en todas sus manifes-
taciones, se encuentran el Código Penal y Código Procesal Penal 
de El Salvador; el primero, aprobado mediante Decreto Legislativo 
No. 1030, de fecha 26 de abril de 1997, y publicado en el Diario 
Oficial No. 105, Tomo 335, de fecha 10 de junio de 1997, buscaba 
establecer de una manera precisa las conductas tipificadas como 
delitos, así como las penas correspondientes para cada caso; en esa 
misma lógica, se emitió el Código Procesal Penal, por Decreto Le-
gislativo No. 904, de fecha 4 de diciembre de 1996, publicado en 
el diario Oficial No. 11, Tomo 334, de fecha 20 de enero de 1997, 
cuyo objetivo principal fue el establecimiento de los principios que 
regirían los procedimientos judiciales para el juzgamiento de los 
delitos tipificados en el Código Penal.

Finalmente, este último se modifica por nuevo Código Procesal Pe-
nal, que en el mes de octubre de 2010, entró en vigencia; y el cual 
entre otros aspectos, busca ser un instrumento más eficaz en la in-
vestigación y el procesamiento de los hechos delictivos, así como 
establecer nuevos instrumentos que permitan una administración 
de justicia más rápida y efectiva, por medio de la cual se tutelen de 
forma más efectiva los derechos de las víctimas.

III. COMPOSICIÓN DE LA LEY

La Ley, está compuesta por  65 artículos, divididos en 2 Títulos así:

•	 Título I: Se refiere a Garantía y Aplicación de la Ley, contiene: 
Capítulo I, relativo a las Disposiciones Preliminares, Objeto de 
la ley, Derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, 
Ámbito de Aplicación, Principios Rectores, Sujetos de Derechos, 
Sujetos Obligados, Relaciones de Poder o de Confianza, Defini-
ciones, Tipos de Violencia, Modalidades de Violencia, Fuentes 
de Interpretación; Capítulo II, que contiene artículos referentes 
a la Rectoría de la ley, específicamente: Institución rectora  y su 



143

Exposición de motivos de la Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres

objeto, Funciones  y atribuciones del Instituto Salvadoreño para 
el Desarrollo de la Mujer, Comisión Técnica Especializada, In-
tegrantes de la Comisión Técnica Especializada, Apoyo Regio-
nal o Internacional; Capítulo III, relativo a la Política Nacional 
para el Acceso de las Mujeres a una vida libre de violencia, es-
pecíficamente:  Política Nacional para el Acceso de las Mujeres 
a una vida libre de violencia,  Contenidos de la Política Nacio-
nal para el Acceso de las Mujeres a una vida libre de violencia, 
Del cumplimiento y Articulación de la Política Nacional para el 
Acceso de las Mujeres a una vida libre de violencia, Participa-
ción Ciudadana; Capítulo IV, relativo a las Responsabilidades 
del Estado, el cual se divide en Responsabilidades Ministeria-
les, que comprende Responsabilidades en el ámbito educativo, 
Educación Superior, Responsabilidades del Ministerio de Go-
bernación, Responsabilidades del Ministerio de Salud Pública 
y Asistencia Social, Responsabilidades del Ministerio de Tra-
bajo y Previsión Social, Creación de Unidades Institucionales 
de Atención Especializada para las mujeres, Casas de Acogida; 
así mismo, Responsabilidades de otras instituciones educado-
ras, que comprende, Otras Instituciones, Responsabilidades de 
instituciones colegiadas; Capítulo V, relativo a los Concejos 
Municipales, específicamente: Facultades y Atribuciones de los 
Concejos Municipales; Capítulo VI, referente al Sistema Nacio-
nal de Datos, Estadísticas e Información de Violencia contra las 
Mujeres, específicamente: Creación del Sistema Nacional de 
Datos y Estadísticas, Finalidad y Conformación del Sistema Na-
cional de Datos, Estadísticas e Información de violencia contra 
las mujeres, Diagnóstico de Violencia contra las mujeres; Ca-
pítulo VII, relativo a Presupuesto, Finanzas y Fondo Especial, 
específicamente: Presupuesto, Financiamiento para la aplica-
ción de la presente ley, Fondo Especial para mujeres víctimas 
de violencia, Fiscalización de fondos; Capítulo VIII, referente 
a la Protección de la Vivienda, Acceso a Vivienda social para 
Mujeres, Protección del uso de vivienda arrendada, Acceso a 
la Vivienda, Habitación Tutelada, Certificación de denuncia, 
Establecimiento de la situación de violencia.

•	 Título II: Se refiere a los Delitos y Sanciones y se compone a su 
vez de: Capítulo I: que se refiere a los Delitos de acción públi-
ca, y dentro de los que se encuentran los siguientes delitos: Fe-
minicidio; Feminicidio Agravado; Violencia Feminicida; Obs-
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taculización al Acceso a la Justicia; Suicidio Feminicida por 
Inducción o Ayuda; Inducción, Promoción y Favorecimiento 
de Actos Sexuales  o Eróticos por medios Informáticos o Electró-
nicos; Difusión ilegal de información; Difusión de pornografía; 
Favorecimiento al incumplimiento de los deberes de asistencia 
económica; Sustracción Patrimonial; Sustracción de las utili-
dades de las actividades económicas familiares; y, Expresiones 
de violencia contra las mujeres. Capítulo II: Que se refiere a 
Disposiciones Procesales Específicas: Política de Persecución 
Penal en Materia de Violencia Contra las Mujeres; Unidades 
Especializadas de Investigación; Derechos y Garantías de las 
mujeres que enfrentan hechos de violencia; y, Prohibición de 
la Conciliación y Mediación.

•	 Disposiciones Finales: Comprenden: Declaración de Interés 
Público y Nacional, Gratuidad de la atención, Regla  Supleto-
ria, Plazo de vigencia de la ley, Vigencia de la Ley.

La finalidad de la Ley es que se les garantice a las mujeres su de-
recho a una vida libre de violencia, comprendiendo este derecho 
el ser libres de toda forma de discriminación, ser valoradas y edu-
cadas libres de patrones estereotipados de comportamiento, prác-
ticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o 
subordinación. Así como, que se les garantice el goce, ejercicio y 
protección de sus derechos humanos y  libertades fundamentales.

La Institución encargada de asegurar el fiel cumplimiento de dicha 
normativa es el Instituto Salvadoreño del Desarrollo de la Mujer 
(ISDEMU), que a su vez será el ente encargado de formular las Polí-
ticas Públicas para el Acceso de las mujeres a una vida libre de vio-
lencia, así como, de supervisar su implementación y cumplimiento.

Con el fin de garantizar la operatividad de la presente ley y de las 
Políticas Públicas para el acceso de las mujeres a una vida libre de 
violencia, se crea una Comisión Técnica Especializada, cuya dirección 
estará a cargo del ISDEMU; y la cual, deberá estar conformada por una 
persona representante de cada institución que forma parte de la junta 
directiva de la misma, así como una persona representante de:

a)	 Organo Judicial
b)	 Ministerio de Hacienda
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c)	 Ministerio de Gobernación
d)	 Ministerio de Relaciones Exteriores
e)	 Ministerio Economía
f)	 Una persona designada por la Presidencia de la República.
g)	 Ministerio de Agricultura y Ganadería.

Es importante destacar, que con el objeto de poder garantizar los 
derechos de las mujeres salvadoreñas, esta ley tiene por objeto 
crear una Política Nacional para el acceso de las Mujeres a una 
vida libre de violencia, la cual tendrá un plan de acción con una 
duración de cinco años, y tiene como ejes principales la preven-
ción, detección, atención,  protección y sanción de dicha violen-
cia; integrando para tal efecto, programas que tengan por objeto: la 
identificación temprana y focalización de los factores que originan 
los hechos de violencia, evitar la violencia contra las mujeres en 
cualquiera de sus tipos y modalidades, atender, proteger y restable-
cer, de forma expedita y eficaz, los derechos de las víctimas, erradi-
cación de la violencia contra las mujeres; y que tengan como fin: la 
desestructuración de las prácticas, conductas, normas y costumbres 
sociales y culturales.

La Ley establece además, responsabilidades para el Estado y sus 
Instituciones, respecto de las medidas que tendrán que tomar  en 
la Prevención y Erradicación de cualquier tipo de violencia, que se 
pueda desarrollar en el ámbito público hacia las mujeres que hacen 
uso de los servicios que las diferentes entidades públicas brindan a 
la comunidad. De tal forma, que estas no vean frustradas sus opor-
tunidades de accesar a los servicios básicos que brinda el Estado 
como la salud y educación, entre otras. De igual manera se  garan-
tiza que las mujeres en situaciones de violencia o de vulnerabilidad 
tengan prioridad y atención adecuada en situaciones determinadas 
como desastres naturales o hechos que generen calamidad pública, 
evitando en todo caso cualquier tipo de  discriminación.

Otra de las novedades más significativas que nos brinda la presente 
ley es la creación de Unidades de Atención Especializada en cada 
una de las instituciones que se encuentran directamente vinculadas 
con la prevención y atención de los casos de violencia contra las 
mujeres, tales como la Fiscalía General de la República, Tribuna-
les Competentes, Procuraduría General de la República y Policía 
Nacional Civil, las cuales tienen por objeto, brindar una asistencia 
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inmediata, en condiciones idóneas, a las mujeres que se encuen-
tren enfrentado hechos de violencia, contando con un personal ca-
pacitado y sensibilizado en la materia de género; así como, con 
profesionales que puedan asesorar e informar a las mujeres acerca 
de los derechos que les asisten de acuerdo a su situación.

De igual forma, las Municipalidades juegan un papel preponderan-
te para brindar protección a las mujeres dentro de su respectivo mu-
nicipio, debiendo elaborar cada tres años un Plan Municipal para la 
Prevención y Atención de la Violencia contra las Mujeres, así como 
coordinar junto con las instituciones y organizaciones locales, ac-
ciones que promuevan el mejoramiento de las condiciones de las 
Mujeres en el Municipio.

Uno de los grandes retos de la Ley, es el establecimiento de un 
Sistema Nacional de Datos y Estadísticas, el cual dependerá del Mi-
nisterio de Justicia y Seguridad Pública, quien en coordinación de 
la Dirección General de Estadísticas y Censos, serán los encargados 
de dicho Sistema, sin obviar que la referida Dirección será la en-
cargada de solicitar y recibir la información del resto de institucio-
nes que posean y procesen datos, estadísticas o información sobre 
hechos de violencia contra las mujeres; y el referido Ministerio, el 
responsable de manejar dicho Sistema.

Finalmente, la Ley incorpora en su contenido la creación de nue-
vos tipos penales para ciertas conductas que en la actualidad no 
se encuentran comprendidas dentro del Código Penal, debido a 
que estos poseen un contenido determinado que los circunscri-
be específicamente al ámbito la de violencia ejercida contra las 
mujeres en razón de género, en la cual, por las características 
propias de la situación de violencia, el sujeto activo siempre será 
un hombre y el sujeto pasivo siempre una mujer, lo que genera 
una diferencia trascendental en cuanto a los tipos penales con-
tenidos en el Código Penal, siendo estos de aplicación general 
para todos los sujetos dentro del Estado y sin distinción alguna 
en cuanto a sexo.

A manera de realizar un breve análisis sobre las novedades en ma-
teria penal que introduce esta normativa, a la cual se le ha otor-
gado, por constituirse como una ley de segunda generación, un 
carácter de ley especial, superponiéndose de esta forma a las leyes 
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de carácter general, por su contenido sancionador y de interés pú-
blico, tal y como se establece en su artículo 61.

Dentro de los delitos más relevantes que contempla este cuerpo 
normativo, en primer lugar el delito de feminicidio, considerado 
como uno de los mayores avances en materia de violencia contra 
la mujer, y el cual consiste en causar la muerte a una mujer me-
diando motivos de odio o de menosprecio por su condición de tal, 
determinándose específicamente las circunstancias por las cuales 
se considera que existe este odio o menosprecio, entre la que se 
pueden mencionar, que el autor del delito se hubiere aprovechado 
de la condición de superioridad que le generaban las relaciones 
desiguales de poder basadas en el género; que el autor hubiere rea-
lizado, previo a la muerte de la víctima, cualquier conducta califi-
cada como delito contra la libertad sexual; estableciendo una pena 
de veinte hasta treinta años de prisión.

De igual forma, este delito podrá agravarse por haberse cometido 
por un funcionario o empleado público, autoridad pública o agente 
de autoridad, si fuere cometido por dos o más personas, por un 
familiar de la víctima, entre otras; así mismo, dentro de este tipo 
de delitos que protegen el bien jurídico de la vida, se encuentra el 
delito de suicidio feminicida por inducción o ayuda, el cual busca 
proteger a las mujeres de la perturbación psicológica que en deter-
minado momento le pudiera llevar a desvalorar totalmente su vida, 
así como también el caso en que se le proporcione a esta, cualquier 
tipo de ayuda para llevar a cabo el suicidio, siendo la conducta ti-
pificada en este caso, la perturbación emocional o psicológica y el 
prestar la ayuda para realizar el hecho.

Otro de los elementos que esta ley busca proteger por medio de 
la creación de nuevos delitos, es la intimidad y la imagen de la 
mujer, y para el caso se han establecido los delitos de Inducción, 
Promoción y Favorecimiento de Actos Sexuales  o Eróticos por me-
dios Informáticos o Electrónicos, Difusión ilegal de información, 
Difusión de pornografía, los cuales se refieren específicamente a 
la realización de actividades de publicación, distribución, envío, 
promoción, facilitamiento, administración, financiamiento u orga-
nización, ya sea de forma individual, colectiva  u organizada, de 
cualquier tipo de material pornográfico, intimo, o de cualquier otro 
que pueda perjudicar o desvalorar el honor, la imagen y la inti-
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midad de la mujer, mayor de edad en algunos de los casos, esta-
bleciendo penas que varían desde uno hasta diez años de prisión; 
cabe destacar que para que se perfeccione cualquiera de estos tipos 
delictivos, es necesario que no exista consentimiento por parte de 
la mujer en que se realicen dichos actos o conductas con su imagen 
o información.

En el último grupo de delitos podemos mencionar los de conteni-
do económico, los cuales están dirigidos a proteger el patrimonio 
de las mujeres que pueden enfrentar en determinado momento he-
chos de violencia, entre los cuales encontramos: Favorecimiento al 
incumplimiento de los deberes de asistencia económica, Sustrac-
ción Patrimonial y Sustracción de las utilidades de las actividades 
económicas familiares; como ya lo mencionamos, estos tienen por 
finalidad la protección del patrimonio de la mujer, así como de 
cualquier tipo asistencia económica a la que determinado sujeto 
este obligado a brindarle, ya sea estas derivadas de una relación de 
matrimonio o de convivencia, así como de cualquier otra que esta-
blezca la ley, de igual forma se crea un artículo para la protección 
de las ganancias e ingresos derivados de una actividad económica 
familiar, entendiéndose en este caso, cualquier actividad o negocio 
que represente el sustento de las necesidades básicas de la familia.

Por último, encontramos un artículo que pretende encerrar una va-
riedad de conductas encaminadas a dañar la imagen, autoestima, 
integridad física y emocional, así como la limitación de los dere-
chos de carácter académico, político, laboral y en materia de salud, 
y para las cuales se establecen multas que pueden variar entre dos 
y veinticinco salarios mínimos.

IV. CONCLUSIÓN

Finalmente, la Ley Especial Integral para una vida libre de violencia 
para las Mujeres, se perfila como un instrumento legal que cimen-
tará los fundamentos jurídicos necesarios para la protección y el 
pleno reconocimiento de los derechos de las mujeres en El Salva-
dor; y que brindará a los operadores de justicia las herramientas ne-
cesarias para la correcta administración de la misma dentro de un 
espectro que hasta el momento se encontraba invisibilizado jurídi-
camente y que con la aprobación de este nuevo cuerpo normativo 
será posible el avance y desarrollo de los derechos de las mujeres 
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en nuestro país. Si bien es cierto, que existe en nuestra legislación 
una diversidad de leyes que buscan la protección de la familia y 
de las personas como tales, es necesario, debido a la especificidad 
del objeto de estudio que nos ocupa, contar con una ley especial e 
integral que proteja a las mujeres como personas independientes y 
capaces de desarrollarse en todos los ámbitos económicos, sociales 
y culturales de nuestro país y del mundo.

De igual forma, es importante destacar la participación de todos 
las instituciones dentro de las esferas pública y privada que han 
aportado a la creación de tan importante ley y que han participado 
activamente a través de todo el proceso de formación de ley, entre 
las cuales podemos mencionar: Instituto Salvadoreño para el De-
sarrollo de la Mujer, Corte Suprema de Justicia, Ministerio Público, 
Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, Policía Nacional 
Civil, Corporación de Municipalidades de la República de El Sal-
vador, Ministerio de Educación, Ministerio de Justicia y Seguridad 
Pública, Ministerio de Trabajo y Previsión Social, Ministerio de 
Gobernación, Organización de Mujeres Salvadoreñas por la Paz 
ORMUSA, Instituto de Estudios de la Mujer CEMUJER, Asociación 
de Mujeres por la Dignidad y la Vida LAS DIGNAS, Movimiento de 
Mujeres Mélida Anaya Montes LAS MELIDAS, Instituto de Investiga-
ción, Capacitación y Desarrollo de la Mujer IMU, OXFAM Interna-
cional, Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo PNUD, 
Secretaría de Inclusión Social, Fondo de Población de las Naciones 
Unidas, así mismo, se contó con la participación de Jueces y Juezas 
de Familia, de Paz y de Primera Instancia y Colaboradores de la 
Sala de lo Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia.
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DECRETO Nº. 520

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR,

CONSIDERANDO:

I.	 Que la Constitución reconoce a la persona humana como el 
origen y el fin de la actividad del Estado, que está organizado 
para la consecución de la justicia, de la seguridad jurídica y 
del bien común. En consecuencia es obligación del Estado 
asegurar a las personas habitantes de la República, el goce 
de la libertad, la salud, la cultura, el bienestar económico y la 
justicia social. Así mismo, el artículo 144, establece que los 
tratados internacionales celebrados por El Salvador con otros 
Estados o con organismos internacionales, constituyen leyes 
de la República.

II.	 Que mediante Decreto Legislativo No. 430, de fecha 23 de 
agosto de 1995, publicado en el Diario Oficial No. 154, Tomo 
No. 328, de esa misma fecha, se ratificó la Convención Inte-
ramericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, “Convención Belem do Pará”, la cual estable-
ce la obligación a los Estados parte, de incluir en su legislación 
interna normas penales, civiles y administrativas; así como, las 
de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancio-
nar y erradicar la violencia contra la mujer.

III.	Que es necesario contar con una legislación que regule de 
manera adecuada la política de detección, prevención, aten-
ción, protección, reparación y sanción, para la erradicación 
de todas las formas de violencia contra las mujeres y el respeto 
de sus derechos humanos como una obligación del Estado; se 
vuelve indispensable, la introducción de un instrumento legal 
que oriente adecuadamente, las actuaciones públicas y priva-
das a favor de las mujeres, y que garantice, una mejor calidad 
de vida y un adelanto en sus capacidades de manera integral.

IV.	Que las violaciones de los derechos humanos derivadas de las 
diferentes formas de violencia que afectan la vida, integridad y 
seguridad ciudadana, tienen un impacto diferenciado según el 
género de las víctimas; ya que toda agresión perpetrada contra 
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una mujer, está directamente vinculada con la desigual distri-
bución del poder y con las relaciones asimétricas entre muje-
res y hombres en la sociedad.

V. 	Que las desigualdades de poder entre hombres y mujeres 
perpetuadas a través de la violencia, no le permiten a la mu-
jeres ejercer plenamente sus derechos en el campo social, 
político, económico, cultural y familiar, negándoseles el ac-
ceso a una vida libre de violencia, lo cual constituye una vio-
lación de sus derechos humanos y libertades fundamentales; 
en razón de lo cual es necesario, legislar de manera integral 
a través de medidas que incluyan la detección, prevención, 
atención, protección, reparación y sanción de la violencia 
contra las mujeres en cualquiera de sus manifestaciones.

POR TANTO,

En uso de sus facultades constitucionales, y a iniciativa de las Dipu-
tadas y Diputados: Lorena Guadalupe Peña Mendoza, Irma Lourdes 
Palacios Vásquez, Federico Guillermo Ávila Qüehl, Ana Lucía Bai-
res de Martínez, Eduardo Enrique Barrientos Zepeda, Carmen Ele-
na Calderón Sol de Escalón, José Alvaro Cornejo Mena, Nery Arely 
Díaz de Rivera, Margarita Escobar, Emma Julia Fabián Hernández, 
Carmen Elena Figueroa Rodríguez, Gloria Elizabeth Gómez de Sal-
gado, Hortensia Margarita López Quintana, Mario Marroquín Mejía, 
Manuel Vicente Menjívar Esquivel, Mariella Peña Pinto, Sonia Mar-
garita Rodríguez Sigüenza, Ana Silvia Romero, Sandra Marlene Sal-
gado García, Rodrigo Samayoa Rivas, Manuel Rigoberto Soto Lazo, 
Enrique Alberto Luis Valdés Soto, Donato Eugenio Vaquerano Rivas, 
Margarita Velado; con adhesión a la misma de las Diputadas y Di-
putados: Lucia del Carmen Ayala de León, Patricia María Salazar 
Mejía, Patricia Elena Valdivieso de Gallardo; y con el apoyo a la 
misma de las Diputadas y Diputados: José Francisco Merino López, 
Alberto Armando Romero Rodríguez, Francisco Roberto Lorenzana 
Durán, César Humberto García Aguilera, Elizardo González Lovo, 
Roberto José d’Aubuisson Munguía, Karla Gisela Abrego Cáceres, 
Félix Agreda Chachagua, Ernesto Antonio Angulo Milla, Marta Lo-
rena Araujo, José Orlando Arévalo Pineda, Fernando Alberto José 
Ávila Quetglas, Ana Lucía Baires de Martínez, Reynaldo Antonio 
López Cardoza, José Vidal Carrillo Delgado, Darío Alejandro Chicas 
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Argueta, Norma Cristina Cornejo Amaya, Carlos Cortez Hernández, 
Blanca Noemí Coto Estrada, Rosa Alma Cruz de Henriquez, Ana 
Vilma Castro de Cabrera, Omar Arturo Escobar Oviedo, José Rinaldo 
Garzona Villeda, Medardo González Trejo, José Nelson Guardado 
Menjivar, Iris Marisol Guerra Henríquez, Norma Fidelia Guevara de 
Ramirios, Carlos Walter Guzman Coto, Gladis Marina Landaverde 
Paredes, Mildred Guadalupe Machado Argueta, Segundo Alejandro 
Dagoberto Marroquín, Ana Guadalupe Martínez Menéndez, Heidy 
Carolina Mira Saravia, Edgar Alfonso Montoya Martínez, Rafael Ri-
cardo Moran Tobar, Ana Virginia Morataya Gómez, Yeimi Elizabeth 
Muñoz Moran, José Margarito Nolasco Díaz, María Irma Elizabeth 
Orellana Osorio, Rubén Orellana, Rafael Eduardo Paz Velis, Ma-
rio Antonio Ponce López, Zoila Beatriz Quijada Solís, Carlos René 
Retana Martínez, David Ernesto Reyes Molina, Javier Ernesto Reyes 
Palacios, Dolores Alberto Rivas Echeverría, Gilberto Rivera Mejía, 
Jackeline Noemí Rivera Avalos, Pedrina Rivera Hernández, Cesar 
René Florentín Reyes Dheming, Luis Enrique Salamanca Martínez, 
Marcos Francisco Salazar Umaña, Karina Ivette Sosa de Lara, Jaime 
Gilberto Valdez Hernández, Mario Eduardo Valiente Ortiz, Gua-
dalupe Antonio Vásquez Martínez, Ana Daysi Villalobos de Cruz, 
Francisco José Zablah Safie, Ciro Alexis Zepeda Menjivar,

DECRETA la siguiente:

LEY ESPECIAL INTEGRAL PARA UNA VIDA LIBRE DE 
VIOLENCIA PARA LAS MUJERES

Título I

Garantía y Aplicación de la ley

Capítulo I

Disposiciones Preliminares

Art. 1. Objeto de la ley

La presente ley tiene por objeto establecer, reconocer y garantizar 
el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, por medio 
de Políticas Públicas orientadas a la detección, prevención, aten-
ción, protección, reparación y sanción de la violencia contra las 
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mujeres; a fin de proteger su derecho a la vida, la integridad física y 
moral, la libertad, la no discriminación, la dignidad, la tutela efecti-
va, la seguridad personal, la igualdad real y la equidad.

Art. 2. Derecho de las mujeres a una vida libre de violencia

El derecho de las mujeres a una vida libre de violencia compren-
de, ser libres de toda forma de discriminación, ser valoradas y 
educadas libres de patrones estereotipados de comportamiento, 
prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferiori-
dad o subordinación.

Así mismo, se refiere al goce, ejercicio y protección de los derechos 
humanos y las libertades consagradas en la Constitución y en los 
Instrumentos Nacionales e Internacionales sobre la materia vigen-
tes, incluido el derecho a:

1.	 Que se respete su vida y su integridad física, psíquica y moral.
2.	 Que se respete la dignidad inherente a su persona y se le 

brinde protección a su familia.
3.	 La libertad y a la seguridad personal.
4.	 No ser sometida a tortura o tratos humillantes.
5.	 La igualdad de protección ante la ley y de la ley.
6.	 Un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes 

que la amparen frente a hechos que violen sus derechos.
7.	 La libertad de asociación.
8.	 Profesar la religión y las creencias.
9.	 Participar en los asuntos públicos incluyendo los cargos públicos.

Art. 3. Ámbito de Aplicación

La presente ley se aplicará en beneficio de las mujeres que se en-
cuentren en el territorio nacional, sean estas nacionales o no, o 
que teniendo la calidad de salvadoreñas, estén fuera del territo-
rio nacional, siempre que las acciones u omisiones de que trata 
la presente ley puedan ser perseguidas con base en parámetros 
de extraterritorialidad.

Art. 4. Principios Rectores

Los principios rectores de la presente ley son:
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a)	 Especialización: Es el derecho a una atención diferenciada y 
especializada, de acuerdo a las necesidades y circunstancias es-
pecíficas de las mujeres y de manera especial, de aquellas que 
se encuentren en condiciones de vulnerabilidad o de riesgo.

b) 	Favorabilidad: En caso de conflicto o duda sobre la aplica-
ción de las disposiciones contenidas en la presente ley, preva-
lecerá la más favorable a las mujeres que enfrentan violencia.

c) 	Integralidad: Se refiere a la coordinación y articulación de 
las Instituciones del Estado para la erradicación de la violen-
cia contra la mujer.

d) 	Intersectorialidad: Es el principio que fundamenta la articu-
lación de programas, acciones y recursos de los diferentes 
sectores y actores a nivel nacional y local, para la detección, 
prevención, atención, protección y sanción, así como para la 
reparación del daño a las víctimas.

e) 	Laicidad: Se refiere a que no puede invocarse ninguna cos-
tumbre, tradición, ni consideración religiosa para justificar la 
violencia contra la mujer.

f) 	 Prioridad absoluta: Se refiere al respeto del derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia, en cualquier ámbito.

Art. 5. Sujetos de Derechos

La presente ley se aplicará en beneficio de las mujeres, sin distinción 
de edad, que se encuentren en el territorio nacional; para ello se pro-
híbe toda forma de discriminación, entendida ésta, como toda distin-
ción, exclusión, restricción o diferenciación arbitraria basada en el 
sexo, la edad, identidad sexual, estado familiar, procedencia rural o 
urbana, origen étnico, condición económica, nacionalidad, religión o 
creencias, discapacidad física, psíquica o sensorial, o cualquier causa 
análoga, sea que provenga del Estado, de sus agentes o de particulares.

Art. 6. Sujetos Obligados

Son sujetos obligados para efectos de esta ley, toda persona natu-
ral o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio salvadoreño, 
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quienes deberán cumplir y hacer cumplir las disposiciones de esta 
ley, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

Art. 7. Relaciones de Poder o de Confianza

Para la aplicación e interpretación de esta ley, se presume que los 
tipos y modalidades de violencia contemplados en la presente ley, 
tienen como origen la relación desigual de poder o de confianza; 
en la cual, la mujer se encuentra en posición de desventaja respecto 
de los hombres, consistiendo las mismas en:

a)	R elaciones de poder: Son las caracterizadas por la asimetría, el 
dominio y el control de una o varias personas sobre otra u otras.

b)	R elaciones de confianza: Son las que se basan en los supues-
tos de lealtad, credibilidad, honestidad y seguridad que se 
establecen entre dos o más personas.

La desigualdad en las relaciones de poder o confianza pueden sub-
sistir, aun cuando haya finalizado el vínculo que las originó, inde-
pendientemente del ámbito en que se hayan llevado a cabo.

Art. 8. Definiciones

Para efectos de esta ley se entenderá por:

a)	A tención Integral: Son todas las acciones para detectar, aten-
der, proteger y restablecer los derechos de las mujeres que 
enfrentan cualquier tipo de violencia; para lo cual, el Estado 
deberá destinar los recursos humanos, logísticos y financie-
ros necesarios y apropiados para instaurar los servicios es-
pecializados, que garanticen la restitución de derechos y la 
anulación de riesgos o daños ulteriores.

b)	A coso Laboral: Es la acción de hostilidad física o psicológica, 
que de forma sistemática y recurrente, se ejerce sobre una 
mujer por el hecho de ser mujer en el lugar de trabajo, con 
la finalidad de aislar, intimidar o destruir las redes de comu-
nicación de la persona que enfrenta estos hechos, dañar su 
reputación, desacreditar el trabajo realizado o perturbar u 
obstaculizar el ejercicio de sus labores.
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c)	 Desaprendizaje: Es el proceso mediante el cual una persona 
o grupo de personas, desestructura o invalida lo aprendido 
por considerarlo susceptible de cuestionamiento o inapro-
piado para su propio desarrollo y el de la comunidad a la 
que pertenece.

d)	 Misoginia: Son las conductas de odio, implícitas o explícitas, 
contra todo lo relacionado con lo femenino tales como re-
chazo, aversión y desprecio contra las mujeres.

e)	 Persona Agresora: Quien ejerce cualquiera de los tipos de 
violencia contra las mujeres, en una relación desigual de po-
der y en cualquiera de sus modalidades.

f)	 Prevención: Son normas y políticas para reducir la violencia 
contra las mujeres interviniendo desde las causas identifica-
das de la misma, y cuyo objetivo es evitar su reproducción y 
reducir la probabilidad de aparición del problema; por tanto, 
se dirigen a transformar el entorno del riesgo y a fortalecer 
las habilidades y condiciones de las personas y comunidades 
para su erradicación, asegurando una identificación rápida 
y eficaz, así como la reducción de los impactos y secuelas 
cuando se presente el problema y reincidencia.

g)	 Publicidad Sexista: Es cualquier forma de publicidad que trans-
mita valores, roles, estereotipos, actitudes, conductas femeni-
nas y masculinas, lenguaje verbal y no verbal, que fomenten 
la discriminación, subordinación, violencia y la misoginia.

h)	R eaprendizaje: Es el proceso a través del cual las personas, 
asimilan un conocimiento o conducta luego de su decons-
trucción androcéntrica, a partir de una visión crítica y no 
tradicional como producto de las nuevas relaciones estable-
cidas con su entorno social natural.

i)	R evictimizar: Son acciones que tienen como propósito o re-
sultado causar sufrimiento a las víctimas directas o indirectas 
de los hechos de violencia contemplados o no en la presen-
te ley, mediante acciones u omisiones tales como: rechazo, 
indolencia, indiferencia, descalificación, minimización de 
hechos, retardo injustificado en los procesos, falta de cre-
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dibilidad, culpabilización, desprotección, negación y falta 
injustificada de asistencia efectiva.

j)	 Sexismo: Es toda discriminación que se fundamenta en la 
diferencia sexual que afecta toda relación entre seres hu-
manos y abarca todas las dimensiones cotidianas de la vida 
privada o pública que define sentimientos, concepciones, 
actitudes y acciones.

k)	 Violencia contra las Mujeres: Es cualquier acción basada 
en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la mujer tanto en el ámbito público 
como privado.

l)	 Víctima Directa: Se refiere a toda mujer a quien se le vulnere 
el derecho a vivir libre de violencia, independientemente de 
que se denuncie, individualice, aprehenda, enjuicie o con-
dene a la persona agresora.

m)	Víctima Indirecta: Es toda persona a quien se le vulnere el 
derecho a vivir una vida libre de violencia o que sufra daños 
al intervenir para asistir a la víctima directa o prevenir su 
victimización, indistintamente del tipo de relación que exista 
entre ellas.

Art. 9. Tipos de Violencia

Para los efectos de la presente ley, se consideran tipos de violencia:

a)	 Violencia Económica: Es toda acción u omisión de la per-
sona agresora, que afecta la supervivencia económica de 
la mujer, la cual se manifiesta a través de actos encamina-
dos a limitar, controlar o impedir el ingreso de sus percep-
ciones económicas.

b)	 Violencia Feminicida: Es la forma extrema de violencia de 
género contra las mujeres, producto de la violación de sus 
derechos humanos, en los ámbitos público y privado, confor-
mada por el conjunto de conductas misóginas que conllevan 
a la impunidad social o del Estado, pudiendo culminar en 
feminicidio y en otras formas de muerte violenta de mujeres.
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c)	 Violencia Física: Es toda conducta que directa o indirecta-
mente, está dirigida a ocasionar daño o sufrimiento físico 
contra la mujer, con resultado o riesgo de producir lesión 
física o daño, ejercida por quien sea o haya sido su cónyuge 
o por quien esté o haya estado ligado a ella por análoga rela-
ción de afectividad, aun sin convivencia. Asimismo, tendrán 
la consideración de actos de violencia física contra la mujer, 
los ejercidos por la persona agresora en su entorno familiar, 
social o laboral.

d)	 Violencia Psicológica y Emocional: Es toda conducta direc-
ta o indirecta que ocasione daño emocional, disminuya el 
autoestima, perjudique o perturbe el sano desarrollo de la 
mujer; ya sea que esta conducta sea verbal o no verbal, que 
produzca en la mujer desvalorización o sufrimiento, median-
te amenazas, exigencia de obediencia o sumisión, coerción, 
culpabilización o limitaciones de su ámbito de libertad, y 
cualquier alteración en su salud que se desencadene en la 
distorsión del concepto de sí misma, del valor como persona, 
de la visión del mundo o de las propias capacidades afecti-
vas, ejercidas en cualquier tipo de relación.

e)	 Violencia Patrimonial: Son las acciones, omisiones o con-
ductas que afectan la libre disposición del patrimonio de la 
mujer; incluyéndose los daños a los bienes comunes o pro-
pios mediante la transformación, sustracción, destrucción, 
distracción, daño, pérdida, limitación, retención de objetos, 
documentos personales, bienes, valores y derechos patrimo-
niales. En consecuencia, serán nulos los actos de alzamiento, 
simulación de enajenación de los bienes muebles o inmue-
bles; cualquiera que sea el régimen patrimonial del matrimo-
nio, incluyéndose el de la unión no matrimonial.

f)	 Violencia Sexual: Es toda conducta que amenace o vulnere 
el derecho de la mujer a decidir voluntariamente su vida se-
xual, comprendida en ésta no sólo el acto sexual sino toda 
forma de contacto o acceso sexual, genital o no genital, con 
independencia de que la persona agresora guarde o no rela-
ción conyugal, de pareja, social, laboral, afectiva o de paren-
tesco con la mujer víctima.
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g)	 Violencia Simbólica: Son mensajes, valores, iconos o signos 
que transmiten y reproducen relaciones de dominación, des-
igualdad y discriminación en las relaciones sociales que se 
establecen entre las personas y naturalizan la subordinación 
de la mujer en la sociedad.

Art. 10. Modalidades de Violencia

Para los efectos de la presente ley, se consideran modalidades de 
la Violencia:

a)	 Violencia Comunitaria: Toda acción u omisión abusiva que 
a partir de actos individuales o colectivos transgreden los 
derechos fundamentales de la mujer y propician su denigra-
ción, discriminación, marginación o exclusión.

b)	 Violencia Institucional: Es toda acción u omisión abusiva de 
cualquier servidor público, que discrimine o tenga como fin di-
latar, obstaculizar o impedir el goce y disfrute de los derechos 
y libertades fundamentales de las mujeres; así como, la que 
pretenda obstaculizar u obstaculice el acceso de las mujeres 
al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, 
investigar, sancionar y erradicar las manifestaciones, tipos y mo-
dalidades de violencia conceptualizadas en esta ley.

c)	 Violencia Laboral: Son acciones u omisiones contra las mu-
jeres, ejercidas en forma repetida y que se mantiene en el 
tiempo en los centros de trabajo públicos o privados, que 
constituyan agresiones físicas o psicológicas atentatorias a su 
integridad, dignidad personal y profesional, que obstaculicen 
su acceso al empleo, ascenso o estabilidad en el mismo, o 
que quebranten el derecho a igual salario por igual trabajo.

Art. 11. Interpretación

Esta ley se interpretará y se aplicará en concordancia con las disposi-
ciones de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Con-
vención sobre los Derechos del Niño, la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Proto-
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colo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especial-
mente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Na-
ciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y los 
demás Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos vigentes.

Capítulo II

Rectoría

Art. 12. Institución rectora y su objeto

El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer es la Institu-
ción rectora de la presente ley; y su objeto es:

a)	 Asegurar, vigilar y garantizar el cumplimiento y ejecución 
integral de la ley.

b) 	Coordinar las acciones conjuntas de las instituciones de la ad-
ministración pública para el cumplimiento de la Política Nacio-
nal para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

c) 	Formular las Políticas Públicas para el Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, a los Órganos del Estado, Ins-
tituciones Autónomas y Municipales.

d) 	Convocar en carácter consultivo o de coordinación a orga-
nizaciones de la sociedad civil, universidades, organismos 
internacionales y de cooperación.

Art. 13. Funciones y atribuciones del Instituto Salvadoreño para el 
Desarrollo de la Mujer

En la presente ley el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la 
Mujer, tiene las siguientes atribuciones:

a) 	Elaborar una política marco que será la referente para el di-
seño de las políticas públicas a que se refiere la presente ley.

b) 	Presentar propuestas a las instituciones del Estado de Políti-
cas Públicas para al Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia.
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c) 	Aprobar, modificar, monitorear, evaluar y velar por el cumpli-
miento de la Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia, que se define en la presente ley.

d) 	Definir estrategias y gestionar ante la situación de emergen-
cia nacional o local, a efecto de prevenir y detectar hechos 
de violencia contra las mujeres.

e) 	Rendir informe anual al Órgano Legislativo sobre el estado y 
situación de la violencia contra las mujeres de conformidad 
con esta ley y con los compromisos internacionales adquiri-
dos en esta materia.

f) 	 Establecer mecanismos y acciones de coordinación y comu-
nicación con los Órganos del Estado, Alcaldías Municipales 
y otras Instituciones Autónomas.

g) 	Efectuar evaluaciones y recomendaciones sobre la aplica-
ción de la presente ley.

h) 	Otras acciones que sean indispensables y convenientes para 
el mejor desempeño de sus objetivos, el adecuado cumpli-
miento de esta ley o que se le atribuyan en otras leyes.

Art. 14. Comisión Técnica Especializada

Para garantizar la operativización de la presente ley y la de las Políticas 
Públicas para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 
se crea la Comisión Técnica Especializada, cuya coordinación estará a 
cargo del Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer y estará 
conformada por una persona representante de cada institución que for-
ma parte de la junta directiva de dicho Instituto, así como una persona 
representante de las siguientes instituciones:

a) 	Órgano Judicial.

b) 	Ministerio de Hacienda.

c) 	Ministerio de Gobernación.

d) 	Ministerio de Relaciones Exteriores.
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e) 	Ministerio Economía.

f) 	 Una persona designada por la Presidencia de la República.

g) 	Ministerio de Agricultura y Ganadería.

Art. 15. Integrantes de la Comisión Técnica Especializada

Para ser integrante de la Comisión Técnica Especializada, las perso-
nas representantes de cada una de las instituciones, deberán cum-
plir con el perfil siguiente:

a) 	Demostrable honorabilidad.

b) 	No haber sido condenado por delitos, en los últimos diez años.

c) 	Especialización en materia de derechos de las mujeres.

d) 	Sensibilización en el respeto y cumplimiento a los derechos 
humanos de las mujeres.

Las Funciones de la Comisión Técnica, se establecerán en base a 
un instructivo de trabajo formulado por las instituciones que la inte-
gran y deberá estar en concordancia con la Política Nacional para 
el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Capítulo III

Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia

Art. 16. Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia

La Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia, en adelante Política Nacional, es el conjunto de ob-
jetivos y estrategias de naturaleza pública que tiene como finalidad 
garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, a 
través de su prevención, detección, atención y protección. Su Plan 
de Acción tendrá un período de cinco años.
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Art. 17. Contenidos de la Política Nacional para el Acceso de las 
Mujeres a una vida libre de violencia

La Política Nacional, deberá contener programas de:

a) 	Detección, que tengan como fin la identificación temprana y 
focalización de los factores que originan los hechos de violen-
cia contra las mujeres tanto en el ámbito público como privado, 
estableciendo modelos de detección de acuerdo a los tipos y 
modalidades de violencia contempladas en la presente ley.

b) 	Prevención, que tengan como fin evitar la violencia contra 
las mujeres en cualquiera de sus tipos y modalidades, a partir 
del desaprendizaje de los modelos convencionales que his-
tóricamente han sido atribuidos a la imagen y al concepto de 
las mujeres, y del reaprendizaje de nuevos modelos basados 
en principios de igualdad, equidad, diversidad y democracia.

c) 	Atención, que tengan como fin atender, proteger y restable-
cer, de forma expedita y eficaz, los derechos de las víctimas 
directas e indirectas de cualquier tipo de violencia ejercida 
contra las mujeres, tanto en el ámbito público como privado.

d) Protección, que tengan como fin atender y favorecer de ma-
nera integral los derechos de las mujeres víctimas de violen-
cia, ya sea que se encuentren o no en situación de riesgo.

e) Erradicación de la violencia contra las mujeres, que tengan 
como fin la desestructuración de las prácticas, conductas, 
normas y costumbres sociales y culturales que vayan en de-
trimento de la identidad, dignidad e integridad física y emo-
cional de las mujeres, o que las sitúen en condiciones de 
vulnerabilidad.

f) 	 Seguridad ciudadana, a través del diseño de estrategias que 
promuevan espacios públicos seguros para las mujeres, la 
creación de mapas de ubicación de violencia territorial, re-
des ciudadanas nacionales y locales, así como instituciones 
que participen activamente en la detección y prevención de 
la violencia contra las mujeres.
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g) 	Formación y capacitación, que facilite la inserción laboral 
y la generación de ingresos a mujeres que enfrenten hechos 
de violencia.

h) 	Desarrollo de estudios e investigaciones sobre violencia con-
tra las mujeres a nivel nacional.

Así mismo, la Política Nacional, para su cumplimiento e implemen-
tación deberá contener programas de sensibilización, conocimien-
to y especialización para el personal prestatario de servicios para 
la detección, prevención, atención y protección de los casos de 
violencia contra las mujeres, así como Protocolos de Actuación y 
Coordinación con las diferentes Instituciones del Estado.

Art. 18. Del cumplimiento y articulación de la Política Nacional 
para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia

Las Instituciones del Estado de acuerdo a sus competencias, debe-
rán adoptar y ejecutar los programas y acciones de erradicación de 
la violencia contra las mujeres establecidas en la Política Nacional.

Art. 19. Participación Ciudadana

Los mecanismos de participación y representación ciudadana a ni-
vel nacional y local, deberán incluir dentro de sus normativas o 
reglamentos, acciones para erradicar la violencia contra las mujeres 
en coherencia con la Política Nacional.

Capítulo IV

Responsabilidades del Estado

Sección Primera

Responsabilidades Ministeriales

Art. 20. Responsabilidades en el ámbito educativo

El Ministerio de Educación a través de los programas y procesos 
educativos de enseñanza-aprendizaje formales y no formales, en 
los niveles de educación: parvulario, básica, media, superior y no 
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universitaria, incluirá dentro de la obligación que tiene de planificar 
y normar de manera integral la formación de las personas educado-
ras, así como en las actividades curriculares y extracurriculares, la 
promoción del derecho de las mujeres a vivir libre de violencia y de 
discriminación, así como la divulgación de las medidas destinadas 
a la prevención y erradicación de cualquier tipo de violencia contra 
las mujeres, fomentando para tal efecto las relaciones de respeto, 
igualdad y promoción de los derechos humanos de las mujeres.

Así mismo, deberán eliminar de todos los programas educativos 
las normativas, reglamentos y materiales que promuevan directa 
o indirectamente cualquiera de las formas de violencia contra las 
mujeres, los esquemas de conducta, prejuicios y costumbres este-
reotipadas que promuevan, legitimen, naturalicen, invisibilicen y 
justifiquen la violencia contra las mujeres, para lo cual, el Ministe-
rio de Educación deberá garantizar que los contenidos de todos los 
materiales que circulan dentro del sistema educativo cumplan con 
lo establecido en la presente ley.

Las personas que ejerzan la dirección de los centros educativos pú-
blicos y privados, deberán adoptar las medidas necesarias para la 
detección y atención de los actos de violencia contra las mujeres 
dentro del ámbito escolar, de conformidad con lo establecido en la 
Política Nacional.

Art. 21. Educación Superior

El Ministerio de Educación, en el ámbito de Educación Superior, ga-
rantizará en los estudios universitarios de grado y en los programas 
de postgrado relacionados con los ámbitos de esta ley, conocimien-
tos orientados a la prevención e investigación para la erradicación 
de la violencia contra las mujeres y el fomento de las relaciones de 
igualdad y no discriminación.

Las instituciones de educación superior deberán reglamentar inter-
namente las acciones de detección y prevención de toda forma de 
violencia contra la mujer.

Art. 22. Responsabilidades del Ministerio de Gobernación

El Ministerio de Gobernación a través de:
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a)	 La Dirección General de Espectáculos Públicos de Radio 
y Televisión, protegerá y defenderá, la imagen de las mu-
jeres en el más amplio sentido conforme a los principios 
constitucionales de respeto a la dignidad humana y los 
derechos fundamentales.

	 Garantizando para tal fin, que los anunciantes, medios de 
comunicación y agencias de publicidad, incluidos los elec-
trónicos, informáticos y telemáticos, cuya actividad esté so-
metida al ámbito de la publicidad y comunicaciones, no di-
fundan contenidos, ni emitan espacios o publicidad sexista 
contra las mujeres, considerándose ésta, cuando se promue-
va la agresividad, malos tratos o discriminación contra las 
mujeres, la salud, la dignidad y la igualdad.

	 Para el cumplimiento de lo anterior, el Ministerio de Go-
bernación, por medio de la Dirección General de Espectá-
culos Públicos de Radio y Televisión, garantizará la obser-
vancia y aplicación de los Códigos de Ética de los medios 
de comunicación.

b) 	El Sistema Nacional de Protección Civil, Prevención y Miti-
gación de desastres a través de la Comisión Nacional de Pro-
tección Civil, Prevención y Mitigación de desastres, deberá 
garantizar que en las situaciones de riesgo y desastre, la aten-
ción a las mujeres se diseñe y ejecute tomando en cuenta 
su condición de vulnerabilidad de género y las necesidades 
propias de su sexo, para lo cual se deberán incorporar accio-
nes y medidas de prevención, atención y protección de las 
diferentes modalidades de violencia contra las mujeres, en el 
Plan Nacional de Protección Civil, Prevención y Mitigación 
de desastres.

	 Entre otras, podrán adoptarse las medidas siguientes:

1.	 Establecer espacios físicos segregados de hombres y mu-
jeres para prevenir situaciones de violencia.

2.	 Atención sanitaria, médica y psicosocial que tome en 
cuenta el entorno de riesgo de violencia y necesidades 
específicas de las mujeres.
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3.	 Exclusión de potenciales personas agresoras que mues-
tren conductas de violencia, hostigamiento y acoso ha-
cia las mujeres.

4.	 Establecer procedimientos administrativos para la entre-
ga equitativa de recursos acorde a las responsabilidades 
que afrontan las mujeres.

Art. 23. Responsabilidades del Ministerio de Salud Pública y Asis-
tencia Social

El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, será el respon-
sable de:

a) 	Garantizar las medidas específicas en el ámbito de los servi-
cios de salud pública, para la prevención, detección tempra-
na, atención e intervención en los casos de violencia contra 
las mujeres.

b) 	Incorporar las medidas necesarias para el seguimiento y eva-
luación del impacto en la salud de las mujeres afectadas por 
la violencia, dando especial atención a la salud mental y 
emocional.

c) 	La prevención y detección temprana de las situaciones de 
violencia contra las mujeres, será un objetivo en el ámbito 
de los servicios de salud pública.

d) 	Garantizar la no discriminación de las mujeres en cuanto al 
acceso de los servicios de salud, así mismo, que el personal 
de salud no ejerza ningún tipo de violencia a las usuarias de 
los servicios, sin que anteponga sus creencias, ni prejuicios 
durante la prestación de los mismos.

e) 	Registrar estadísticamente casos de violencia contra las muje-
res manifestados a través de enfermedades, accidentes y pa-
decimientos atendidos dentro del servicio de salud pública.

f) 	 Elaborar un informe anual relativo al número de mujeres que 
han sido atendidas e identificadas en situaciones de violen-
cia, el cual se remitirá al Comité Técnico Especializado y al 
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Sistema Nacional de Datos y Estadísticas.

g) 	Garantizar el cumplimiento en todo el Sistema Nacional de 
Salud, de las Normativas Internas en materia de procedi-
mientos de atención para mujeres, así como, el conocimien-
to y acceso de las mismas a esos procedimientos.

Art. 24. Responsabilidades del Ministerio de Trabajo y Previsión Social

El Estado, a través del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, tanto 
en el sector público como privado, garantizará:

a) 	La realización en los centros de trabajo de acciones de sensi-
bilización y prevención de cualquier tipo de violencia contra 
las trabajadoras, que afecten sus condiciones de acceso, pro-
moción, retribución o formación.

b) 	Que las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motiva-
das por la situación física o psicológica derivada de cualquier 
tipo de violencia, tengan la consideración de justificadas.

c) 	La protección de los derechos laborales de las trabajadoras 
que enfrentan hechos de violencia.

En los casos en que las mujeres se encuentren en ciclos de violencia 
y procesos de denuncia, si así lo solicitaren, se gestionará con el 
patrón la reubicación temporal o permanente de su lugar de trabajo, 
en el caso de las empresas que tienen sucursales; así como, la reor-
ganización de sus horarios, en los términos que se determinen en los 
Convenios Laborales, Tratados Internacionales y legislación vigente.

Art. 25. Creación de Unidades Institucionales de Atención Espe-
cializada para las mujeres

Créanse las Unidades Institucionales de Atención Especializada 
para las mujeres que enfrentan hechos de violencia, cuya finali-
dad será brindar servicios integrales en condiciones higiénicas y de 
privacidad, con atención con calidad y calidez, con prioridad a la 
atención en crisis; así como también, asesorar e informar sobre los 
derechos que les asisten, las medidas relativas a su protección y se-
guridad, los servicios de emergencia y acogida, incluido la del lugar 
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de prestación de estos servicios y el estado en que se encuentran las 
actuaciones jurídicas o administrativas de sus denuncias.

Existirá una unidad de atención especializada en las siguientes ins-
tituciones y en sus correspondientes delegaciones departamentales:

1)	 Órgano Judicial.

2) 	Fiscalía General de la República.

3)	 Procuraduría General de la República.

4) 	Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos.

5)	  Policía Nacional Civil.

6)	 Instituto de Medicina Legal.

7)	 Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.

8)	 Otras que tengan competencia en la materia.

El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer será el 
encargado de velar y supervisar que la atención de las unidades 
sea prestada de la manera prevista en el inciso primero del pre-
sente artículo.

Art. 26. Casas de Acogida

Créase el programa de Casas de Acogida, que estará bajo la coordi-
nación y supervisión del Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de 
la Mujer, cuyos servicios podrán ser prestados, además del Estado 
y las municipalidades, por organizaciones no gubernamentales de 
protección a mujeres y la sociedad civil, debidamente acreditados 
por dicho Instituto, los cuales tendrán como objetivo:

a) 	Atender a las mujeres y su grupo familiar afectado que se 
encuentran en riesgo y desprotección generadas por situacio-
nes de violencia, referidas por las Instituciones Gubernamen-
tales y no gubernamentales facultadas por esta ley.
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b) 	Asegurar el apoyo inmediato, la integridad física, emocional 
y la atención psicosocial.

Sección Segunda

Otras instituciones Educadoras

Art. 27. Otras Instituciones

Las Instituciones del Estado directamente responsables de la detec-
ción, prevención, atención, protección y sanción de la violencia 
contra las mujeres, deberán formar integralmente a su personal en 
conocimientos sobre el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia y de discriminación, así como, sobre la divulgación de 
las medidas destinadas a la prevención y erradicación de cualquier 
forma de violencia, fomentando para tal efecto las relaciones de 
respeto, igualdad y promoción de sus derechos humanos.

Dentro de estas instituciones se encuentran comprendidas:

1. Academia Nacional de Seguridad Pública.

2. Consejo Nacional de la Judicatura.

3.	 Fiscalía General de la República.

4.	 Instituto de Medicina Legal.

5.	 Procuraduría General de la República.

6.	 Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos.

7.	 Unidad Técnica Ejecutiva del Sector Justicia.

8.	 Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.

9.	 Corte Suprema de Justicia.

10.	Escuela Penitenciaria.

11.	Asamblea Legislativa.
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12.	Ministerio de Educación.

13.	Centros de Formación Municipal.

14.	Escuela Militar.

15.	Otras instituciones que lleven a cabo procesos de educación 
superior especializada, no formal.

Dichas instituciones garantizarán que la formación de su personal 
capacitador sea sistemática y especializada en la sensibilización, 
prevención y atención de las mujeres que enfrentan hechos de vio-
lencia. Dichos capacitadores, deberán conocer y transmitir el enfo-
que de género, enfatizando en las causas estructurales de la violen-
cia contra las mujeres, las causas de desigualdad de relaciones de 
poder entre hombres y mujeres, y las teorías de construcción de las 
identidades masculinas.

Art. 28. Responsabilidades de instituciones colegiadas

El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, fomenta-
rá programas formativos con el objeto de promover la formación 
especializada, sensibilización e investigación en los colegios pro-
fesionales, entidades de desarrollo científico, universidades y or-
ganizaciones no gubernamentales; en especial, de las áreas social, 
jurídica y sanitaria. Asimismo, velará para que los colectivos, facili-
tadores e investigadores desarrollen los procesos de manera eficaz 
y por personas que por su trayectoria, garanticen conocimientos y 
valores coherentes con los objetivos de esta ley.

Capítulo V

De los Concejos Municipales

Art. 29. Concejos Municipales

Los Concejos Municipales, para la aplicación de la presente ley, 
de acuerdo a las facultades y atribuciones conferidas por el Código 
Municipal, desarrollarán acciones coherentes con esta ley y con la 
Política Nacional, tales como:
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1)	 Elaborar cada tres años, el Plan Municipal para la Prevención 
y Atención de la Violencia contra las Mujeres, el cual deberá 
dar cumplimiento a lo establecido en la Política Nacional 
para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

2) 	Convocar y articular a las instituciones y organizaciones lo-
cales, para generar acciones de coordinación, intercambio 
de información y colaboración para el cumplimiento de su 
Plan Municipal.

3) 	Establecer dentro de su presupuesto una partida etiqueta-
da para la ejecución de su Plan Municipal y rendir informe 
anual sobre el mismo, a los y las ciudadanas de sus munici-
pios y al Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer.

4) Remitir al Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, los datos 
y estadísticas sobre los casos de violencia contra las mujeres 
de los cuales tienen conocimiento.

Los Concejos Municipales no podrán mediar o conciliar ningún 
tipo o modalidad de violencia contra las mujeres.

Capítulo VI

Sistema Nacional de Datos, Estadísticas e 
Información de violencia contra las mujeres

Art. 30. Sistema Nacional de Datos y Estadísticas

El Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, será el responsable de 
manejar el Sistema Nacional de Datos, Estadísticas e Información 
de violencia contra las mujeres, en adelante Sistema Nacional de 
Datos y Estadísticas; que deberá coordinar con la Dirección Ge-
neral de Estadísticas y Censos. Dicha Dirección, será la encargada 
de solicitar y recibir la información del resto de instituciones que 
posean y procesen datos, estadísticas o información sobre hechos 
de violencia contra las mujeres.

Los informes de dicho Sistema deberán contener:
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1.	 Sistema de indicadores.

2.	 Evaluación del impacto de las políticas que se desarrollen 
para la erradicación de cualquier tipo de violencia contra las 
mujeres, y de las acciones que se implementen, para garanti-
zar la atención integral a aquellas que la hayan enfrentado.

3. 	Datos según ubicación geográfica de ocurrencia del hecho o 
hechos; así como, la procedencia territorial, edad, ocupación, 
estado familiar y nivel de escolaridad de las mujeres que han 
enfrentado hechos de violencia y de la persona agresora.

4. Datos de los hechos atendidos, como tipos, ámbitos y moda-
lidades de la violencia contra las mujeres, frecuencia, tipos 
de armas o medios utilizados para ejecutar la violencia, me-
didas otorgadas y el historial del proceso judicial.

5.	 Efectos causados por la violencia contra las mujeres.

6.	 Datos relativos al número de mujeres que han enfrentado 
hechos de violencia atendidas en los centros y servicios hos-
pitalarios, educativos, centros de trabajo y recurrencia de los 
diferentes sectores de la economía.

7.	 Las referencias hechas a otras instancias.

8.	 Los recursos erogados para la atención de las mujeres que 
han enfrentado hechos de violencia.

9.	 Otros que se consideren necesarios.

El Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, deberá publicar anual-
mente los resultados de la sistematización de datos sobre los hechos de 
violencia contra las mujeres, mediante la presentación de informes en 
medios impresos y electrónicos, los cuales deberán estar disponibles 
a solicitud de cualquier persona natural o jurídica que así lo requiera.

Art. 31. Finalidad y Conformación del Sistema Nacional de Datos, 
Estadísticas e Información de violencia contra las mujeres

La finalidad del Sistema Nacional de Datos y Estadísticas, será ga-
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rantizar la base nacional de datos de hechos de violencia contra 
las mujeres, para lo cual deberá recopilar y homologar los datos 
estadísticos e información brindada, para cuyo efecto el Ministerio 
de Justicia y Seguridad Pública en coordinación con la Dirección 
General de Estadísticas y Censos, tendrán la obligación de solicitar 
la información pertinente a las Instituciones correspondientes; así 
como, la de rendir mensualmente la información que se solicite.

Art. 32. Informe de indicadores de violencia contra las mujeres

El Instituto de Medicina Legal, anualmente deberá presentar indicadores 
diagnósticos basados en los peritajes realizados que deberán incluir:

a)	 La prevalencia de casos de Feminicidio.

b)	 Los efectos de la violencia física, psíquica y sexual en las 
mujeres que enfrentan hechos de violencia.

c)) Los efectos de la exposición a la violencia y de las agresiones 
sufridas por los hijos, hijas, niñas, niños o adolescentes, a 
cargo de la mujer que enfrenta hechos de violencia.

Valoración de la incidencia, la peligrosidad objetiva y el riesgo de 
reincidencia de la persona agresora.

Capítulo VII

Presupuesto, Finanzas y Fondo Especial

Art. 33. Presupuesto

Los recursos para financiar la presente ley serán los siguientes:

a) 	Las asignaciones de las partidas del Presupuesto General de 
la Nación, que deberán consignar cada año o aquellos recur-
sos etiquetados en materia de violencia contra las mujeres en 
cualquiera de sus modalidades, a cada una de las instancias 
públicas facultadas por esta ley.

b) 	Aquellos fondos especiales destinados para mujeres víctimas 
de violencia.
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c) 	Donaciones nacionales e internacionales.

d) 	Cooperaciones regionales o internacionales.

e) 	Otras fuentes de financiamiento nacional o internacional.

Art. 34. Financiamiento para la aplicación de la presente ley

El Estado a través del Ministerio de Hacienda, deberá garantizar 
para la ejecución de la presente ley la asignación de partidas pre-
supuestarias etiquetadas en el Presupuesto General de la Nación 
para cada año, a cada una de las instituciones públicas facultadas 
en esta ley para su aplicación.

Art. 35. Fondo Especial para mujeres víctimas de violencia

Los fondos obtenidos por las sanciones económicas impuestas por 
infracciones cometidas a la presente ley, ingresarán al Fondo General 
de la Nación; y el Ministerio de Hacienda, deberá trasladarlos ínte-
gramente para financiar aquellos proyectos a que se refiere esta ley.

Art. 36. Fiscalización de fondos

Corresponderá a la Corte de Cuentas de la República, la fiscaliza-
ción posterior de la correcta utilización de los fondos asignados 
para la ejecución de la presente ley.

Capítulo VIII

Protección de la Vivienda

Art. 37. Ayudas Sociales y Subsidio

Las ayudas sociales o subsidios, serán compatibles con cualquiera 
de las previstas en las leyes vigentes con programas sociales; y pro-
vendrán, del Fondo Especial para mujeres víctimas de violencia.

Art. 38. Acceso a Vivienda social para Mujeres

Las mujeres sujetas a esta ley, serán consideradas colectivos prio-
ritarios en el acceso a viviendas sociales protegidas y programas, 
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en los términos que determine la legislación vigente, valorando sus 
circunstancias y el contexto de desprotección y de vulnerabilidad.

Art. 39. Protección del uso de vivienda arrendada

En los casos y hechos de violencia contra la mujer por su pareja, y 
éste arriende la vivienda de habitación, la mujer podrá continuar 
con el uso de la misma por orden judicial mediante la medida de 
protección correspondiente. Lo anterior no exime del pago de los 
cánones de arrendamiento, al que deberá ser condenado la per-
sona agresora.

Dicha medida, se notificará a la persona agresora y al arrendata-
rio, para que la mujer haga uso de la vivienda hasta por un plazo 
máximo de noventa días desde que fue notificada la resolución 
judicial correspondiente, acompañando de la copia de dicha re-
solución judicial o de la parte de la misma, que afecte el uso de la 
vivienda al arrendante.

Art. 40. Acceso a la Vivienda

El Ministerio de Obras Públicas, a través del Viceministerio de Vi-
vienda y Desarrollo Urbano, del Fondo Social para la Vivienda 
(FSV), y del Fondo Nacional de Vivienda Popular (FONAVIPO), de-
berá elaborar una Política de Vivienda que progresivamente incor-
pore una reserva de viviendas específica para mujeres que enfren-
tan hechos de violencia, y que se encuentren en total desprotección 
y condiciones de alto riesgo. Siendo prioridad las mujeres adultas 
mayores y las mujeres con discapacidades.

Art. 41. Habitación Tutelada

La habitación tutelada, consiste en espacios de vivienda temporal 
bajo la figura de la vivienda en protección pública para mujeres 
que se encuentran en ciclos de violencia y que hayan establecido 
dicha situación.

Los espacios de vivienda temporal, serán garantizados por el Esta-
do; para lo cual, deberá emitir un Reglamento que regule el pro-
cedimiento para que las mujeres que establezcan la situación de 
violencia, puedan tener acceso a la habitación tutelada.
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Art. 42. Certificación de denuncia

Las Instituciones obligadas por esta ley, garantizarán a las mujeres 
que enfrentan hechos de violencia, el derecho a obtener la certifi-
cación de denuncia, la cual deberá ser expedida dentro del término 
establecido por la ley.

El funcionario o funcionaria que incumpliere con esta obligación 
incurrirá en una sanción equivalente a diez salarios mínimos es-
tablecidos para trabajadores del comercio y servicios vigente, sin 
perjuicio de la responsabilidad penal correspondiente.

Art. 43. Establecimiento de la situación de violencia

En los casos en que así lo requieran, o que se exija el estableci-
miento de la situación de violencia contra las mujeres para el reco-
nocimiento de sus derechos, ésta se acreditará, sin perjuicio de lo 
establecido para cada caso, a través de:

1. 	Certificación de resolución judicial por cualquier tipo y mo-
dalidad de violencia.

2.	 Certificación que acredite la atención especializada, por un 
organismo público competente en materia de violencia.

Título II

Delitos y Sanciones

Capítulo I

Delitos y Sanciones

Art. 44. Delitos de acción pública

Todos los delitos contemplados en el presente capítulo son de ac-
ción pública.

Art. 45. Feminicidio

Quien le causare la muerte a una mujer mediando motivos de odio 
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o menosprecio por su condición de mujer, será sancionado con 
pena de prisión de veinte a treinta y cinco años.

Se considera que existe odio o menosprecio a la condición de mu-
jer cuando ocurra cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) 	Que a la muerte le haya precedido algún incidente de violen-
cia cometido por el autor contra la mujer, independientemen-
te que el hecho haya sido denunciado o no por la víctima.

b) 	Que el autor se hubiere aprovechado de cualquier condición 
de riesgo o vulnerabilidad física o psíquica en que se encon-
traba la mujer víctima.

c) 	Que el autor se hubiere aprovechado de la superioridad que le gene-
raban las relaciones desiguales de poder basadas en el género.

d) 	Que previo a la muerte de la mujer el autor hubiere cometido 
contra ella cualquier conducta calificada como delito contra 
la libertad sexual.

e) Muerte precedida por causa de mutilación.

Art. 46. Feminicidio Agravado

El delito de feminicidio será sancionado con pena de treinta a cin-
cuenta años de prisión, en los siguientes casos:

a) 	Si fuere realizado por funcionario o empleado público o mu-
nicipal, autoridad pública o agente de autoridad.

b) 	Si fuere realizado por dos o más personas.

c) 	Si fuere cometido frente a cualquier familiar de la víctima.

d) 	Cuando la víctima sea menor de dieciocho años de edad, 
adulta mayor o sufriere discapacidad física o mental.

e) 	Si el autor se prevaleciere de la superioridad originada por 
relaciones de confianza, amistad, doméstica, educativa o 
de trabajo.
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Art. 47. Obstaculización al Acceso a la Justicia

Quien en el ejercicio de una función pública propiciare, promovie-
re o tolerare, la impunidad u obstaculizare la investigación, perse-
cución y sanción de los delitos establecidos en esta ley, será sancio-
nado con pena de prisión de dos a cuatro años e inhabilitación para 
la función pública que desempeña por el mismo plazo.

Art. 48. Suicidio Feminicida por Inducción o Ayuda

Quien indujere a una mujer al suicidio o le prestare ayuda para co-
meterlo, valiéndose de cualquiera de las siguientes circunstancias, 
será sancionado con prisión de cinco a siete años:

a) 	Que le preceda cualquiera de los tipos o modalidades de vio-
lencia contemplados en la presente ley ó en cualquier otra ley.

b)	 Que el denunciado se haya aprovechado de cualquier situa-
ción de riesgo o condición física o psíquica en que se encon-
trare la víctima, por haberse ejercido contra ésta, cualquiera 
de los tipos o modalidades de violencia contemplados en la 
presente ó en cualquier otra ley.

c) 	Que el inductor se haya aprovechado de la superioridad ge-
nerada por las relaciones preexistentes o existentes entre él y 
la víctima.

Art. 49. Inducción, Promoción y Favorecimiento de Actos Sexuales 
o Eróticos por medios Informáticos o Electrónicos

Quien de manera individual, colectiva u organizada publicare, dis-
tribuyere, enviare, promoviere, facilitare, administrare, financiare u 
organizare, de cualquier forma la utilización de mujeres, mayores 
de dieciocho años, sin su consentimiento en actos sexuales o eróti-
cos, utilizando medios informáticos o electrónicos, será sancionado 
con prisión de cinco a diez años.

Art. 50. Difusión ilegal de información

Quien publicare, compartiere, enviare o distribuyere información 
personal que dañe el honor, la intimidad personal y familiar, y la 
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propia imagen de la mujer sin su consentimiento, será sancionado 
con pena de uno a tres años.

Art. 51. Difusión de pornografía

Quien publicare, compartiere, enviare o distribuyere material por-
nográfico por cualquier medio informático o electrónico en el que 
se utilice la imagen o identidad de la mujer sin su consentimiento, 
será sancionado con pena de tres a cinco años.

Art. 52. Favorecimiento al incumplimiento de los deberes de asis-
tencia económica

Quien estando obligado a informar acerca de los ingresos de quienes 
deban cumplir con los deberes de asistencia económica, ocultare o die-
re información falsa, tardía, o incumpliere con orden de autoridad judi-
cial o administrativa, será sancionado con prisión de uno a tres años, y 
multa equivalente a treinta salarios mínimos del comercio y servicios.

Art. 53. Sustracción Patrimonial

Quien sustrajere, algún bien o valor de la posesión o patrimonio 
de una mujer con quien mantuviere una relación de parentesco, 
matrimonio o convivencia sin su consentimiento, será sancionado 
con prisión de dos a cuatro años.

Art. 54. Sustracción de las utilidades de las actividades económi-
cas familiares

Quien sustrajere las ganancias o ingresos derivados de una acti-
vidad económica familiar, o dispusiere de ellas para su beneficio 
personal y en perjuicio de los derechos de una mujer con quien 
mantenga una relación de parentesco, matrimonio o convivencia 
declarada o no, será sancionado con prisión de tres a seis años.

Art. 55. Expresiones de violencia contra las mujeres

Quien realizare cualquiera de las siguientes conductas, será sancio-
nado con multa de dos a veinticinco salarios mínimos del comercio 
y servicio:
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a) 	Elaborar, publicar, difundir o transmitir por cualquier medio, 
imágenes o mensajes visuales, audiovisuales, multimedia o 
plataformas informáticas con contenido de odio o menospre-
cio hacia las mujeres.

b) 	Utilizar expresiones verbales o no verbales relativas al ejercicio de 
la autoridad parental que tengan por fin intimidar a las mujeres.

c) 	Burlarse, desacreditar, degradar o aislar a las mujeres den-
tro de sus ámbitos de trabajo, educativo, comunitario, es-
pacios de participación política o ciudadana, institucional u 
otro análogo como forma de expresión de discriminación de 
acuerdo a la presente ley.

d) 	Impedir, limitar u obstaculizar la participación de las mujeres 
en cualquier proceso de formación académica, participación 
política, inserción laboral o atención en salud.

e) 	Exponer a las mujeres a un riesgo inminente para su integri-
dad física o emocional.

f) 	 Mostrar o compartir pornografía de personas mayores de 
edad en los espacios públicos, de trabajo y comunitario.

Capítulo II

Disposiciones Procesales Específicas

Art. 56. Política de Persecución Penal en Materia de Violencia 
Contra las Mujeres

La Fiscalía General de la República deberá crear, la política de 
persecución penal en materia de Violencia contra las Mujeres de 
acuerdo a los principios establecidos en ésta ley.

Art. 57. Garantías Procesales de las mujeres que enfrentan hechos 
de violencia

A las mujeres que enfrenten hechos de violencia se les garantizará:

a) 	Que se preserve en todo momento su intimidad y privacidad. 
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En consecuencia, su vida sexual no podrá ser expuesta direc-
ta o indirectamente, para justificar, minimizar o relativizar el 
daño causado.

b) 	Que se les extienda copia del requerimiento fiscal, de la de-
nuncia administrativa, del reconocimiento médico legal y de 
cualquier otro documento de interés para la mujer que enfrenta 
hechos de violencia; así como, a ser tratadas con dignidad y res-
peto, especialmente por las partes intervinientes en el proceso.

c) 	Ser atendidas en la medida de lo posible, por personas del 
mismo sexo expertas y capacitadas en derechos de las vícti-
mas, derechos humanos de las mujeres, perspectiva de géne-
ro y prevención de la violencia de género, en lugares accesi-
bles y que garanticen la privacidad, seguridad y comodidad.

d) 	No ser discriminadas en razón de su historial sexual o por 
ninguna otra causa.

e) 	Que se proteja debidamente su intimidad y se aplique la reserva 
total o parcial del expediente, para evitar la divulgación de infor-
mación que pueda conducir a su identificación o la de sus fami-
liares, manteniendo la confidencialidad de la información sobre 
su residencia, teléfono, lugar de trabajo o estudio, entre otros 
aspectos. Dicha protección incluye a su familia y allegados.

f) 	 Ser informada y notificada en forma oportuna y veraz, de las 
actuaciones que se vayan realizando durante todo el proceso 
judicial o administrativo, así como de los recursos pertinentes y 
de los servicios de ayuda. Así mismo, a qué se le extienda copia 
de la denuncia administrativa y del requerimiento fiscal, del re-
conocimiento médico legal y de cualquier otro documento de 
interés para la mujer, garantizando un trato digno y respetuoso.

g) 	Recibir asistencia integral, adecuada y oportuna, la cual po-
drá exceder la duración del proceso administrativo o judi-
cial, independientemente del resultado.

g) 	Recibir atención médica, tratamiento adecuado y especiali-
zado, en los casos que lo ameriten. Así como la utilización 
del Protocolo de atención en caso de violencia sexual, para 
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prevenir Infecciones de Transmisión Sexual y la Guía Técni-
ca de Atención en Planificación Familiar.

i) 	 El designar a un acompañante durante todo el proceso judi-
cial o administrativo.

j) 	 No ser cohercionadas por las declaraciones vertidas durante 
el proceso.

k) 	Que de manera inmediata se decreten las medidas emergen-
tes, de protección o cautelares establecidas en esta o en el 
resto de leyes vigentes.

l) 	 Recibir el auxilio y la protección, oportuna y adecuada, de 
la Policía Nacional Civil, o de cualquier otra instancia y de 
la comunidad.

m) Prestar testimonio en condiciones especiales de protección y 
cuidado; así como, a utilizar la figura del anticipo de prueba.

n) 	A que se tome en cuenta su estado emocional para declarar 
en el juicio, y que este sea realizado de manera individual.

o) 	Recibir información sobre sus derechos y el proceso en un 
idioma, lenguaje o dialecto que comprendan, en forma ac-
cesible a su edad y madurez.

p) 	Solicitar medidas de emergencia, protección y cautelares en caso 
de que se otorgue la libertad anticipada a la persona agresora.

Las víctimas del delito de trata además de las garantías ya estableci-
das, gozarán de las siguientes:

1.	 A que no se le apliquen las sanciones o impedimentos esta-
blecidos en la legislación migratoria, cuando las infracciones 
sean consecuencia de la actividad desplegada durante la co-
misión del ilícito que han sido víctimas.

2.	 A permanecer en el país, de conformidad con la legislación 
vigente, y a recibir la documentación o constancia que acre-
dite tal circunstancia.
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3.	 Asesoría jurídica migratoria gratuita.

Las mujeres que enfrentan hechos de violencia, gozarán de todos 
los derechos establecidos en la presente ley, en el resto del ordena-
miento jurídico y en los Convenios Internacionales vigentes.

Art. 58. Prohibición de la Conciliación y Mediación

Se prohíbe la Conciliación o Mediación de cualquiera de los delitos 
comprendidos en la presente ley.

Disposiciones Finales

Art. 59. Declaración de Interés Público y Nacional

Se declara de interés público y nacional la implementación de la 
presente ley.

Art. 60. Regla Supletoria

En lo no previsto en la presente ley, se aplicarán las reglas proce-
sales comunes en lo que fuere compatible con la naturaleza de la 
misma; así como, las disposiciones contenidas en el Código Proce-
sal Penal.

Art. 61. Vigencia de la Ley

La presente ley entrará en vigencia el uno de enero del dos mil 
doce, previa publicación en el Diario Oficial.
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 LEY CONTRA LA VIOLENCIA lNTRAFAMILIAR

DECRETO Nº. 902

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA DE EL SALVADOR,

CONSlDERANDO:

I.	 Que la Constitución de la República en su artículo 32, reco-
noce a la Familia como base fundamental de la sociedad, y 
el Estado está en la obligación de dictar la legislación nece-
saria para su protección y crear los organismos y servicios 
apropiados para su integración, bienestar y desarrollo, social, 
cultural y económico;

II.	 Que corresponde al Estado adecuar la legislación interna a 
los Tratados y Convenciones internacionales referidos a la fa-
milia, la mujer y el niño, a fin de dar cumplimiento al artículo 
144 de la Constitución de la República;

III.	Que la violencia cometida por o contra alguno de los miem-
bros de la familia, constituye una agresión constante aI dere-
cho a la vida libre de temor, a la integridad física, psíquica, 
moral y sexual de la persona humana y de su dignidad y 
seguridad;

IV.	Que la violencia intrafamiliar es un fenómeno social com-
plejo que ha permanecido oculto, lo que ha posibilitado la 
impunidad del infractor y la desprotección de la víctima; y

V.	 Que para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intra-
familiar y enfrentarla en toda su magnitud, es conveniente 
dictar la legislación necesaria y adecuada.

POR TANTO,

En uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa de los Di-
putados Mercedes Gloria Salguero Gross, Julio Antonio Gamero 
Quintanilla, José Rafael Machuca Zelaya, Alfonso Aristides Alva-
renga, Ana Guadalupe Martínez Menéndez, Carmen Elena Calde-
rón de Escalón, Walter René Araujo Morales, José Eduardo San-
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cho Castaneda, Gustavo Rogelio Salinas Olmedo, David Acuña, 
Herbert Mauricio Aguilar Zepeda, Amado; Aguiluz Aguiluz, Alex 
René Aguirre Guevara, Sonia del Carmen Aguiñada C., Selin Er-
nesto Alabí Mendoza, José Gilberto Alegría Morales, José Merzan 
López, Alfredo Arbizú Zelaya, Oscar Armando Salinas, Arturo Ar-
gumedo, Juan Antonio Ascencio Oliva, José Ramón Benítez, Félix 
Blanco, Jorge Alberto Carranza Alvarez, José Armando Cienfuegos 
Mendoza, Luis Alberto Cruz, Eugenio Chicas Martínez, Jorge Au-
gusto Díaz Rivas, Elí Avileo Díaz, Juan Duch Martínez, Miguel 
Antonio Espinal, Hermes Alcides Flores, Francisco Guillermo Flo-
res Pérez, José Víctor García, Josefina de Maza, Norma Fidelia 
Guevara de Ramirios, José Dagoberto Gutiérrez Linares, José Ale-
jandro Herrera Sánchez, Joaquín Edilberto Iraheta, Franciscco Al-
berto Jovel Urquilla, José Roberto Larios Rodríguez, Rodolfo Anto-
nio Herrera, Ricardo Adolfo León Mejía, Eduardo Alfonso Linares, 
Osmin López Escalante, Francisco Roberto Lorenzana Durán, José 
Vicente Machado Salgado, José Abel Laguardia Pineda, Alejandro 
Dagoberto Marroquín, Juan Ramón Medrano Guzmán, Francisco 
Emilio Mena Sandoval, José Tomás Mejía Castillo, José Gabriel 
Murillo Duarte, Salvador Horacio Orellana Alvarez, Carlos Díaz, 
Oscar Samuel Ortíz Ascencio, Ovidio Palomo Cristales, Lorena 
Guadalupe Peña Mendoza, David Pereira Rivera, Mauricio Quin-
teros, Rolando Isabel Portal, Norman Noel Quijano González, 
Reynaldo Quintanilla Prado, Manuel Orlando Quinteros, Fidel 
Dolores Recinos Alas, Julio César Regalado Cuéllar, Mauricio En-
rique Retana, Alejandro Rivera, René Oswaldo Rodríguez, Salva-
dor Antonio Rosales Aguilar, Miguel Angel Sáenz Varela, Roberto 
Serrano Alfaro, Gerardo Antonio Suvillaga, Rodolfo Ernesto Varela 
Méndez, María Marta Concepción Valladares, René de Jesús Ri-
vas, Ernesto Antonio Velásquez Pineda, Roberto Edmundo Viera 
Díaz, Jorge Alberto Villacorta Rosa Mélida Villatoro Benítez, Ed-
gardo Humberto Zelaya Dávila, José Dolores Zelaya Mendoza, 
Carlos Valentín Zelaya Seeligman, Manuel Ernesto Iraheta;
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DECRETA la siguiente:

LEY CONTRA LA VIOLENCIA lNTRAFAMILIAR

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

Fines

Art. 1. La presente Ley tiene los siguientes fines:

a)	 Establecer los mecanismos adecuados para prevenir, sancio-
nar y erradicar la violencia intrafamiliar, en las relaciones 
de los miembros de la familia o en cualquier otra relación 
interpersonal de dichos miembros, sea que éstos compartan 
o no la misma vivienda;

b)	 Aplicar las medidas preventivas, cautelares y de protección 
necesarias para garantizar la vida, integridad y dignidad de 
las víctimas de la violencia intrafamiliar;

c)	 Regular las medidas de rehabilitación para los ofensores; y,

d) 	Proteger de forma especial a Ias víctimas de violencia en las 
relaciones de pareja, de niños y niñas, adolescentes, personas 
adultas mayores y personas discapacitadas. Esta protección es-
pecial es necesaria para disminuir la desigualdad de poder que 
exista entre las personas que constituyen una familia y tomar en 
cuenta la especial situación de cada una de ellas.(1)

Para los efectos de esta ley se entienden por familiares las relaciones 
entre, cónyuges, ex-cónyuges, convivientes, ex-convivientes, ascen-
dientes, descendientes, parientes colaterales por consanguinidad, afi-
nidad, adopción, los sujetos a tutela o guarda, así como cualquier otra, 
relación interpersonal que pueda generar este tipo de violencia.

Principios Rectores

Art. 2. En la aplicación e interpretación de la presente ley, deberá 
tenerse en cuenta los siguientes principios:
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a)	 El respeto a la vida, a la dignidad e integridad física, psicoló-
gica y sexual de la persona;

b)	 La igualdad de derechos del hombre, de la mujer y de los 
hijos e hijas;

c)	 El derecho a una vida digna libre de violencia, en el ámbito 
público como en el ámbito privado;

d)	 La protección de la familia y de cada una de las personas que 
la constituyen; y,

e)	 Los demás principios contenidos en las convenciones y trata-
dos internacionales y la legislación de familia vigente.

Concepto y Formas de Violencia Intrafamiliar

Art. 3. Constituye violencia intrafamiliar, cualquier acción u omi-
sión, directa o indirecta que cause daño, sufrimiento físico, sexual, 
psicológico o muerte a las personas integrantes de la familia.

Son formas de violencia intrafamiliar:

a)	 Violencia psicológica: Acción u omisión directa o indirecta 
cuyo propósito sea controlar o degradar las acciones, comporta-
mientos creencias y decisiones de otras personas, por medio de 
intimidación, manipulación, amenaza directa o indirecta, hu-
millación, aislamiento o cualquier otra conducta u omisión que 
produzcan un perjuicio en la salud psicológica, la autodetermi-
nación, el desarrollo integral y las posibilidades personales;

b)	 Violencia física: Acciones, comportamientos u omisiones 
que amenazan o lesionan la integridad física de una persona;

c)	 Violencia sexual: Acciones que obligan a una persona a 
mantener contactos sexualizados físicos o verbales, o a par-
ticipar en ellos, mediante la fuerza, intimidación, coerción, 
chantaje, soborno, manipulación, amenaza u otro mecanis-
mo que anule o límite la voluntad personal. Igualmente, se 
considerará violencia sexual, el hecho de que la persona 
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agresora obligue a la persona agredida a realizar alguno de 
estos actos con terceras personas.

d)	 Violencia patrimonial: Acción u omisión de quien afecte o 
impida la atención adecuada de las necesidades de la familia 
o alguna de las personas a que se refiere la presente Ley; 
daña, pierde, sustrae, destruye, retiene, distrae o se apropia 
de objetos, intrumentos o bienes. (1)

Alcance de la Ley

Art. 4. Esta ley se aplicará preventivamente y sancionará los hechos 
de violencia intrafamiliar, sin perjuicio de la responsabilidad penal.

Aplicación

Art. 5. Para el cumplimiento de la presente Ley intervendrán los 
Tribunales de Familia y de Paz, el Ministerio Público, el Ministerio 
de Gobernación, el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la 
Mujer y las Instituciones Gubernamentales que velan por la familia, 
las mujeres, los niños, las niñas y adolescentes, las personas con 
discapacidad y las personas adultas mayores. (1)

 
CAPÍTULO II

POLÍTICAS DEL ESTADO PARA LA PREVENCIÓN DE LA 
VIOLENCIA lNTRAFAMILIAR

Objetivos de las Políticas

Art. 6. Es obligación del Estado prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia intrafamiliar y con esa finalidad se desarrollarán las si-
guientes acciones:

a)	 Incorporar en la formación escolar, académica técnica for-
mal y no formal, la enseñanza de los valores éticos, cívicos 
y sociales; el respeto a la dignidad de la persona humana, a 
los derechos y deberes de los integrantes de la familia, los 
niños y niñas, personas discapacitadas; y las personas adultas 
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mayores conforme lo establecido en la legislación vigente y 
los instrumentos internacionales ratificados por El Salvador;

b)	 Realizar compañas de difusión, con el propósito de sensibili-
zar a la sociedad sobre la problemática social antes señalada, 
divulgar los alcances de la presente ley y pronunciarse en 
contra de los actos de violencia intrafamiliar;

c)	 Promover el estudio e investigación de las causas y conse-
cuencias de la violencia intrafamiliar, sus indicadores, su di-
námica y la forma de prevenirla. (1)

d)	 Establecer mecanismos legales eficaces para atender a las 
víctimas de violencia intrafamiIiar, mediante procedimien-
tos sencillos, ágiles y libres de formalismo que posibiliten la 
adopción de medidas cautelares;

e)	 Promover la participación activa de entidades públicas y de 
organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la protección 
de la infancia, de la familia, de la mujer, de las personas 
discapacitadas y de las personas adultas mayores, para el de-
sarrollo de labores preventivas y de control en la ejecución 
de las medidas cautelares y de protección a las víctimas de 
violencia intrafamiliar y la rehabilitación de los ofensores;

f)	 Crear dentro de la Policía Nacional Civil una División espe-
cializada en la atención y manejo de los casos de violencia 
intrafamiliar y defensa de los derechos humanos; (1)

g)	 Promover la capacitación del personal de instituciones in-
volucradas en la dinámica de la violencia intrafamiliar; así 
como, de manera especial la formación permanente de fun-
cionarios y peritos forences, para que asuman un rol eficaz 
en la erradicación de la misma; (1)

h)	 Sensibilizar a los funcionarios judiciales competentes para 
resolver Ios hechos de violencia intrafamiliar;

i)	 Incorporar a los programas de estudio de las carreras de edu-
cación superior, de las Universidades estatales y privadas y 
de la Academia Nacional de Seguridad Pública, la capacita-
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ción en la dinámica de la violencia intrafamiliar, así como de 
la normativa legal correspondiente, las formas de previsión y 
su tratamiento. (1)

Ente Rector

Art. 6-A. El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, 
actuará como el ente rector encargado de diseñar, dirigir, asesorar, 
coordinar y velar por el cumplimiento de las políticas, programas, 
planes y proyectos referidos a la prevención y atención de la vio-
lencia intrafamiliar. (1)

Para el efectivo cumplimiento de su cometido el Instituto Salva-
doreño para el Desarrollo de la Mujer, promoverá la participación 
de las instituciones gubernamentales y organizaciones no guberna-
mentales, gobiernos locales, empresa privada, iglesias, organismos 
internacionales y otros; debiendo establecer, los mecanismos de 
coordinación necesarios para integrar a las diferentes instituciones 
del Estado y de la sociedad para prevenir, atender, proteger y con-
tribuir a resolver la problemática de la violencia intrafamiliar. (1)

Medidas de Protección

Art. 7. Para prevenir, sancionar y erradicar las diferentes formas de 
violencia intrafamiliar se establecen las siguientes medidas:

a)	 Orden Judicial a la persona agresora de abstenerse de hos-
tigar, perseguir, intimidar, amenazar o realizar otras formas 
de maltrato en contra de las víctimas de violencia o de cual-
quier otra persona del grupo familiar que comparta o no la 
misma vivienda;

b)	 Orden Judicial a las personas intervinientes en los hechos 
de violencia denunciados de abstenerse de realizar actos de 
hostigamiento, intimidación, provocación, amenaza u otros 
semejantes, que puedan dar lugar o propicien la violencia in-
trafamiliar y las demás que señala la Ley Procesal de Familia;

c)	 Prohibir a la persona agresora amenazar a la víctima tanto en 
el ámbito privado como en el ámbito público;
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d)	 Prohibir a la persona agresora, ingerir bebidas alcohólicas, es-
tupefacientes, alucinógenos o sustancias que generen depen-
dencia física o psíquica a juicio prudencial del juez o jueza;

e)	 Orden Judicial a la persona agresora para que salga inmedia-
tamente del domicilio común. Si se resiste se auxiliará de la 
Policial Nacional Civil;

f)	 Fijarle a la persona agredida si así lo solicita, un domicilio 
diferente del común, que la proteja de agresiones futuras;

g)	 Orden Judicial de allanamiento de morada, cuando por violen-
cia intrafamiliar se arriesgue gravemente la integridad física, se-
xual, psicológica y patrimonial de cualquiera de sus habitantes;

h)	 Suspender a la persona agresora el permiso para portar ar-
mas, mientras estén vigentes las medidas de protección y or-
denar el decomiso de las armas que posea; (1)

i)	 Suspenderle provisionalmente a la persona agresora, el cui-
dado personal, la guarda, crianza y educación de sus hijos e 
hijas menores de edad y su derecho de visita a éstos en caso 
de agresión; (1)

j)	 Prohibir el acceso de la persona agresora aI domicilio per-
manente o temporal de la persona agredida y a su lugar de 
trabajo o estudio;

k)	 Establecer una cuota alimenticia provisional; una vez fijada, 
de oficio se procederá a su ejecución; (1)

I)	 Otorgar el uso exclusivo por un plazo determinado, del ma-
neje de la casa de habitación a la persona agredida. Deberán 
salvaguardarse especialmente la vivienda y el maneje ampa-
rados al régimen del patrimonio familiar;

m)	Emitir una Orden Judicial de protección y auxilio policial, di-
rigida a la autoridad de Seguridad Pública, de su vecindario. 
La víctima portará copia de esta orden para que pueda acudir 
a la autoridad más cercana en caso de amenaza de agresión 
fuera de su domicilio; y
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n)	 Cualquier otra medida prevista en el ordenamiento familiar 
vigente.

Inasistencia a un acto judicial

Art. 8. La inasistencia a la realización de un acto judicial será san-
cionado con el equivalente de tres a diez días de salario, si no se 
puede determinar, la base será el salario mínimo vigente en el lugar 
y al tiempo de la Resolución. (1)

Para hacer efectiva esta sanción el Juez o Jueza notificará al infrac-
tor o infractora, la respectiva resolución, quien podrá presentar la 
prueba de descargo pertinente dentro del término de diez días hábi-
les. Presentada o no la prueba ofrecida se resolverá lo conveniente 
en el término de veinticuatro horas. (1)

Duración de las Medidas

Art. 9. La duración de las medidas preventivas, cautelares o de pro-
tección que se impongan a Ias personas agresoras, serán estableci-
das por el Juez o Jueza según las circunstancias, reincidencias y de 
acuerdo a las regulaciones de la Ley Procesal de Familia. (1)

Cuando las medidas hubieren caducado y no se prorroguen oficio-
samente, la víctima tendrá derecho a solicitar se decreten otras o se 
prorroguen las ya decretadas. (1)

La solicitud corresponderá tomarla al Tribunal de turno competen-
te; cuando no fuere posible hacerlo ante el Tribunal que conoce el 
caso, y en la misma se hará constar si éstas ya se habían decretado 
anteriormente, así como el Tribunal que las dictó para efecto de 
acumulación según el caso. (1)
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CAPÍTULO III

PROCEDIMIENTO

SECCIÓN PRIMERA

INTERVENCIÓN POLICIAL

Aviso a la Policía Nacional Civil

Art. 10. Siempre que la Policía Nacional Civil, tenga conocimiento 
o recibiere aviso que una persona es víctima de violencia intrafa-
miliar, deberá tomar las medidas necesarias para evitar que dicha 
persona sea maltratada y deberá realizar las gestiones siguientes:

a)	 Si la víctima manifiesta que ha sufrido golpes o heridas aun-
que no sean: visibles, daños emocionales o cuando se en-
contrare inconsciente, o en cualquier caso que requieran 
atención medica, deberá auxiliarla y hará los arreglos nece-
sarios para que reciba el tratamiento médico que necesite y 
le proveerá el transporte hasta un centro de atención o servi-
cio médico, donde pueda ser atendida; (1)

b)	 Si la víctima o familiares manifiestan preocupación por su segu-
ridad personal, la de sus hijos, hijas o cualquier otro miembro 
de la familia, deberá hacer los arreglos necesarios para condu-
cirlos a un lugar adecuado, donde puedan ser atendidos;

c)	 Asesorar a Ia víctima de violencia intrafamiliar sobre la im-
portancia de preservar las evidencias;

d)	 Proveerá a la víctima de información sobre los derechos que esta 
ley le confiere y sobre los servicios gubernamentales o privados, 
disponibles para las víctimas de violencia intrafamiliar; y,

e)	 Detendrá a la presunta persona agresora si se constata la 
existencia y participación de conductas de violencia intrafa-
miliar, cuando los hechos constituyan otros delitos que sean 
manifestaciones derivadas de ésta y cuando se trate del delito 
de violencia intrafamiliar contemplado en el Art. 200 del Có-
digo Penal. En todo caso tomará las medidas pertinentes para 
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impedir al agresor o agresora continuar con actos violentos y 
protegerá a la victima. (1)

f) 	 En su deber de auxilio a las víctimas, y en aquellos casos en 
que la violencia intrafamiliar no es aún constitutiva de delito, 
pero si es observable una discución acalorada, ambiente hostil 
o si el pedido de calma hecho por la Policía no es atendido 
de inmediato; la Policía Nacional Civil podrá dictar la medida 
de protección especial temporal, que consistirá en ordenar a 
la presunta persona agresora, que se aleje del lugar de los he-
chos, hasta por un plazo máximo de ocho horas. La desobe-
diencia a esta orden, acarreará responsabilidad penal. (1)

Informe Policial

Art. 11. Practicado lo dispuesto en el artículo anterior, Ia Policía 
Nacional Civil avisará de inmediato al Tribunal competente, acom-
pañando dicho aviso del informe de las diligencias practicadas. En 
dicho informe se incluirá de manera concisa cualquier manifesta-
ción de la víctima, en cuanto a la frecuencia y severidad de los 
incidentes de violencia intrafamiliar; y además, deberá informarse 
sobre la adopción de la medida especial de protección temporal a 
favor de la víctima, cuando se hubiere hecho uso de ella. (1)

Si se hubiere detenido a una persona en flagrante delito, deberá 
procederse conforme el procedimiento penal. (1)

Prueba Testimonial

Art. 12. Los agentes de la Policía Nacional Civil, podrán ser acepta-
dos como testigos, si la persona agresora es capturada en flagrancia.

 
SECCIÓN SEGUNDA

INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO

Denuncia

Art. 13. Toda persona que tenga conocimiento de un hecho consti-
tutivo de violencia intrafamiliar, podrá denunciarlo o dar aviso a la 
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Policía Nacional Civil, a los Tribunales competentes y a la Procura-
duría General de la República. La denuncia podrá hacerse de ma-
nera escrita o verbal, en forma personal o a través de apoderado o 
apoderada y en la misma se podrán solicitar las medidas cautelares, 
preventivas o de protección que se estimen pertinentes. Cuando 
sea denuncia verbal se hará constar en acta. La denuncia contendrá 
en cuanto sea posible, la relación circunstanciada del hecho, con 
indicación de la persona agresora, perjudicados, testigos y demás 
elementos que puedan conducir a su comprobación. (1)

Obligación de dar aviso a los Funcionarios 
Competentes

Art. 14. Tendrán obligación de dar aviso de los hechos constitutivos 
de violencia intrafamiliar:

a)	 Los funcionarios que los conozcan en el ejercicio de sus fun-
ciones; y,

b)	 Las o los médicos, farmacéuticos, enfermeros, maestros y de-
más personas que ejerzan profesiones relacionadas con la 
salud, la educación y la asistencia social, que conozcan tales 
hechos aI prestar sus servicios dentro de su profesión. (1)

Denuncia cuando la víctima fuere Menor de Edad, 
Incapaz o Discapacitado

Art. 15. Cuando la víctima fuere menor de edad, incapaz o discapa-
citado, los hechos podrán ser denunciados por sus representantes, 
legales por la víctima y por las instituciones asistenciales, sociales 
y educativas, así como cualquier autoridad o persona que tenga 
conocimiento de los hechos de violencia intrafamiliar.

Actuación de la Procuraduría General de la 
República

Art. 16. La Procuraduría General de la República, cuando tenga co-
nocimiento de hechos constitutivos de violencia intrafamiliar, por 
aviso o por denuncia presentada ante ella, citará a las personas en 
conflicto y procurará la conciliación; si lo solicita la víctima o si 
fuera procedente. Si de los hechos narrados se advierte la necesi-
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dad inmediata de proteger a la víctima, se solicitarán las medidas 
de protección pertinentes. Si no hubiere conciliación o ésta no se 
hubiere solicitado, se iniciará el procedimiento a que se refiere la 
presente Ley ante el Tribunal competente. (1)

De igual manera la Procuraduría General de la República, está en la 
obligación de aportar pruebas, si se inicia el procedimiento judicial 
a que se refiere la presente ley. (1)

Actuación de la Fiscalía General de la República

Art. 17. Cuando el hecho de violencia intrafamiliar fuere constitu-
tivo de delito, la Fiscalía General de la República está en la obliga-
ción de investigar y aportar pruebas en los procedimientos penales 
que se iniciaren en los tribunales correspondientes.

Remisión de Diligencias

Art. 18. Si las personas en conflicto no concurrieron a la cita por 
segunda vez o por apremio o concurriendo, no se lograre avenir-
las, los Procuradores Auxiliares del Procurador General de la Re-
pública, deberán remitir de inmediato un informe de lo actuado 
juntamente con las diligencias respectivas aI funcionario judicial 
competente, para el inicio del proceso a que se refiere la sección 
tercera de este capítulo.

Visitas Periódicas a Dependencias Policiales

Art. 19. El Procurador General de la República, el Fiscal General 
de la República y el Procurador para la Defensa de los Derechos 
Humanos, por si, o por medio de sus Agentes Auxiliares y Procu-
radores Auxiliares, visitarán mensualmente la División correspon-
diente de la Policía Nacional Civil, a efecto de conocer los hechos 
de violencia intrafamiliar investigados, con el fin de dar un informe 
público estadístico cada tres meses y así recomendar las medidas 
pertinentes a Ias instancias correspondientes. En todo caso será 
respetada la intimidad de las personas agredidas y de la persona 
agresora, consecuentemente no deberá publicarse ningún dato que 
directa o indirectamente posibilite la identidad de las víctimas.
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SECCIÓN TERCERA

INTERVENCIÓN JUDICIAL

Competencia

Art. 20. Serán competentes para conocer de los procesos que se 
inicien conforme a esta ley:

La jurisdicción de Familia y los Jueces de Paz

Iniciación del Procedimiento

Art. 21. Deberán iniciar el procedimiento los Tribunales de Paz o 
Familia en su caso, cuando mediare denuncia o aviso de la Policía 
Nacional Civil o de la Procuraduría General de la República. (1)

Asimismo, se iniciará por denuncia o aviso de la víctima y de toda 
persona natural o jurídica, instituciones u organismos sociales que 
velen por la mujer, la niñez, adolescencia, adulto mayor, repre-
sentante legal de incapaces, persona que tiene a cargo la guarda 
personal del discapacitado; en los casos a que se refiere la presente 
Ley, ya sea de forma verbal o escrita. (1)

Además podrán solicitar las medidas cautelares, preventivas o de 
protección que se consideren pertinentes. (1)

Principios Procesales

Art. 22. En los procesos que se siguieren conforme a esta ley el juez 
o jueza respectivo, deberá aplicar los principios de oralidad, inme-
diación, concentración, celeridad, igualdad, economía, probidad y 
oficiosidad. En la valoración de la prueba, los Jueces aplicarán la 
sana crítica.

Medidas

Art. 23. Recibidas las diligencias provenientes de la Procuraduría Ge-
neral de la República, o a petición directa de las víctimas, el Juez o Jue-
za deberá decretar inmediatamente si el caso lo requiere, las medidas 
cautelares, preventivas o de protección que estimare pertinentes. (1)
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Las medidas de protección se mantendrán vigentes no obstante se 
inicie el procedimiento penal en caso de delito y el Tribunal de Paz 
o de Familia deberá darle el seguimiento correspondiente. (1)

Exámenes periciales

Art. 24. El funcionario judicial ordenará inmediatamente cuando el 
caso lo requiera, los exámenes médico forenses por golpes externos, 
internos o daño psicológico a la víctima. Para llevarlos a cabo se au-
xiliará del lnstituto de Medicina Legal o cualquier organismo guber-
namental, no gubernamental o del equipo multidisciplinario adscrito 
al Tribunal de Familia o a los organismos señalados en este artículo. 
Y cuando lo considere necesario, también podrá ordenar el peritaje 
psicosocial de la persona agresora y de los niños y niñas. (1)(2)

DictÁmen Pericial

Art. 25. El dictamen pericial se expedirá por escrito y se presentará 
a más tardar dentro de las setenta y dos horas de solicitado. En el 
caso en que el dictamen se requiera con urgencia, podrá rendirse 
verbalmente y se asentará en acta. (1)

Si del dictamen recibido resultare que el hecho de violencia intrafa-
miliar constituye delito, el Juez o Jueza de Familia o de Paz continua-
rá el procedimiento para el solo efecto de darle cumplimiento a las 
medidas impuestas y certificará lo conducente a la Fiscalía General 
de la República para que inicie el proceso correspondiente. (1)

Señalamiento y citación de audiencia

Art. 26. Inmediatamente de recibido el dictamen pericial y si el 
hecho no constituye delito, el juez o jueza citará a la víctima y al 
denunciado o denunciada a una audiencia preliminar dentro del 
plazo de cinco días hábiles, a fin de conocer los hechos, en la que 
podrán o no hacerse acompañar de apoderado o de un Procurador 
Auxiliar del Procurador General de la República. (1)

Audiencia Preliminar

Art. 27. A la audiencia señalada concurrirán personalmente la víc-
tima y denunciado pudiéndose ambos acompañar de abogado o 
abogada y se levantará acta.
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El juez o jueza presidirá personalmente dicha audiencia y dará opor-
tunidad en igualdad de condiciones a la víctima para que reafirme, 
amplíe o modifique la denuncia y al denunciado para que haga sus 
propias valoraciones, se allane a los hechos o los contradiga.

Después de oírlos propiciará un diálogo con los concurrentes sobre 
los efectos nocivos de la violencia intrafamiliar y sus repercusiones 
en la familia y propondrá mecanismos para evitar la repetición de 
los hechos constitutivos de la misma, sobre los cuales no procederá 
conciliación. (1)

También deberá hacer conciencia en el denunciado de las sanciones 
penales en que puede incurrir si la acción violenta se reitera y de las 
medidas que esta ley prevee para sancionar la violencia intrafamiliar.

Resolución

Art. 28. En la misma audiencia el juez o jueza con base en lo ex-
puesto por los comparecientes, siempre que los hechos no requie-
ran prueba y en atención a compromisos que asuma el denunciado 
o la denunciada y acepte la víctima, resolverá:

a)	 Tener por establecidos los hechos constitutivos de violencia 
intrafamiliar denunciados;

b)	 Atribuir la violencia a quien o quienes la hubieren generado;(1)

c)	 Imponer a la persona agresora el cumplimiento del compro-
miso adquirido por él o ella en la audiencia;

d)	 Decretar las medidas de prevención, cautelares o de protección 
que fueren necesarias, si previamente no se hubieren acordado.

e)	 Imponer a la persona agresora, la obligación de pagar a la 
víctima el daño emergente de la conducta o comportamien-
to violento, como los casos de servicios de salud, precio de 
medicamentos, valor de bienes y demás gastos derivados de 
la violencia ejercida; (1)

f)	 Imponer al agresor o agresora tratamiento psicosocial, psi-
quiátrico o de grupos de auto ayuda especializados en vio-
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lencia intrafamiliar, a través de la asistencia a terapias sobre 
violencia intrafamiliar, utilizando los diversos programas que 
desarrollan las instituciones de protección a la familia. Esta me-
dida también podrá aplicarse desde el inicio del procedimiento 
y en todo caso se les dará seguimiento psicosocial. (1)(2)

En la misma resolución se prevendrá a la persona agresora de las 
sanciones penales en que incurrirá en caso de incumplimiento o 
reiteración de los hechos de violencia intrafamiliar.

Señalamiento de la Audiencia Pública

Art. 29. Si el denunciado o denunciada no se allanaren o los hechos 
requieran prueba, señalará audiencia para recibirla, en un plazo 
que no excederá de diez días hábiles después de la audiencia pre-
liminar; dentro del cual se practicará la inspección e investigación 
psicosocial o cualquier otra diligencia. (1)(2)

Audiencia Pública

Art. 30. El día señalado se recibirá en audiencia pública a las partes y 
en forma oral, las declaraciones de los y las testigos y demás pruebas, 
o que presenten las partes y las que el juez o jueza hayan ordenado.

De igual forma se evaluarán los estudios de los trabajadores socia-
les y dictámenes de los peritos. Las partes y sus abogados o aboga-
das podrán repreguntar directamente a los testigos y a los peritos.

Sentencia

Art. 31. Producidas las pruebas ofrecidas el juez o jueza en la misma 
audiencia dictará su fallo y ordenará las medidas previstas en esta ley 
o absolverá de responsabilidad aI denunciado o denunciada.

Recursos

Art. 32. Las resoluciones pronunciadas por el juez o jueza en las 
que se imponga a la persona agresora medidas preventivas caute-
lares o de protección, o se absuelva aI denunciado o denunciada 
serán apelables ante las Cámaras de Familia, aunque sean pronun-
ciadas por un juez de paz.
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El tribunal de alzada resolverá el recurso con sólo la vista del pro-
ceso, dentro de los ocho días hábiles después de haberlo recibido; 
esta resolución no admitirá recurso de casación. (1)

El recurso podrá interponerse de palabra o por escrito en el acto de 
la notificación o dentro de los tres días hábiles siguientes.

Control de la Ejecución de la Sentencia

Art. 33. Durante el transcurso del proceso y después del mismo, el 
juez o jueza controlará por el tiempo que juzgue conveniente el 
resultado de las medidas y decisiones adoptadas e impuestas en la 
sentencia, por intermedio del equipo multidisciplinario adscrito al 
Tribunal de Familia quien dará informes con la periodicidad que el 
juez o jueza les señale.(2)

Incumplimiento de la Sentencia

Art. 34. Siempre que fuere posible constatar el incumplimiento 
de las medidas preventivas, cautelares o de protección, impuestas 
por el juez o jueza, en cualquier etapa del proceso, así como los 
compromisos acordados, librará oficio a la Fiscalía General de la 
República, con certificación de los pasajes pertinentes, para que 
presente el requerimiento por el delito de desobediencia. Sin per-
juicio que la víctima pueda denunciar los hechos personalmente 
ante la misma institución o pedir el auxilio de la Policía Nacional 
Civil, en su caso. (1)

Comparecencia obligatoria de víctimas y denunciados

Art. 35. En el proceso judicial previsto en esta sección, será obliga-
toria la comparecencia de víctimas y denunciados a las audiencias 
a que fueren citados, salvo justo impedimento. (1)

La no comparecencia de las víctimas o de los denunciados hará 
incurrir a éstos en una multa que le impondrá el juez o jueza en 
dicha audiencia sin perjuicio de la facultad que tiene de hacerlos 
comparecer por apremio. (1)

Las multas se harán efectivas o se dejarán sin efecto de conformidad 
a lo prescrito en el Artículo 8 de la presente Ley. (1)
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Responsabilidad por Desobediencia

Art. 36. DEROGADO (1)

CAPÍTULO IV

DISPOSICIONES GENERALES Y VIGENCIA

Reserva de los Procesos y Diligencias

Art. 37. Los procesos y diligencias que se instruyan en aplicación 
de esta Ley, serán reservados excepto para las partes, abogados, 
abogadas, procuradores, fiscales y personal especializado que in-
tervenga en los mismos.

Asistencia letrada

Art. 38. En los procesos y diligencias que se instruyan conforme a 
la presente Ley, las partes podrán ser asistidas o no por Abogado o 
Abogada. (1)

Si las partes o una de ellas carecieren de recursos económicos y 
solicitaren asistencia legal al juez o jueza, el Estado por medio de 
la Procuraduría General de la República, les proveerá de un Procu-
rador Específico que los asista. (1)

Facultad del juez o jueza

Art. 39. Los jueces o juezas podrá hacer uso de la seguridad pública 
para hacer cumplir sus resoluciones o providencias.

Solicitud de Asistencia y acompañamiento

Art. 40. Los jueces o juezas podrán solicitar colaboración a todas las 
entidades y organizaciones públicas o privadas dedicadas a la pro-
tección de la niñez, adolescencia, mujeres, personas adultas mayores 
y discapacitadas, a efecto de que se proporcione asistencia y acom-
pañamiento gratuito a las víctimas afectadas por hechos de violencia 
intrafamiliar denunciados, y para que coadyuven en la aplicación de 
Ias medidas de protección que se impongan de conformidad a la pre-
sente Ley, al ordenamiento familiar, de la niñez y adolescencia. (1)
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Los funcionarios judiciales y administrativos, podrán permitir con 
expresa voluntad de la víctima el acompañamiento psicológico y 
emocional, al denunciar el hecho y en las respectivas audiencias, 
ya sea de persona natural o de organizaciones de la sociedad civil 
que trabajen para la prevención y atención de la violencia intrafa-
miliar, durante el proceso judicial y administrativo, lo que deberá 
constar en acta. La víctima hará cesar dicho acompañamiento y 
sustituirlo por otra persona o institución, de la misma manera. (1)

La víctima igualmente tendrá derecho a ser asistida técnicamente 
por el equipo multidisciplinario adscrito al Tribunal de Familia, por 
el período establecido por éste.(2)

Suspensión del Proceso Penal

Art. 41. Si en el curso de un proceso penal el juez o jueza constata-
re que se trata de hechos sujetos a la aplicación de esta ley suspen-
derá el proceso e iniciará el procedimiento previsto en la Sección 
Tercera del Capítulo III de esta ley, si el mismo fuere competente. 
Si no lo fuere, remitirá lo actuado aI juez o jueza competente. En 
todo caso, lo actuado por el juez o jueza instructor tendrá validez.

Medidas en materia penal

Art. 42. Cuando se trate de hechos de violencia intrafamiliar some-
tidos a la jurisdicción penal y a personas sujetas a la presente ley, el 
juez o jueza durante la tramitación del proceso, deberá aplicar las 
medidas preventivas, cautelares y de protección pertinentes regula-
das en esta normativa. (1)

Las mismas podrán mantenerse o decretarse al dictar sentencia co-
rrespondiente y para asegurar su eficaz cumplimiento, los Tribuna-
les de ambas jurisdicciones, que hayan intervenido en estos casos, 
deberán intercambiar información directa sobre el estado del pro-
ceso a efecto de ser considerado en su resolución judicial. (1)

A dicha resolución podrá dársele seguimiento con el apoyo de los 
Centros de Atención Psicosocial del Órgano Judicial, los Equipos 
Multidisciplinarios adscritos a los Tribunales de Familia y de aque-
llas instituciones públicas y privadas; así como de organizaciones 
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no gubernamentales que brinden atención a las personas en violen-
cia intrafamiliar. (1)(2)

Prohibición de Fuero

Art. 43. En materia de Violencia intrafamiliar no se permitirá fuero, 
ni privilegios de ningún tipo en razón del cargo.

CAPÍTULO V

DISPOSICIONES FINALES

Regla Supletoria

Art. 44. En todo lo no previsto en esta ley en Io relativo a procedi-
mientos y valorización de pruebas, se aplicarán las normas de la 
Ley Procesal de Familia y del Código de Procedimientos Civiles.

Vigencia

Art. 45. La presente ley entrará en vigencia ocho días después de su 
publicación en el Diario Oficial.
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